[bookmark: _Toc366755199]ACTA Nº 1-2021

JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las nueve horas diez minutos del cuatro de enero de dos mil veintiuno.

Sesión ordinaria con asistencia de los másteres Carlos Montero Zúñiga y Mauricio Villalta Fallas, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas y del licenciado Arnoldo Hernández Solano. Asiste a la presente sesión el integrante suplente doctor Juan Carlos Segura Solís, en sustitución del integrante máster Miguel Ovares Chavarría.

Asiste en calidad de invitado a la presente sesión el MPM. Oslean Mora Valdez, jefe del proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable.
[bookmark: _Toc43321540][bookmark: _Toc45136348][bookmark: _Toc50044419][bookmark: _Toc59556107]ARTÍCULO I 

Documento N° 46-2021

Se entra en el pleno de la sesión y por unanimidad, se aprueba el orden del día de la presente agenda elaborada por la Secretaría General de la Corte. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc59556113]ARTÍCULO II 
Documento N° 552-2020 / 1242-2020
Antecedentes de interés:
1.) En sesión N° 32-2020 celebrada el 21 de septiembre de 2020, artículo XLIX, esta Junta Administradora adoptó el siguiente acuerdo:
“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 24-2020 celebrada el 13 de julio del 2020, artículo IV, tomo el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:

“Por mayoría de votos se acuerda: Acoger la gestión presentada por la máster Floribel Campos Solano, la licenciada Emma López Ramírez y la máster Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefa interina del Departamento Financiero Contable, Jefa interino del Proceso de Tesorería y Jefa interina del Subproceso de Egresos, en oficio N°776-TE-2020 de 26 de junio de 2020, en consecuencia: 1.) Aprobar el protocolo supra referente a cubrir las cuantías por multas, con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Solicitar a la asesoría legal contratada por esta Junta; que remita criterio jurídico sobre lo manifestado en el oficio antes conocido, en el tanto: a.) Se refiera a la viabilidad de que dichas sumas sean rebajadas del patrimonio del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, o bien; si corresponde su deducción de los recursos administrativos de este Órgano. b.) Deberá dicha asesoría referirse al pago de sanción por la rectificación del impuesto en los casos conocidos, siendo que el monto reportado fue mayor a lo que correspondía, existiendo una imposibilidad material para la administración de prever las situaciones que dan origen a la misma.

El integrante Montero aprueba la propuesta anterior con la siguiente salvedad, que las cuantías por multas sean cubiertas con los fondos propios que dispone esta Junta Administradora, por tratarse de un tema administrativo y para no afectar el patrimonio del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
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En atención que está pendiente el criterio jurídico se acordó: 1.) Asignar a Fernando Lara Gamboa, para que remita un criterio jurídico solicitado en sesión N° 24-2020 celebrada el 13 de julio del 2020, artículo IV. 2.) Se comisiona al MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo Administrativo de la Junta Administradora coordine lo necesario con el licenciado Lara Gamboa.”
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2.) Posteriormente, en sesión N° 32-2020 celebrada el 5 de octubre de 2020, Artículo X, este órgano tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La Corte Plena, en sesión N° 08-2014 celebrada el 3 de marzo de 2014, artículo XL, tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:

“Se acordó: Aprobar las recomendaciones emitidas por la Auditoría Judicial, en consecuencia: 1.) En cuanto a la recomendación 4.1Realizar un comunicado a la Procuraduría General de la República, para que tenga conocimiento de la posición de Corte Plena (sesión N° 32-10, artículo XXIII), en cuanto al tema de la aplicación de las deducciones de ley en sentencias judiciales cuyo demandado es el Poder Judicial, y además considere el dictamen C-022-2012 emitido por esa entidad, para que en el caso de no indicarse las deducciones de ley en las sentencias judiciales, la representación legal del Estado, gestione oportunamente lo que en su juicio profesional corresponda, tanto en el proceso de conocimiento, como en el de ejecución. 2.) En lo que respecta a la recomendación 4.2 hacer de conocimiento de la Comisión de Relaciones Laborales el citado informe, a efecto de contar con su criterio para la posterior emisión de una circular dirigida a todos los jueces y juezas de los Despachos que resuelven sobre salarios y/o jubilación; que detalle que ante la emisión de una sentencia que implique el pago de salarios caídos, diferencias salariales, de jubilación o pensión, se incluya en la resolución la indicación de que se deben realizar las deducciones de cargas sociales y tributarias que correspondan, esto con la finalidad de que los departamentos encargados de realizar el desembolso puedan llevar a cabo la retención. 3.) Solicitar al Asesor Legal de la Secretaría General de la Corte, que en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de este acuerdo determine, valore e informe a esta Corte, lo que procede en cuanto a lo indicado en la recomendación 4.3 sobre la viabilidad y forma de recuperar el monto que dejó de percibir el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en los casos citados en el referido estudio, en consideración de lo dispuesto en el dictamen C-022-2012 de la Procuraduría General de la República, en concordancia con lo estipulado en el Título Sétimo de la Ley General de la Administración Pública, intitulado “De la Responsabilidad de la Administración y del Servidor Público”, así como los plazos de prescripción establecidos en los artículos 198 y 207 de ese cuerpo normativo. 4.) En lo que atañe a la recomendación 4.4 los Departamentos de Personal y Financiero Contable de previo a ejecutar el pago de una sentencia judicial en la que no se realizó la indicación expresa de las deducciones de ley, causando una afectación económica al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como a las entidades del Estado que no recibieron las cargas sociales y tributarias correspondientes, deberán informar esa situación al Consejo Superior, para que tome una decisión al respecto, en cuanto a la recuperación de los recursos correspondientes.”
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El máster Miguel Ovares Chavarría, la máster María A. Herrera Charraun y el licenciado Luis Guillermo Vásquez Ureña, por su orden, Jefe Macroproceso Financiero Contable, Jefa Proceso Presupuestario Contable y Jefe Subproceso de Contabilidad, mediante oficio N° 307-SC-2020 del 18 de setiembre de 2020, gestionaron lo siguiente:

“En el documento de políticas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder, en el apartado de “Otras condiciones” se menciona lo siguiente: 

• De conformidad con el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión 32-10 celebrada el 8 de noviembre del 2010, artículo XXIII, todas aquellas sumas que se deben girar a los tribunales cuando éstos lo ordenan y se trate de salarios, jubilaciones u otros rubros, debe serlo en el monto que el fallo dispone depositar. En consecuencia, la Administración debe girar el monto bruto que se ordenó en sentencia judicial a la cuenta del despacho, advirtiéndole que en la suma depositada no se aplicaron las cargas sociales para lo que a bien estime resolver. Esto en los casos en que el despacho ordene girar alguna suma que no considere cargas sociales. 

La Corte Plena en sesión 8-14 del 3 de marzo del 2014, artículo XL dispuso en lo que interesa lo siguiente: 

4.) La Dirección de Gestión Humana y Departamento Financiero Contable de previo a ejecutar el pago de una sentencia judicial en la que no se realizó la indicación expresa de las deducciones de ley, causando una afectación económica al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como a las entidades del Estado que no recibieron las cargas sociales y tributarias correspondientes, deberán informar esa situación al Consejo Superior, para que tome una decisión al respecto, en cuanto a la recuperación de los recursos correspondientes. (el marcado no es del original) 

De lo anterior, el Lic. Arnoldo Hernández Solano integrante de la Junta Administradora del FJP PJ, mediante correo electrónico del 18 de agosto del 2020 indica que, se debe revisar lo que se menciona en el acuerdo de la Corte Plena en sesión 8-14 del 3/3/2014, artículo XL, por cuanto que se debe actualizar la consulta y realizarla la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

Por lo que se remite para su valoración.”
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Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio 307-SC-2020 del 18 de setiembre de 2020, suscrito por los másteres Miguel Ovares Chavarría y María Antonieta Herrera Charraun, así como por el Licenciado Luis Guillermo Vásquez Ureña, por su orden, Jefe del Macroproceso Financiero Contable, Jefa Proceso Presupuestario Contable y Jefe Subproceso de Contabilidad, referente a solicitud del integrante Arnoldo Hernández Solano, relacionada con la decisión de la Corte Plena del Poder Judicial en sesión N° 8-14 del 3 de marzo de 2014, artículo XL. 2) Solicitar criterio jurídico al asesor legal que corresponda, en cuanto a si las resoluciones o sentencias que se comunican por parte de despachos judiciales, que no se indique expresamente la aplicación de deducciones de ley, si se les debe aplicar de oficio o se debe solicitar ampliación al despacho que la emitió. A fin de no causar una afectación económica al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como a las entidades del Estado que no recibieron las cargas sociales y tributarias correspondientes. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Macroproceso Financiero Contable. Se declara este acuerdo firme.”
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El MPM. Oslean Mora Valdez, a la sazón, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, mediante correo electrónico del 16 de diciembre de 2020, remitió para valoración de esta Junta Administradora, los criterios jurídicos pendientes de parte del Sr. Fernando Lara. El criterio jurídico OL-FL-003-2020 atiende lo solicitado en sesión N°. 31-2020 artículo XLIX, mientras el criterio jurídico OL-FL-004-2020 atiende el acuerdo sesión N°. 32-2020 artículo X.
Criterios Adjuntos:
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Se acuerda por unanimidad: 1.) Tomar nota de los criterios jurídicos remitidos por el Licenciado Fernando Lara Gamboa N° OL-FL-003-2020 que atiende lo solicitado en sesión N°. 31-2020 artículo XLIX, así como el N° OL-FL-004-2020, que atiende el acuerdo sesión N°. 32-2020 artículo X. 2.) En cuanto al primer criterio N° OL-FL-003-2020, acogerlo y hacerlo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial para que valore la elaboración de la circular para los despachos judiciales que trabajan en las materias de jurisdicciones laborales y contencioso administrativo y que se considere en ellos las retenciones de Ley. Además, en el caso de que no se indique en dichas resoluciones el rebajo de las retenciones de Ley, la Dirección de Gestión Humana, así como el Macroproceso Financiero Contable apliquen dichas retenciones. Asimismo, remitir a la Procuraduría General de la República, para que valore la elaboración de dicha Circular, para que sea considerada por las Procuradoras y Procuradores de la República, para que soliciten las retenciones en los juicios en que tengan que representar al Estado. 3.) En cuanto al criterio N° OL-FL-004-2020, acogerlo y preparar la consulta para ser remitida a la Superintendencia de Pensiones y al Consejo Nacional del Supervisión del Sistema Financiero. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc59556117]ARTÍCULO III 
Documento N° 1221-2020
El máster Miguel Ovares Chavarría, y las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe interino del Departamento Financiero Contable, jefa del Proceso de Tesorería y Jefa del Subproceso de Egresos, remitieron el oficio N° 1672-TE-2020 del 14 de diciembre de 2020, que literalmente dice:
Para la firma correspondiente, se remite el oficio N° 1671-TE-2020 de fecha 14 de diciembre de 2020, el cual corresponde a la cancelación de la planilla de jubilados (as) y pensionados (as) de la primera quincena de diciembre de 2020, por medio de transferencia en ventanilla del Banco Nacional de Costa Rica.

Cabe señalar que, dicho oficio debe de ser remitido a la respectiva entidad bancaria, el lunes 14 de diciembre de 2020 en horas de la tarde, con el fin de ejecutar los pagos respectivos el martes 15 de diciembre de 2020.

Adicionalmente, se adjunta cuadro resumen del pago de la planilla total, correspondiente al periodo 23-2020.

[image: ]
Finalmente es importante mencionar que, dado el riesgo inherente que se presenta con los recursos dinerarios reservados para este fin, propiamente en la disponibilidad de los mismos y por estar estos invertidos a corto plazo, las reservas se mantendrán en las cuentas bancarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones con dos días de antelación al pago, tal y como lo autorizó la Dirección Ejecutiva en su oportunidad.”

Adjuntos:
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[bookmark: _Toc59556119]Se acordó por unanimidad: 1.) Tomar nota del oficio N° 1672-TE-2020 del 14 de diciembre de 2020, emitido por el Departamento Financiero Contable, referente a la cancelación de la planilla de jubilados (as) y pensionados (as) de la primera quincena de diciembre de 2020. 2.) Solicitar al Departamento Financiero Contable que estas comunicaciones sean remitidas únicamente a la Tesorería de la Junta para el trámite correspondiente. 3.) Comunicar a la Secretaría General de la Corte que en caso de que ingresen este tipo de comunicaciones al correo de la Junta no es requerido que lo agende para conocimiento de la Junta. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO IV 
Documento N° 1219-2020
El máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefe interino del Departamento Financiero Contable y Jefe interino del Proceso de Inversiones, mediante oficio N° 458-PI-2020 del 10 de diciembre de 2020, remitieron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk59551526]“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-962-2020, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, de la ex funcionaria judicial Nidia Bonilla Valle, tal y como se detalla a continuación:

	 Caso: Nidia Bonilla Valle 
	Cédula: 
(valor) 
	Resolución N.° 
PJ-IVM-036-501890838-2020 

	1. Que la señora NIDIA BONILLA VALLE, cédula número (Valor), solicitó pensión por Vejez Reducida en la Plataforma de Servicios de la Gerencia de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social, el día 08 de julio de 2020. Igualmente, mediante nota de fecha 22 de mayo de 2020 solicitó el traslado de las cotizaciones aportadas al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Pensiones IVM. 

	2. Que mediante Certificación N.°5237-2018 del 05 de noviembre de 2018 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda se comprueba que la interesada laboró y cotizó para el Poder Judicial durante 15 meses en los siguientes períodos: de diciembre 1990 a febrero 



Procedimientos de cálculo y normativa aplicable 
El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio PE-DAE-0941-2020 del 09 de octubre de 2020, remitido a este Macroproceso mediante oficio GP-DAP-962-2020. 
Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica: 
“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original. 
De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos: 

1. Reporte Salarios 

Certificación N.° 5237-2018 del 05 de noviembre de 2018 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda.
2. Porcentaje de aportes 
Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros:


(documento)

3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente 
El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 85-18 del 27 de setiembre de 2018, artículo XXIII. Así mismo, de conformidad con lo comunicado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) con oficio CNS-1507-09 de fecha 29 de julio del 2019 y oficio SP-898-2019 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) del 18 de setiembre del 2019 y con el aval de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial con base en el oficio 3795-DE-2019, la herramienta fue actualizada en virtud de las tasas de mortalidad. 
De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:
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[image: ]
Por lo antes expuesto y conforme lo señalado, agradecemos interponer sus buenos oficios a efecto de contar con la resolución respectiva, de forma que se pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social.”
Adjuntos:

(documento)
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Considerado el informe remitido por el Departamento Financiero Contable, mediante oficio N° 458-PI-2020 del 10 de diciembre de 2020, se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor de la señora Nidia Bonilla Valle, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢1,393,580.07 (un millón trescientos noventa y tres mil quinientos ochenta colones con siete céntimos) y remitir al Departamento Financiero Contable, para el trámite correspondiente. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la señora Bonilla. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc59556122]ARTÍCULO V 
Documento N° 9-2021
El señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos, remitió el oficio N° SP-1608-2020 del 17 de diciembre de 2020, que literalmente dice:
“Se recibió el oficio N° 0806-FC-2020 del 20 de octubre de 2020, en el cual se plantean algunas consultas sobre el oficio SP 1218-2020 y el acuerdo SP-A-231-2020, relacionados con la adición del “CAPÍTULO VII. PRÉSTAMOS” al Manual de Información.

Sobre el particular, se analizaron sus interrogantes en línea con lo establecido en el artículo 240[footnoteRef:1] bis de la Ley 9544 que faculta al Fondo a colocar créditos y las particularidades expuestas que limitan la implementación de lo normado en el acuerdo citado; razón por la cual esta superintendencia procederá a revisar la normativa a la que se hace referencia y se le estará comunicando oportunamente a su representada sobre su aplicación.  [1:  Dicha Junta está autorizada para colocar los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las siguientes posibilidades de inversión:

a) Hasta un veinticinco por ciento (25%) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), lo anterior para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para sus asociados, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, conforme a la reglamentación que se emita al efecto.
] 


Sin embargo; es importante destacar que el Fondo sí debe cumplir con lo normado en el Capítulo IX del Reglamento de Gestión de Activos, el cual corresponde a los requisitos de los fondos de pensiones autorizados por ley para conceder préstamos.

(…)”
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos, remitió el oficio N° SP-1608-2020 del 17 de diciembre de 2020. 2.) Remitir el presente acuerdo al Comité de Inversiones y al Departamento Financiero Contable para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc59556124]ARTÍCULO VI 
Documento N° 1232-2020 / 10-2021
En sesión N° 30-2020 del 7 de septiembre de 2020, artículo XVII, en lo conducente, esta Junta Administradora tomó el acuerdo que literalmente dice:
“(…)

Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el licenciado Alfredo Jones León, Jubilado Judicial, mediante nota del 31 de agosto de 2020. 2.) De conformidad con las observaciones presentadas por el señor Jones León, es menester indicar lo siguiente: a.) Respecto al tema de la despersonalización de datos, como los nombres de las personas y montos de las jubilaciones, es imperativo mencionar que el actuar de esta Junta Administradora está apegado al ordenamiento jurídico, debido a que lo relativo a la protección de datos está regulado en la Ley N° 8968 denominada “Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales”, sobre el tema en concreto, el artículo 9 de la citada Ley estipula las categorías particulares de los datos, en su punto 2 literalmente indica: “…Datos personales de acceso restringido: Datos personales de acceso restringido son los que, aun formando parte de registros de acceso al público, no son de acceso irrestricto por ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública. Su tratamiento será permitido únicamente para fines públicos o si se cuenta con el consentimiento expreso del titular. En ese sentido, al no ser las jubilaciones y pensiones salarios públicos, sino más bien parte de los aportes personales de las personas interesadas, se categoriza como datos que solo son de interés de la persona beneficiaria y no así del público en general, aunado a lo anterior, para que este órgano colegiado pueda publicar los datos de referencia, es fundamental contar con el consentimiento expreso del titular, así normado en el artículo anteriormente escrito. b.) En cuanto a las observaciones relacionadas con el “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial,” se agradecen las manifestaciones realizadas, sin embargo, se le hace de conocimiento al licenciado Jones León que esta Junta Administradora analizó en todos sus extremos los alcances legales para que el actuar esté dentro del marco de legalidad, asimismo, el Reglamento fue remitido a la Superintendencia de Pensiones para su respectiva revisión, siendo el ente rector de las actuaciones de esta Junta Administradora. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento del licenciado Alfredo Jones León, Jubilado Judicial.”
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El señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos, mediante oficio N° SP-1596-2020 del 15 de diciembre de 2020, la contestación brindada al señor Alfredo Jones León, Pensionado Judicial, referente a unas consultas que había presentado ante esa Superintendencia, el cual literalmente dice:

“En atención a sus oficios fechados el 25 de setiembre y el 26 de noviembre del año en curso, hacemos referencia a cada uno de los temas consultados (señalados en cursiva):

1. Las actas de la Junta Administrativa no deben ser despersonalizadas cuando corresponden a la modificación de un beneficio o a la aprobación de una nueva pensión.

Al respecto, mientras la Junta Administradora proporcione la información que se requiere para desarrollar las labores de fiscalización, la SUPEN no debe intervenir sobre la forma en que publica sus acuerdos en el sitio web. Además, la Junta cuenta con su propio criterio jurídico, que le da la potestad de cómo administrar la información en las actas. Por consiguiente, si el usuario considera que se le está negando acceso a la información que considera como pública, eventualmente podría acudir a las instancias que correspondan para obtener acceso a esos datos.

1. Derogar el inciso a) del artículo 11 del Reglamento para el otorgamiento de créditos y además agregar al inciso b) las condiciones del crédito revolutivo.

Sobre este tema, es importante indicar que la Superintendencia de Pensiones no se encuentra legalmente facultada para aprobar el Reglamento de Créditos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Dicha petitoria también fue solicitada por la Junta Administrativa y mediante el oficio SP-910-2020 del 7 de julio del año en curso, se le indicó lo antes mencionado.

1. Derogar el artículo 26 del Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al ser contrario al artículo 228 inciso 1.2 de la Ley 9544.

La última versión del Reglamento fue revisada y aprobada por SUPEN, mediante la resolución, SP-R-2011-2020 del 06 de octubre del año en curso, para lo cual se constató que lo regulado no se contrapone con lo establecido en la Ley. 

1. Revisar y actualizar a la brevedad la página Web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, haciendo referencia específica de las actas de la Junta Administradora.

Para corregir la situación, esta Superintendencia solicitó al Fondo establecer las medidas necesarias para tener actualizada de forma oportuna la información que se sube al sitio Web; lo cual fue verificado al momento de realizar este oficio.

1. Revisar la aprobación concedida del Reglamento del Fondo mediante resolución SP-R-2011-2020 del 06 de octubre de 2020 para que se modifiquen los aspectos normados en el artículo 25, relacionados con la documentación solicitada y el plazo de otorgamiento de pensiones.

Los aspectos del artículo citado fueron revisados como parte del proceso que concluyó con la aprobación del Reglamento mediante la resolución citada. 

(…)”
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Se acordó por unanimidad: Tomar nota del oficio N° SP-1596-2020 del 15 de diciembre de 2020, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos, referente a la contestación brindada al señor Alfredo Jones León, Jubilado Judicial. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc59556127]ARTÍCULO VII 
Documento N° 579-2020 / 1241-2020
La licenciada Leda Córdoba Montero, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Olga Guerrero Córdoba, por su orden, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, Jefe interino de Administración de Personal y Subdirectora interina de Gestión Humana, remitieron el oficio N° PJ-DGH-AP-4717-2020 del 08 de diciembre de 2020, que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk58417696][bookmark: _Hlk58513017]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Arllery Zamora Loáiciga, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Enrique Sanou Cajiao, cuyo deceso acaeció el 12 de mayo de 2020.

I. Origen.

Esta Dirección en fecha 01 de julio de 2020, recibió la gestión de la señora Arllery Zamora Loáiciga, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de don Enrique. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente.
 

II. Valoración socioeconómica practicada. 

Mediante informe N° 20-001673-0160-TS suscrito por la Licda. Carmen Lineth Chinchilla Fallas, perito del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Zamora Loáiciga.
 
El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por la Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:

(…)

1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

(…)

Según menciona la valorada, durante la convivencia, su esposo asumía al rededor del 80% de los gastos, los cuales estaban dirigidos a la atención médica, gastos básicos cotidianos como pago de recibos y alimentación; además, de recreación, principalmente antes de las complicaciones médicas.

(…)


IV. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 


V. Conclusiones.
· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Arllery Zamora Loáiciga, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor Enrique Sanou Cajiao, era quien asumía el 80% de los gastos del hogar, por lo que la señora Zamora Loáiciga dependió parcialmente de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· La Unidad de Jubilaciones y Jubilaciones, pudo constatar que doña Arllery cuenta con una pensión por viudez del Régimen del Magisterio Nacional, la cual de acuerdo con lo indicado en cuadro de ingresos y egresos que detalla la profesional en Trabajo Social, es insuficiente satisfacer completamente sus necesidades.

· El estudio socioeconómico revela que doña Arllery presenta (…), que requieren de atenciones y medicación de costo significativo, que debe procurarse de su propio ingreso para mantener su (…).

· (…)

· Se destaca que el estilo de vida de la valorada era compensado por los gastos que asumía su esposo, por lo que, en la actualidad, no le es posible satisfacer sus necesidades, toda vez que ella ha tenido que asumir todos los gastos. 

· La avanzada edad y la condición de salud que presenta la señora Zamora Loáiciga, son situaciones que hacen que a hoy le sea imposible la inserción en el mercado laboral, lo cual constituye un impedimento para obtener ingresos por cuenta propia.
	
	 
	 
	 


VI. Datos de interés.

La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Sanou Cajiao era de (valor) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira doña Arllery de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación don Enrique, para este caso equivale a (valor) mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 01 de julio de 2020, un total de 50 días naturales posteriores al fallecimiento de don Enrique. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Zamora Loáiciga, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…)”
[documento]
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[bookmark: _Toc59556129]Una vez analizadas la solicitud de pensión incoada por la señora Arllery Zamora Loáiciga, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Enrique Sanou Cajiao, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe oficio N° PJ-DGH-AP-4717-2020 del 08 de diciembre de 2020, suscrito por la licenciada Leda Córdoba Montero, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Olga Guerrero Córdoba, por su orden, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, Jefe interino de Administración de Personal y Subdirectora interina de Gestión Humana y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Arllery Zamora Loáiciga, cuya asignación mensual será equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía la el jubilado judicial al momento de su deceso, equivalente a (valor) mensuales en bruto, menos las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 1 de julio de 2020, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión.”

Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VIII 
Documento N° 1231-2020
El máster Miguel Ovares Chavarría, y las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe interino del Departamento Financiero Contable, jefa del Proceso de Tesorería y Jefa del Subproceso de Egresos, remitieron el oficio N° 1685-TE-2020 del 15 de diciembre de 2020, que literalmente dice:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión de la joven Allison Víctor Vásquez, número de cédula (valor), en forma atenta se indica:

· Que según acuerdo del Consejo Superior sesión N° 81-07 celebrada el 30 de octubre de 2007, artículo XXVIII se resuelve aprobar la solicitud de pensión a favor de la joven Allison Víctor Vásquez, a partir del 25 de agosto de 2007.

· Que el 28 de noviembre de 2020 la pensionada judicial Víctor Vásquez cumplió la mayoría de edad (18 años), por lo que, esta oficina le notificó el oficio N° 1561-TE-2020 del 20 de noviembre de 2020 vía correo electrónico, mediante el cual se le señalan las condiciones y requisitos para que el beneficio se mantenga vigente al cumplir la mayoría de edad.

· Que a la fecha de la generación de la planilla de la II quincena de noviembre de 2020 (23-11-2020), la joven Allison Víctor no brindó respuesta a la notificación efectuada por parte de esta oficina y tampoco remitió los documentos de estudio respectivos, de acuerdo con lo establecido en el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el artículo N° 28 que para lo que interesa indica:

“[…] Personas Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora, por lo que deberá demostrar mediante documento idóneo las matrículas correspondientes. 

[…]”

Por lo tanto, según la programación del Sistema SIGA-FJP al no registrarse estudios a nombre de la pensionada Víctor Vásquez en la II quincena de noviembre de 2020, de forma automática el sistema le canceló solamente los días del 16 al 28 de noviembre de 2020 y en la I quincena de diciembre de 2020 se registró por parte de este Macroproceso la exclusión por suspensión pertinente.

· Que el miércoles 09 de diciembre de 2020 la joven Allison Víctor remitió vía correo electrónico la constancia de estudiante regular en el Liceo de Ciudad Neily, la cual menciona que se encuentra matriculada en la sección 11-7 de la Educación Diversificada, así como las calificaciones aprobadas del curso lectivo 2020.

Adicionalmente la pensionada Víctor Vásquez presenta la nota de solicitud de reactivación del beneficio, en la cual justifica el atraso en la presentación de los documentos de estudio (véase documento adjunto).

· [bookmark: _Hlk51693260]Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibía la joven Allison Víctor Vásquez era por la suma de ¢102.572,32 (¢51.286,16 por quincena).

Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que se determine si procede reactivar el beneficio de pensión y a partir de qué fecha.”

[documento]
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[bookmark: _Toc59556132]Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 1685-TE-2020 del 15 de diciembre de 2020, del Macroproceso Financiero Contable, mediante el que remite informe de estudios de la pensionada estudiante Allison Víctor Vásquez. 2.) Hacer de conocimiento del Macroproceso Financiero Contable que en razón que la pensionada estudiante se encuentra matriculada en la sección 11-7 de la Educación Diversificada, además presentó las calificaciones aprobadas del curso lectivo 2020, esta Junta Administradora acuerda reactivar el beneficio de pensión a la joven Allison Víctor Vásquez, a partir del 29 de noviembre de 2020. 3.) Hacer una instancia a la joven Víctor Vásquez, para que se mantenga estudiando, comunique en las fechas oportunas definidas por el Macroproceso Financiero Contable de acuerdo con la modalidad de estudio y obtenga buenos rendimientos, para lo cual se dará el seguimiento respectivo, con fundamento en el inciso f) del artículo 242, que indica: “La Junta Administradora emitirá un reglamento general del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (Supén), y contemplará necesariamente lo siguiente: … f) Todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo (el subrayado no es del original). Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IX 
Documento N° 1229-2020
La señora Alexandra Zuñiga Flores, mediante correo electrónico de fecha 15 de diciembre de 2020, remitió la siguiente consulta:

“El día de hoy La Lcda. Andrea Jimenez Mora, del Departamento de Trabajo Social y Psicología de Cartago me comunica que ya presentó los documentos requeridos para el estudio y aprobación de la pensión para mi mamá, el caso corresponde al Expediente Judicial # 14980-2020.

Mi papá OSCAR ZUÑIGA SALAS falleció hace casi 4 meses, y estamos en los trámites para la aprobación de la pensión correspondiente para su esposa Maria de los Angeles Flores Mata.

Mi Consulta es: cuando se reúnen ustedes para saber que definieron? O me indican cual es el procedimiento a seguir, ya que los gastos médicos de mami son altos y lleva todos estos meses sin recibir ingreso económico, como se le presentó todo a la trabajadora Social.

(…)”

- 0 - 

Se acordó por unanimidad: Indicarle a la señora Alexandra Zuñiga Flores que una vez que la Dirección de Gestión Humana remita a esta Junta Administradora la documentación atinente a la solicitud presentada por la señora Flores Mata, se conocerá en la sesión que corresponda, es menester indicarle que este órgano se reúne los lunes de cada semana; una vez se cuente con la documentación y en sesión se resuelva el fondo de la gestión, la Secretaría General de la Corte comunicará a las personas interesadas el acuerdo que adopte este órgano. Hacer de conocimiento de la señora Zúñiga Flores, que el trámite de pensión inicia en la Dirección de Gestión Humana, en los casos que corresponda se remite al Departamento de Trabajo Social para el Estudio Socioeconómico correspondiente, para luego ser remitido a la Dirección de Gestión Humana para el cálculo final del beneficio de pensión y sea remitido a la Junta para la aprobación final. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc59556134]
ARTÍCULO X 
Documento N° 1233-2020
El MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, mediante correo electrónico del 16 de diciembre de 2020, remitió lo siguiente a la Secretaría General de la Corte, a saber:
“(…)

Por acuerdo de la Junta Administradora del FJPPJ, se desea emitir un comunicado a la población judicial de cada a salida de vacaciones por fin y principio de año, para ello se coordinó con el departamento de prensa quienes elaboraron el arte adjunto.

Se desea emitir el mismo, desde la cuenta de correo oficial de la Junta (junta_fondojppj@poder-judicial.go.cr) el día viernes 18 de diciembre del 2020, para ser dirigido a toda la población activa a los correos institucionales y a la población pasiva. Para este último caso copio a don Miguel Ovares, Jefe del Macroproceso Financiero Contable para que nos facilite la lista de correos respectiva.

Se agradece de antemano toda la colaboración del caso.




(…)”
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Se acordó por unanimidad: Tomar nota de la comunicación realizada por el MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc59556137]ARTÍCULO XI 
Documento N° 1227-2020
	El Consejo Superior en sesión N° 111-2020 celebrada el 17 de noviembre de 2020, artículo XVIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:
La Corte Plena, en la sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre del año 2018, artículo XIII, tuvo por recibido el Plan anual de trabajo de la Auditoría Judicial para el año 2019. Además, de dejó constancia de que, según indicó el Auditor Judicial, la información contenida en dicho documento se incluyó en el Sistema que para esos efectos dispone la Contraloría General de la República.

El máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante oficio N° 1321-01-SAFJP-2020 del 29 de octubre de 2020, gestionó:

“Como es de su conocimiento, la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones desarrolló el estudio denominado “Cumplimiento de la reforma de ley al Fondo de Jubilaciones y Pensiones”. Esta auditoría tuvo por objetivo:

Determinar si se ha dado cumplimiento a los artículos de la reforma de la LOPJ (ley 9544) que representan un cambio significativo y competen al Consejo Superior y Corte Plena.

Y su alcance fue el siguiente:

El estudio comprendió la verificación del cumplimiento de la Ley 9544 que reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial, en lo correspondiente al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en cuanto a los artículos que representan un cambio significativo, bajo la responsabilidad del Consejo Superior y Corte Plena, con corte a marzo 2019, específicamente en cuanto a:

· Reajustes por costo de vida 
· Otorgamiento de jubilaciones por incapacidad absoluta y permanente
· Aplicación nuevo porcentaje en el otorgamiento de pensiones
· Acciones tomadas por la administración en el caso de jubilados por incapacidad absoluta y permanente que inician labores remunerativas
· Aplicación del incremento del aporte obrero (del 11% al 13%), así como el cinco por mil
· Implementación de la contribución especial y solidaria
· Seguimiento a la conformación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

La evaluación practicada y las pruebas de auditoría que se aplicaron, no detectaron en la gestión de riesgo y en el control interno relacionado, debilidades de importancia que deban ser informadas por esta Auditoría, en lo que concierne al alcance citado y al objeto de estudio en esta oportunidad. 

Por otra parte, resulta de importancia acotar que, al momento de revisar la aplicación de la nueva fórmula de cálculo de las jubilaciones por incapacidad absoluta y permanente, no existían casos sujetos de evaluación, puesto que se encontraban en la etapa previa a la aprobación del órgano superior.

Además, se observó que algunos cambios no se habían programado en el sistema SIGA Fondo como, por ejemplo, el nuevo porcentaje en el otorgamiento de pensiones y fórmula cálculo de jubilaciones por incapacidad absoluta y permanente. 

En cuanto a la continuidad en la evaluación de aspectos que estaban en proceso, cabe traer a colación el criterio emitido por la Contraloría General de la República en el oficio DFOE-PG-0436, del 10 de agosto de 2018, sobre las competencias de la Auditoría Interna respecto de la nueva Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, siendo que se pierde la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a este nuevo órgano.”
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Analizada por este Consejo la presente gestión, se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° 1321-01-SAFJP-2020 del 29 de octubre de 2020, suscrito por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, en el que hace de conocimiento el estudio denominado “Cumplimiento de la reforma de ley al Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, con el objetivo de determinar si se ha dado cumplimiento a los artículos de la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial (ley 9544). 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial ya que este Consejo actualmente no es competente para resolver asuntos relacionados con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”
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Se acordó por unanimidad: Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 111-2020 celebrada el 17 de noviembre de 2020, artículo XVIII, en donde conoció el oficio N° 1321-01-SAFJP-2020 del 29 de octubre de 2020, suscrito por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, referente al estudio denominado “Cumplimiento de la reforma de ley al Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, con el objetivo de determinar si se ha dado cumplimiento a los artículos de la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial (ley 9544). Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc59556140]ARTÍCULO XII 
Documento N° 561-2020
En sesión N° 32-2020 celebrada el 5 de octubre de 2020, artículo XXXIX, esta Junta Administradora tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión Nº 29-2020 celebrada el 31 de agosto de 2020, artículo II, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva dice:

[bookmark: _Hlk49934793]Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe elaborado por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y Comunicaciones, los másteres Orlando Castrillo Vargas, Subdirector de Tecnología de la Información y Comunicaciones, Michael Jiménez Ureña, Jefe de la Sección de Telemática y la licenciada Tania Pérez Barrantes, referente al Perfil Tecnológico de la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones. 2.) Solicitar a la Superintendencia de Pensiones, indique el período máximo otorgado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para completar la implementación de los procesos, ya que no es lo mismo para una entidad supervisada por la SUPEN que estuviese plenamente constituida al momento de la entrada en vigor del reglamento y en cuyo caso los 5 años se cumplirían en abril del 2022, que una que se constituye en el 2020. O si por el contrario el período de gradualidad le permitiría a la Junta finalizar la implementación de los procesos contándose a partir de su autonomía plena. 3.) Comisionar a la licenciada Ana Lucrecia Ruíz Rojas, Secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que consulte a la Superintendencia de Pensiones si actualmente es una obligación crear un Comité de Tecnología de la Información, dado que aún no se ha conformado el aparato administrativo y no se ha realizado un traslado de los procesos que tenía el Poder Judicial. Se declara este acuerdo firme. ”

-0-

El servidor Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en correo electrónico del 4 de setiembre del 2020, remitió:

“…conforme al acuerdo tomado por la Junta Administradora del FJPPJ en sesión extraordinaria N°. 29-2020, del lunes 31 de agosto 2020, en la cual se delega la revisión de los archivos correspondientes al perfil tecnológico, y conforme a lo analizado en sesión de trabajo del día de hoy, mucho le agradeceré proceder con la carga correspondiente de los archivos que componen dicho requerimiento en atención a lo solicitado por la SUPEN en el inciso N°. 5 del oficio SP-489-2020, el cual señala:

[image: ]

Al respecto, me permito indicar que mediante oficio N°. 564-2020 la Junta Administradora solicitó una ampliación en el plazo de atención de los requerimientos solicitados por la SUPEN (Oficio N°. SP-489-2020), recibiendo el oficio N°. SP-1137-2020 con fecha 03 de septiembre del 2020, del cual en lo que interesa se destaca:

“En cuanto a la tercera petitoria sobre ampliar el plazo de atención a los requerimientos relacionados con tecnologías de información, comunicados en el oficio SP-489-2020, considerando los argumentos expuestos, se aprueba la prórroga solicitada al 24 de febrero de 2021. Sin embargo, se debe remitir a más tardar al 04 de diciembre del año en curso, un informe sobre el avance de las actividades ejecutadas para el cumplimiento de lo requerido por este ente supervisor.” El resaltado no es del original. 

Dado lo anterior y conforme a lo acordado en sesión de la Junta Administradora del FJPPJ previamente mencionada, se agradece toda la importante y valiosa colaboración que al respecto la Dirección de Tecnología de Información del Poder Judicial y en particular su persona, se sirvan brindar.

(…)”
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Se acordó: Tener por conocido el correo electrónico del 4 de setiembre del 2020, remitido por el MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el que solicita a la Dirección de Tecnología de la Información la carga de los archivos que componen el Perfil Tecnológico. Asimismo, comunica que con oficio N° 564-2020, se solicitó a la Superintendencia de Pensiones una prórroga la cual fue aprobada al 24 de febrero de 2021, sin embargo, se deberá remitir un avance de las actividades ejecutadas para el cumplimiento de lo requerido por el ente supervisor a más tardar el 4 de diciembre de 2020. Se declara este acuerdo firme.”

- 0 - 

Informa la Secretaría General de la Corte que, aún no se tiene respuesta de lo solicitado en el acuerdo anteriormente transcrito.

- 0 - 

Se acordó por unanimidad: Informarle a la Secretaría General de la Corte que en la sesión N° 39-2020 celebrada el 28 de noviembre de 2020, artículo IV, se autorizó al MPM. Oslean Mora Valdez, a la sazón, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, para que remitiera un adelanto de las labores que se han realizado referente al perfil tecnológico de que debe adoptar este órgano, el cual fue remitido mediante oficio N° 970-2020 de este órgano colegiado, de conformidad con lo solicitado mediante oficio N° SP-1137-2020, por lo anterior, se debe archivar el pendiente que se genera a raíz del acuerdo adoptado en la sesión N° 32-2020 celebrada el 5 de octubre de 2020, artículo XXXIX. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc59556142]ARTÍCULO XIII 
Documento N° 1017-2020
En sesión N° 38-2020 celebrada el 23 de noviembre de 2020, artículo XIV, esta Junta Administradora tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 36-2020 celebrada el 09 de noviembre del 2020, artículo XXVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice: 

“En oficio número PJ-DGH-AP-4035-2020 del 19 de octubre de 2020, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, remitieron el siguiente informe:

[bookmark: _Hlk53993666]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esta Dirección en fecha 13 de octubre de 2020, recibió la gestión del señor Paulo Agustín Camacho Alpizar, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposa la funcionaria judicial fallecida María Gabriela Calvo Ramírez, por lo que a continuación se procede a detallar:

1. Información personal y laboral de la señora María Gabriela Calvo Ramírez.

· De conformidad con la información sustraída del Registro Civil, al momento de su deceso la servidora Calvo Ramírez contaba con 42 años, 10 meses y 17 días de edad.

· Estado civil, casada.

· Condición de nombramiento en el Poder Judicial, propietaria.

· Tiempo servido, 19 años, 10 meses y 21 días.

1. Normativa que regula la gestión.

Ley N° 9544, Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, artículo 224:

“Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.” (Énfasis agregado).

Artículo 229:

[…] “En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia…”. (Énfasis agregado).

1. Conclusión.

Conforme la normativa que regula la solicitud del señor Camacho Alpizar y del análisis de los antecedentes laborales y personales de la señora María Gabriela Calvo Ramírez al momento de su deceso, se verifica que la exservidora no cumplía con alguno de los requisitos establecidos en el artículo 224 para aprobar un derecho de jubilación, lo cual por consiguiente; no permite desde el componente legal de la solicitud, acceder a la determinación de un monto de pensión. 

De esta forma, se pone en conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la gestión presentada por el señor Paulo Agustín Camacho Alpizar, para su atención.

(…).”
-0- 

Se acordó por unanimidad: En razón de lo indicado en oficio número PJ-DGH-AP-4035-2020 del 19 de octubre de 2020, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, informar al gestionante señor Paulo Agustín Camacho Alpizar, que no es posible acoger lo que solicita debido a que, en su caso, no se cumple con los requisitos establecidos en el artículo 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”
-0-
	El señor Paulo Agustín Camacho Alpizar, mediante correo electrónico del 17 de noviembre de 2020, presentó el siguiente recurso de revocatoria con apelación en subsidio, que dice:

“…en tiempo y forma, de conformidad con los artículos 347 a 352 de la Ley General de la Administración Pública y 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, INTERPONGO RECURSO DE REVOCATORIA CON APELACIÓN EN SUBSIDIO EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN NÚMERO 880-2020, tomada en sesión 36-2020 del nueve de noviembre que dispuso:

San José, 12 de noviembre de 2020
N° 888-2020
Al contestar refiérase a este # de oficio
 
Señora
MBA. Roxana Arrieta Meléndez 
Directora interina de Gestión Humana
 
Estimada señora:
 
Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 36-2020 celebrada el 09 de noviembre del 2020, que literalmente dice:
 
[bookmark: m_3803417608880282646__Toc55487735]“ARTÍCULO XXVIII

 Documento N° 1017-2020.

 En oficio número PJ-DGH-AP-4035-2020 del 19 de octubre de 2020, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, remitieron el siguiente informe:

[bookmark: m_3803417608880282646__Hlk53993666] “Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esta Dirección en fecha 13 de octubre de 2020, recibió la gestión del señor Paulo Agustín Camacho Alpizar, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposa la funcionaria judicial fallecida María Gabriela Calvo Ramírez, por lo que a continuación se procede a detallar:

I. Información personal y laboral de la señora María Gabriela Calvo Ramírez. 

· De conformidad con la información sustraída del Registro Civil, al momento de su deceso la servidora Calvo Ramírez contaba con 42 años, 10 meses y 17 días de edad.
 · Estado civil, casada.
 · Condición de nombramiento en el Poder Judicial, propietaria.
 · Tiempo servido, 19 años, 10 meses y 21 días.

 II. Normativa que regula la gestión.

 Ley N° 9544, Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, artículo 224:

 “Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.” (Énfasis agregado).

 Artículo 229:

 […] “En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia…”. (Énfasis agregado).

III. Conclusión.

Conforme la normativa que regula la solicitud del señor Camacho Alpizar y del análisis de los antecedentes laborales y personales de la señora María Gabriela Calvo Ramírez al momento de su deceso, se verifica que la exservidora no cumplía con alguno de los requisitos establecidos en el artículo 224 para aprobar un derecho de jubilación, lo cual por consiguiente; no permite desde el componente legal de la solicitud, acceder a la determinación de un monto de pensión. 

De esta forma, se pone en conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la gestión presentada por el señor Paulo Agustín Camacho Alpizar, para su atención. 
(…).” 
-0- 

Se acordó por unanimidad: En razón de lo indicado en oficio número PJ-DGH-AP-4035-2020 del 19 de octubre de 2020, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, informar al gestionante señor Paulo Agustín Camacho Alpizar, que no es posible acoger lo que solicita debido a que, en su caso, no se cumple con los requisitos establecidos en el artículo 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

 La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
 
Atentamente, 
 
Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
 
Cc:
Sr. Paulo Agustín Camacho Alpizar
Diligencias / Refs: (1017-2020)
Naguilars

 El motivo que sustenta mi reclamo lo baso en las siguientes razones: 
1. La resolución dictada adolece del requisito de falta de fundamentación, elemento esencial al que se encuentra obligada la Administración Pública sin excepción a tal extremo que ni siquiera consigna de manera correcta la edad y el tiempo servido por mi difunta esposa. 
1. En la resolución que impugno se afirma que mi difunda esposa María Gabriela Calvo Ramírez: “De conformidad con la información sustraída del Registro Civil, al momento de su deceso la servidora Calvo Ramírez contaba con 42 años, 10 meses y 17 días de edad”. Ese dato es falso, como podrá comprobarse en el Registro Civil, mi esposa no contaba con 42 años, 10 meses y 17 días de edad el día de su fallecimiento. Mi esposa tenía 43 años, ocho meses y 17 días de edad cuando falleció:

(Documento)

1. Para el momento de su fallecimiento, mediante constancia emitida por el Departamento de Gestión Humana aportada en autos, se hace constar el 7 de octubre de 2020: Que revisados los índices respectivos que para tales efectos se llevan en esta dirección, la señora MARÍA GABRIELA CALVO RAMÍREZ cédula de identidad (valor) labora para este Poder Judicial desde el día lunes 5 de agosto de 1996. Su condición en el Poder Judicial es de Propiedad. Actualmente desempeña el cargo de DEFENSOR PÚBLICO en la oficina DEFENSA PÚBLICA QUEPOS.

1. Que, en mi condición de cónyuge supérstite, ya que contraje matrimonio con ella el 18 de diciembre de 2004 cumplo con todos y cada uno de los requisitos exigidos por la ley. Sobre la condición de matrimonio, oportunamente fue aportado, pero igualmente consta en el Registro Civil: 

(Documento)

1. Que, debido a su grave enfermedad, yo no pude laborar ya que me dediqué exclusivamente a su cuido por lo que dependía económicamente de ella. 
1. Además, ella laboró como meritoria en el Poder Judicial desde el año 1993, en la Fiscalía de Quepos, por lo que su tiempo de antigüedad es mucho mayor al indicado. 

1. Entre los antecedentes que puedo señalar constan los siguientes: 

1. Según acta del Consejo Superior 53-2002, mi difunta esposa fue nombrada en propiedad del 23 de julio de 2002, fue nombrada en propiedad como auxiliar judicial 2: 

ARTÍCULO XI

Con vista en las proposiciones incluidas en la nómina elaborada por el Departamento de Personal, se acordó aprobar en propiedad los siguientes nombramientos:

A PARTIR DEL 1° DE AGOSTO DEL 2002

MINISTERIO PÚBLICO

 1.- Martínez Loría Armando Fabián, cédula (valor), Auxiliar de Servicios Generales 2, Terna N° 355-2002.

ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL

SECCIÓN DE INSPECCIONES OCULARES Y RECOLECCIÓN DE INDICIOS

 2.- Sibaja Zamora Nilce, cédula N° (valor), Investigador 1, Terna N° 344-2002.

DIRECCIÓN EJECUTIVA

SECCIÓN DE ASESORÍA LEGAL
 3.- González Quirós Sarita, cédula N° (valor), Auxiliar Supernumerario 1, Terna N° 353-2002.
OFICINA ADMINISTRATIVA DE TRIBUNALES DE SAN JOSÉ

 4.- Espinoza Mayrena Justina, cédula N° (valor), Auxiliar de Servicios Generales 2, Terna N° 372-2002.

 5.- Hernández Sandí Gregorio, cédula N° (valor), Auxiliar de Servicios Generales 2, Terna N° 371-2002.

JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE HATILLO

 6.- Sibaja Hernández Anthony, cédula N° (valor), Notificador 1, Terna N° 363-2002.

JUZGADO DE VIOLENCIA DOMÉSTICA DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ

 7.- Muñoz Ramírez María Alexandra, cédula N° (valor), Auxiliar Judicial 2, Terna N° 360-2002.
JUZGADO DE VIOLENCIA DOMÉSTICA DE TURNO EXTRAORDINARIO DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ

 8.- Reid Reveorlley Chiara J., cédula N° (valor), Auxiliar Judicial 2, Terna N° 361-2002.
UNIDAD DE LOCALIZACIONES, CITACIONES Y PRESENTACIONES DE AGUIRRE Y PARRITA

 9.- Vásquez Cruz Róger, cédula N° (valor), Oficial de Localizaciones, Terna N° 346-2002.
DIRECCIÓN NACIONAL DE NOTARIADO

 10.- Montenegro Flores Elisa V., cédula N° (valor)Auxiliar Administrativo 2, Terna N° 312-2002.
A PARTIR DEL 1° DE SETIEMBRE DEL 2002
ESCUELA JUDICIAL

 11.- Acuña Vega Óscar, cédula N° (valor)Auxiliar de Servicios Generales 2, Terna N° 354-2002.

JUZGADO DE VIOLENCIA DOMÉSTICA DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ

 12.- León Pérez Gerardo, cédula N° (valor), Auxiliar de Servicios Generales 2, Terna N° 352-2002.

JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ

 13.- Cordero Vargas Kattia, cédula N° (valor), Auxiliar Judicial 1, Terna N° 348-2002.
JUZGADO DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA

 14.- Fernández Molina María, cédula N° (valor), Auxiliar Judicial 2, Terna N° 291-2002.
JUZGADO PENAL DE AGUIRRE Y PARRITA

 15.- Calvo Ramírez María Gabriela, cédula N° (valor), Auxiliar Judicial 2, Terna N° 362-2002.

A PARTIR DEL 1° DE OCTUBRE DEL 2002
UNIDAD DE LOCALIZACIONES, CITACIONES Y PRESENTACIONES DE SAN JOSÉ

 16.- Hernández Obando Rodrigo, cédula N° (valor), Oficial de Localizaciones, Terna N° 323-2002.

- 0 -

Los servidores Martínez Loría, Acuña Vega, González Quirós, Espinoza Mayrena, Hernández Sandí, Hernández Obando, León Pérez, Muñoz Ramírez, Reid Reveorlley, Fernández Molina, Calvo Ramírez, Vásquez Cruz y Montenegro Flores se presentarán al Servicio Médico para los servidores judiciales, a efecto de que se les practique el reconocimiento respectivo, para lo que concertarán la cita en forma personal, o por vía telefónica en la extensión 3572. El Departamento de Personal y el Servicio Médico tomarán nota de lo resuelto para los fines consiguientes.

1. Según la constancia aportada por Gestión Humana del 5 de agosto de 1996 al 14 de diciembre de 2007 que renunció a su puesto propiedad mi difunta esposa YA TENÍA ONCE AÑOS, CUATRO MESES Y NUEVE DÍAS DE SER FUNCIONARIA.

1. A PARTIR DE SU REINCORPORACIÓN COMO DEFENSORA PÚBLICA DESDE AGOSTO DEL AÑO 2010, SU NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD COMO DEFENSORA PÚBLICA EL PRIMERO DE MAYO DE 2015, HASTA LA FECHA DE SU FALLECIMIENTO, EL 25 DE SETIEMBRE DE 2020, EL TIEMPO LABORADO PARA LA INSTITUCIÓN SUPERA LOS VEINTE AÑOS QUE EXIGE LA LEGISLACIÓN. 

Es evidente que la resolución que impugno me causa un gravamen irreparable al denegar el derecho a la pensión por viudez que establece la normativa actual, al que tengo derecho y por lo que mi esposa laboró POR LO QUE SOLICITO LA REVOCATORIA CON APELACIÓN EN SUBSIDIO DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA.”

-0-

Se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del señor Pablo Agustín Camacho Alpizar, cónyuge de la servidora judicial fallecida María Gabriela Calvo Ramírez. 2) Previo a resolver el recurso de revocatoria, remitir la gestión a la Dirección de Gestión Humana para que en el plazo de 8 días hábiles se refiera a las manifestaciones del señor Camacho Alpízar. 3) Asimismo, se sirvan agregar el récord de nombramientos de la persona en estudio con el fin de que se constate el tiempo servido para efectos de anualidades y para efectos de jubilación. Se declara este acuerdo firme.”


- 0 -

Informa la Secretaría General de la Corte que, aún no se tiene respuesta de lo solicitado en el acuerdo anteriormente transcrito.
- 0 -

Se acordó por unanimidad: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que remita el informe solicitado por esta Junta Administradora en sesión N° 38-2020 celebrada el 23 de noviembre de 2020, artículo XIV, en el plazo de 5 días hábiles a partir de comunicado el presente acuerdo, lo anterior, con la finalidad de resolver la gestión presentada por el señor Pablo Agustín Camacho Alpizar, cónyuge de la servidora judicial fallecida María Gabriela Calvo Ramírez. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIV
Documento N° 1251-2020
La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-1606-2020 del 16 de diciembre de 2020, comunicó:
“Mediante el acuerdo SP-A-194 se establecen las disposiciones relativas para el registro de información en la plataforma tecnológica denominada Servicio de Registro y Actualización de Roles.

En el artículo 3 Servicios para la administración de la seguridad, registro y actualización de roles, inciso b, párrafo cuarto se indica: Los funcionarios que sean asignados como usuarios del Servicio por la propia entidad, así como el representante legal, deberán previamente haber participado en el proceso de capacitación del servicio de registro de roles.

De conformidad con lo anterior, esta Superintendencia comunica la apertura de un curso, en modalidad virtual, sobre el funcionamiento del Servicio de Registro y Actualización de Roles; dirigido a aquellos funcionarios de las entidades supervisadas que ejecutan labores relacionadas con el proceso de inclusión de información en este servicio.

Al respecto, se detallan a continuación los lineamientos de dicha capacitación:

La fecha programada para el curso es:

	Fecha 
	Curso 
	Cantidad máxima de funcionarios por entidad 

	Jueves 4 de febrero de 2021 
	Servicio de Registro y Actualización de Roles 
	2 
(cupo limitado)



Se solicita tener en cuenta que los participantes a matricular deberán cumplir los siguientes requisitos para asistir a esta nueva modalidad de curso:

· Disponibilidad de acceso a internet con velocidad, deseable, de 4 megas.

· Se utiliza la herramienta Webex Meetings, siendo esta gratuita para ingresar como invitado.

· Realizar la instalación, las pruebas de audio y video antes del horario de ingreso al curso (para familiarizarse con la herramienta).

· A los funcionarios que cumplan con lo establecido en los puntos anteriores, se les enviará una guía de instalación y estarán acompañados por el instructor a cargo. Sino recibe el correo al menos un día previo a la fecha el curso, por favor contactar al proceso para su coordinación.

· Deben contar con cámara y audio para la presentación de la prueba, esto como requisito obligatorio.

2. Esta capacitación tiene un cupo limitado para un grupo de 12 participantes. La información de os funcionarios designados por entidad deberá ser remitida en el archivo Excel adjunto a este oficio, a más tardar el 8 de enero del 2021 a los correos electrónicos de la Sra. Ana Yancy Guadamuz Sánchez, guadamuzsa@supen.fi.cr (teléfono 2243-4388) y del Sr. Joaquín Gutiérrez Mejías gutierrezmj@supen.fi.cr (teléfono 2243-4435).

Una vez determinada la demanda de la capacitación, se les estará confirmando la cantidad de espacios habilitados por entidad. 

3. La solicitud de matrícula deberá remitirse, a más tardar el 20 de enero del 2021, a la señora Nidia Quintero Meléndez, al correo electrónico: quinteromn@bccr.fi.cr (teléfono 2243-3648).

4. Cada curso tiene un costo de ¢48.000,00 (Cuarenta y ocho mil colones), por lo que el trámite de pago se realizará de la siguiente manera: 

a. En el caso de las entidades asociadas al SINPE, se aplicará el cobro directamente sobre la cuenta de fondos de la entidad, al inicio del mes siguiente a la fecha en que se impartió el curso, como parte del proceso de cobros de las tarifas de los servicios del SINPE. Este cobro será gestionado por el BCCR en el cobro realizado mensualmente por los servicios del SINPE.

b. Las entidades no asociadas al SINPE, contarán con tres días hábiles previos al inicio del curso para realizar el pago respetivo, mediante transferencia a terceros, la cual deberá ser notificada a la señora Nidia Quintero Meléndez, al correo electrónico: quinteromn@bccr.fi.cr (teléfono 2243-3648), 

	Cuenta BCCR: 
	IBAN CR66010000010001000140 

	Id destino: 
	4-000-004017 (cédula jurídica del BCCR) 

	Monto: 
	¢48.000,00 

	Detalle de la operación: 
	Pago de (cantidad) de participantes al curso de certificación (nombre del o los cursos) 



Las entidades que deben realizar el pago por medio de transferencia deben tomar en cuenta que luego de transcurridos tres días hábiles de la confirmación de la matrícula, si no remiten el comprobante de pago, se procederá a la liberación de los cupos asignados, los cuales serán otorgados a otros interesados. Asimismo, una vez realizado el pago, no se devolverán fondos, no obstante, sí podrán sustituir al participante.

Cada entidad regulada debe considerar que el personal asignado a la capacitación deberá contar con el dispositivo de firma digital, para que una vez capacitados, puedan acceder sin contratiempos a la plataforma del servicio desde cada entidad.

Adjunto:



…”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-1606-2020 del 16 de diciembre de 2020. 2.) Autorizar a las personas servidoras judiciales Maribel Araya Valverde y Wálter Jiménez Picado, ambos de la Dirección Ejecutiva, para que participen en el curso virtual, “Servicio de Registro y Actualización de Roles”, el 4 de febrero de 2021, para lo que deberán coordinar lo correspondiente. 3.) La Dirección Ejecutiva tomará nota para los fines correspondientes.
ARTÍCULO XV
Documento N° 7-2021
La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-1614-2020 del 18 de diciembre de 2020, comunicó:
“De conformidad con lo establecido en el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, adjunto, para sus comentarios y observaciones, el borrador de los siguientes acuerdos de la Superintendente de Pensiones, complementarios al Reglamento de Autorizaciones y Aprobaciones, el cual fue aprobado por el CONASSIF mediante artículo 6, del acta de la sesión número 1626-2020 de fecha 3 de diciembre de 2020, publicado en el Alcance No. 329 a La Gaceta No. 294 del día 16 de diciembre del mismo año, los cuales resultan necesarios para su implementación:

· Acuerdo que define el contenido mínimo de Planes de Pensiones y Contratos sometidos a aprobación de la Superintendencia de Pensiones.

· Acuerdo que establece Guías de Capacitación para agentes promotores de las operadoras de Pensiones.

· Lineamientos que establecen el proceso de evaluación de agentes promotores de las operadoras de pensiones, contenido de las credenciales de identificación y custodia de la documentación que acredite el cumplimiento de requisitos.

· Derogatoria y modificación de acuerdos, producto de la entrada en vigencia del Reglamento de Autorizaciones y Aprobaciones. 

Los comentarios u observaciones deberán ser remitidas a la Superintendencia de Pensiones dentro de un plazo de veinte días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la comunicación de este oficio.

En adición a lo anterior, la Superintendencia de Pensiones realizará una conferencia virtual para la socialización de las normas propuestas, en razón de lo cual se les solicita remitir los nombres y correos electrónicos de los colaboradores que participarán en la misma, con el propósito de que sean convocados.

La fecha y hora será oportunamente comunicada.





[bookmark: _MON_1668603704][bookmark: _MON_1668603738][bookmark: _MON_1668603758]   
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Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-1614-2020 del 18 de diciembre de 2020 e informar a la Superintendencia que esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no tienen observaciones sobre el documento remitido.
ARTÍCULO XVI
Documento N° 8-2021
El señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de Supervisión de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, mediante oficio N° SP-1636-2020 del 23 de diciembre de 2020, comunicó:
“De conformidad con lo dispuesto en el acuerdo SP-A-210 “Ajustes al Manual de información de los Regímenes de Capitalización individual y de los Regímenes Colectivos ” y en el acuerdo SP-A-211 “Confección, envío y publicación de la información requerida a las entidades supervisadas”, ambos del 9 de setiembre de 2019 y considerando que algunas entidades supervisadas cierran durante la época de fin de año, se les comunica que, la Superintendencia de Pensiones mantendrá cerradas sus oficinas a partir del lunes 28 de diciembre y abrirá nuevamente el lunes 04 de enero de 2021, tal como se informa en el sitio web de la entidad (www.supen.fi.cr).

En virtud de lo anterior, los procesos relacionados con trámites de correspondencia, consultas, validaciones, entre otros, que se presenten estos días, serán tramitados a partir del 04 de enero de 2021 y para efectos del conteo de los plazos de respuesta a requerimientos, generales o particulares, realizados por la SUPEN, no se considerarán los días comprendidos durante el período de cierre de nuestras oficinas.”
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Se acordó: Tomar nota de la comunicación realizada por el señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de Supervisión de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, mediante oficio N° SP-1636-2020 del 23 de diciembre de 2020, referente al cierre de sus oficinas a partir del lunes 28 de diciembre de 2020, hasta el lunes 4 de enero de 2021.
ARTÍCULO XVII
Documento N° 47-2021
En sesión N° 26-2020 celebrada el 03 de agosto del 2020, artículo XXXI, se tuvo por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 75-2020 del 28 de julio de 2020, artículo XVII, donde de conformidad con lo establecido en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y al Convenio Interinstitucional de Prestación de Servicios suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, concedió permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, por tres meses, a partir del 3 de agosto y hasta en 3 noviembre de 2020, a fin de que colaborara en las necesidades de esta Junta Administradora.

[bookmark: _Hlk57795294]Luego, en sesión N° 40-2020 celebrada el 07 de diciembre del año 2020, artículo XXVIII, por unanimidad, se tuvo por rendido el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 104-2020 celebrada el 29 de octubre de 2020, artículo LXIII en el que comunicó que de conformidad con lo establecido en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y al Convenio Interinstitucional de Prestación de Servicios suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se concedió permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, a partir del 4 de noviembre y hasta el 18 de diciembre de 2020, a fin de que continuara colaborando en las necesidades de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
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En razón de las competencias que posee esta Junta Administradora, es necesario contar con personal que cuente con experiencia para realizar las funciones de apoyo, de conformidad con la normativa institucional, así como los lineamientos emitidos por la Superintendencia de Pensiones, en ese sentido, el soporte brindado por el MPM. Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, ha sido de suma importancia para lograr una sintonía adecuada con el ordenamiento jurídico, de previo a contar con todos los insumos necesarios para elaborar una estructura propia de esta Junta Administradora, además, tomando en consideración la obligación de este órgano de administrar de la mejor manera los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: 1.) Solicitar al Honorable Consejo Superior del Poder Judicial otorgar la prórroga del permiso con goce de salario y sustitución del MPM Mora Valdez, por el plazo de tres meses hasta el 31 de marzo de 2021, lo anterior, con fundamento en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Convenio Interinstitucional de prestación de servicios suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Además, debido a que a la fecha se encuentra pendiente el criterio solicitado por esta Junta a la Procuraduría General de la República, por lo que no se ha logrado la contratación del personal que laborará para la Junta 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva.
ARTÍCULO XVIII
Documento N° 48-2021
Toma la palabra el Prosecretario General de la Secretaría General de la Corte, Eduardo Chacón Monge y expone a este órgano la dificultad que han tenido los Asistentes de Prosecretario de esa oficina para realizar las comunicaciones a las personas interesadas de las Jubilaciones y Pensiones, en razón de no contar con los medios de notificación aportados por las personas gestionantes, debido a lo anterior, por unanimidad, se acuerda lo siguiente: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento Financiero Contable, que cuando remitan a la Secretaría General de la Corte gestiones para agendar ante esta Junta Administradora relacionados con jubilaciones y pensiones, adjunten los medios de notificación aportados por las personas interesadas, con la finalidad de realizar con mayor celeridad los trámites de comunicación.
---o0o---
A las doce horas quince minutos terminó la sesión.



MSC. CARLOS MONTERO ZÚÑIGA                            LIC. ANA LUCRECIA RUIZ ROLAS
Presidente Junta Administradora                                  Secretaría Junta Administradora
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MEMORANDO

Firmado digitalmente
FERNANDO por FERNANDO LARA
LARA GAMBOA GAMBOA (FIRMA)

Fecha: 2020.12.16
De: Fernando Lara Gamboa (FlRMA) 16:41:57 -06'00"

Para: Master Carlos Montero Zufiga, Presidente Junta Administradora,
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Fecha: 16 de diciembre de 2020

Asunto: CRITERIO JURIDICO NUMERO OL-FL-003-2020 (Si las resoluciones
0 sentencias que se comunican por parte de despachos judiciales, que no se
indigue expresamente la aplicacion de deducciones de ley, si se les debe
aplicar de oficio o se debe solicitar ampliacion al despacho que la emitié. A fin
de no causar una afectacion econémica al Fondo de Jubilaciones y pensiones,
asi como a las entidades del Estado que no recibieron las cargas sociales y
tributarias)

Estimado seinor Presidente:

Reciba un cordial saludo de mi parte.

A continuacién, adjunto la opinién legal que me fue solicitada.

Con las muestras de mi consideracion,
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CRITERIO JURIDICO NUMERO OL-FL-003-2020

OBJETIVO

Mediante el oficio N° 307-SC-2020 del 18 de setiembre de 2020, El master
Miguel Ovares Chavarria, la master Maria A. Herrera Charraun y el Licenciado
Luis Guillermo Vasquez Urefia, por su orden, Jefe Macroproceso Financiero
Contable, Jefa Proceso Presupuestario Contable y Jefe Subproceso de
Contabilidad, exponen que:

“En el documento de politicas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder, en el apartado de “Otras condiciones” se menciona lo siguiente:

» De conformidad con el acuerdo tomado por la
Corte Plena, en la sesion 32-10 celebrada el 8 de
noviembre del 2010, articulo XXIII, todas aquellas sumas
gue se deben girar a los tribunales cuando éstos lo
ordenan y se trate de salarios, jubilaciones u otros
rubros, debe serlo en el monto que el fallo dispone
depositar. En consecuencia, la Administracion debe girar
el monto bruto que se ordend en sentencia judicial a la
cuenta _del despacho, advirtiéndole que en la suma
depositada no se aplicaron las cargas sociales para lo
gue a bien estime resolver. Esto en los casos en que el
despacho ordene girar alguna suma que no considere
cargas sociales. (el subrayado no es del original)

La Corte Plena en sesion 8-14 del 3 de marzo del
2014, articulo XL dispuso en lo que interesa lo siguiente:

4)) La Direccibn de Gestion Humana vy
Departamento Financiero Contable de previo a ejecutar
el pago de una sentencia judicial en la que no se realizé
la indicacion expresa de las deducciones de ley,
causando una afectacion econdémica al Fondo de
Jubilaciones y Pensiones, asi como a las entidades del
Estado que no recibieron las cargas sociales y tributarias
correspondientes, deberan informar esa situacion al
Consejo Superior, para que tome una decision al
respecto, en cuanto a la recuperacion de los
recursos correspondientes. (el marcado no es del
original)

De lo anterior, el Lic. Arnoldo Hernandez Solano
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integrante de la Junta Administradora del FJP PJ,
mediante correo electronico del 18 de agosto del 2020
indica que, se debe revisar lo que se menciona en el
acuerdo de la Corte Plena en sesion 8-14 del 3/3/2014,
articulo XL, por cuanto que se debe actualizar la
consulta y realizarla la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Por lo que se remite para su valoracion.”

La Junta conoce el citado oficio y en la sesién N° 32-2020 celebrada
el 5 de octubre del 2020, toma los siguientes acuerdos:

Se acordad: 1) Tener por conocido el oficio 307-SC-2020 del 18 de
setiembre de 2020, suscrito por los masteres Miguel Ovares Chavarria y
Maria Antonieta Herrera Charraun, asi como por el Licenciado Luis
Guillermo Véasquez Urefia, por su orden, Jefe del Macroproceso
Financiero Contable, Jefa Proceso Presupuestario Contable y Jefe
Subproceso de Contabilidad, referente a solicitud del integrante Arnoldo
Hernandez Solano, relacionada con la decision de la Corte Plena del
Poder Judicial en sesién N° 8-14 del 3 de marzo de 2014, articulo XL. 2)
Solicitar criterio juridico al asesor legal que corresponda, en cuanto a Si
las resoluciones o0 sentencias que se comunican por parte de despachos
judiciales, que no se indique expresamente la aplicacion de deducciones
de ley, si se les debe aplicar de oficio 0 se debe solicitar ampliacién al
despacho gue la emiti6é. A fin de no causar una afectacion econémica al
Fondo de Jubilaciones y Pensiones, asi como a las entidades del Estado
gue no recibieron las cargas sociales y tributarias correspondientes. 3)
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Direccion de Gestion Humana
y del Macroproceso Financiero Contable. Se declara este acuerdo
firme.” (lo subrayado no es del original)

Se me solicita emitir una opinion legal sobre si las resoluciones o sentencias
que se comunican por parte de despachos judiciales, que no se indique
expresamente la aplicacion de deducciones de ley, si se les debe aplicar de
oficio o se debe solicitar ampliacion al despacho que la emitié. A fin de no
causar una afectacién econémica al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial (En adelante el Fondo), asi como a las entidades del Estado que
no recibieron las cargas sociales y tributarias
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DOCUMENTOS REMITIDOS Y DOCUMENTACION UTILIZADA

La presente opinion juridica se basa en los documentos aportados por la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los
cuales se citan a continuacion:

e Acta de Corte Plena N° 032-2010 del 08 de noviembre de 2010
e Oficio N° 307-SC-2020 del 18 de septiembre de 2020
e Oficio N° 757-2020, 13 de octubre de 2020

PROBLEMATICA

e En sesion N° 14-10 celebrada el 17 de mayo del afio en curso,
articulo XXIII, conoci6 el seguimiento que habia dado la Auditoria al
“Informe de la Evaluacion de los Estados Financieros del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del 2005 y 2007", en relacion con las
deducciones de ley en el pago por sentencia judicial de diferencias
salariales y de jubilacion, de la jubilada Eva Solano Calderén.

e En una sesion bastante larga, en donde se expresaron distintos
criterios contrapuestos de los Magistrados, la discusion empezé
debido a la ejecucion de sentencia N° 2525, del 30 de junio del
2008, del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San
José, en donde se ordené al Departamento Financiero Contable el
giro de las siguientes sumas, en el expediente N° 96-000771-214-
LA de la sefiora Eva Solano Calderon:

Diferencia de anualidades ¢1.943.754,04

Diferencia por jubilacion (hasta junio 2005) ¢3.104.522,59
Diferencia por cesantia ¢207.633,07

Diferencia por vacaciones ¢14.927,70

Intereses hasta 30-junio-2005 ¢6.690.382,21

En lo que respecta al monto que correspondia cancelar con
recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, el Departamento
Financiero Contable gir6 la suma de ¢7.045.156,90, correspondiente
a diferencias de jubilacion (¢3.104.522,59) e intereses
(¢3.940.634,31), sin que se aplicaran las deducciones de ley
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correspondientes, situacion que fue advertida al Juzgado de Trabajo
del II Circuito Judicial de San José, mediante oficio N° 7455-TE-
2009 del 7 de setiembre del 2009.

Posteriormente en la misma reunion se comento6 el oficio N° 13402-
TE-2009, del 18 de diciembre del 2009, mediante el cual el
Departamento Financiero Contable indicé a la Auditoria que, el
hecho de haber depositado montos brutos en el expediente de la
seflora Eva Solano, responde a las directrices emitidas por la
Direccion Ejecutiva y conforme a lo ordenado por el Despacho
Judicial, por corresponder a una sentencia firme, que tiene caracter
de cosa juzgada.

De seguido se comenta el oficio N° 008-002-AF-2010, en donde la
Auditoria advierte al Departamento Financiero Contable la
necesidad de realizar el calculo de las deducciones de ley
correspondientes y coordinar a la brevedad posible con el Despacho
Judicial respectivo para corregir la situaciébn antes mencionada y
evitar que se realice de forma incorrecta la orden de giro judicial
para la jubilada Solano Calderoén.

El Licenciado Alfredo Jones Ledn, Director Ejecutivo, discrepa con la
Auditoria, e indica: "...en cuanto las sumas que se deben girar a los
tribunales cuando éstos lo ordenan y se trate de salarios,
jubilaciones u otros rubros que en tesis de principio debe aplicarsele
las cargas sociales. La Direccidn estima que la Administracién debe
girar las sumas que ordene el juzgado correspondiente y advertirle
gue en lo girado no se ha aplicado suma alguna por _concepto de
cargas sociales para lo que a bien estime resolver el despacho
judicial. Por el contrario, la Auditoria es del criterio que a la suma
que se ordena girar a la cuenta del despacho, se le deben rebajar
las cargas sociales, tal y como se le advierte al Departamento
Financiero Contable en el oficio 008-002-AF-2010 de la Auditoria
antes transcrito." (lo resaltado no es del original)

En la sesion del 19 de enero del 2010, articulo LXX, el Consejo
Superior dispuso: " 1) Tomar nota de las manifestaciones del Lic.
Jones Lebn. 2) Comunicar al licenciado Ramos Gutiérrez, que la
Administracion esta en la obligacién de girar la totalidad del monto
que ordend el despacho judicial, sin ningun rebajo, y efectivamente
tal y como lo dispuso la Direccion Ejecutiva, advertir al despacho
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judicial que a ese monto no se le han aplicado deduccidn alguna por
concepto de cargas sociales."” (lo resaltado no es del original).

También se menciond que el hecho de haberse girado un monto
bruto (sin que se aplicaran las deducciones de ley) provocé un error
en el célculo de los intereses por girar a la sefiora Solano, y se dijo
gue esa situacién, en su momento se hizo de conocimiento del
Procurador José Armando Lopez Baltodano, encargado del caso en
la Procuraduria General de la Republica, mediante oficio N° 179-71-
AF-2010, situacion que atrasa el proceso judicial.

La Corte se enfrascé en una discusion larga en donde se conocieron
distintos criterios de sus integrantes y se da una gran duda de qué si
la Auditoria debia de enviar todos sus informes a la Corte Plena, o
tenia que mandarlos al Consejo Superior Criterios que sustentan el
proceder de la Auditoria Judicial.

Posteriormente se citd jurisprudencia y directrices expresas en
casos de similar naturaleza, emitidos por parte de la Contraloria
General de la Republica (quien en su momento devolvio sin refrendo
algunas facturas por no contener las deducciones de ley), Auditoria
y Corte Plena (sesion del 10 de noviembre del 2003, articulo XII), de
los que se extraen criterios para la aplicacién de las deducciones de
ley sobre los pagos que se ejecutan por sentencias judiciales.

Segun criterio a la Asesora Legal de esta Auditoria, Licda. Ana Lia
Umafa Salazar, quien mediante oficio N° 06-UJ-2010, del 24 de
febrero del 2010, brindé el informe correspondiente, donde se aclara
el concepto de cosa juzgada, se explica la funcién del agente
retenedor y se concluye la importancia de diferenciar dos momentos
distintos y determinables con lo cual no se estaria violentando el
principio de la cosa juzgada:

"De acuerdo con el analisis efectuado a los casos en que se ha
procedido en forma similar, no encontramos motivo para que se le
dé un trato diferenciado al caso concreto de la consulta, sobre todo
tomando en consideracion las obligaciones que el Poder judicial
tiene como agente de retencién. Ahora bien, en cuanto al tema de la
cosa juzgada, es importante mencionar lo siguiente:
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La cosa juzgada es el efecto propio de las sentencias en firme.
Tiene la finalidad juridica de que los hechos debatidos y definidos
ante las autoridades competentes no puedan ser objeto de
investigaciones o sanciones posteriores. En otras palabras, impide
volver a plantear de nuevo el mismo litigio, ya que la decision
contenida en una sentencia en firme es inmutable respecto de
cualquier proceso posterior entre las mismas partes (u otras
personas afectadas) y sobre el mismo objeto (pretensién procesal).
Mas claramente la cosa juzgada es la inmutabilidad en cualquier
proceso posterior de lo resuelto por la sentencia de fondo, ella
constituye en un efecto que se traduce en el respeto y
subordinaciéon a lo decidido en un proceso judicial. [...] Somos del
criterio que la sentencia obliga al pago de una suma bruta de dinero,
que es clara y que no se cuestiona en ningun caso, pero Si
debemos ser conscientes de que se debe disponer la aplicacion de
las deducciones en el monto o porcentaje que corresponda segun la
ley, por parte del ente pagador, aspecto que no transgrede ni afecta
el efecto de cosa juzgada de la sentencia, el cual fue ampliamente
explicado. Lo anterior por cuanto es claro que esa suma bruta es la
gue en justicia toca al beneficiario y por consiguiente, como en
derecho corresponde, a la misma se le han de aplicar las cargas de
ley, y que son el impuesto de renta, las contribuciones a la CCSS, y
el aporte al Fondo de Jubilaciones y pensiones judiciales, de
conformidad con lo que establece articulo 236 inciso 1 de la Ley
Orgéanica del Poder Judicial el cual dispone que de las jubilaciones y
pensiones a cargo del Fondo, debera retenerse mensualmente un
9%, o el monto que por un aspecto de necesidad del citado Fondo,
deba disponer la Corte. [...] El agente de retenciéon o de percepcion
es una modalidad de responsable, se trata de personas
designadas por ley, que por sus funciones publicas o por razén de
su actividad, oficio o profesion, intervengan en actos u operaciones
en los cuales deban efectuar la retencién o percepcién del tributo.
La Sala Primera de la Corte en la sentencia numero 41 del 31 de
julio de 1984 dispuso que "ciertamente para facilitar la percepcién
del impuesto el legislador instituyé también al responsable como
sujeto pasivo de la relacién tributaria, no obstante ser el
contribuyente el que recibe el impacto econdémico de la carga
impositiva, pero no lo tiene como deudor propiamente del impuesto,
sino como obligado pagador de una deuda de tercero."”

Teléfonos: +506 22340935/ +506 88186466, Fax; +506 22243029 E-mail: info@grupojur.com,





Lara Gamboa &L Asociados

Abogados y Notarios

Con lo anterior queda aun mas claro que el agente de retencion es
un obligado pagador de una deuda de un tercero, que en el caso
concreto seria el beneficiario de las sumas que la sentencia ordené
pagar.

Como responsables que son, los agentes de retencion o de
percepcion se diferencian de los "contribuyentes" porque son, “las
personas obligadas por deuda tributaria ajena, o sea, que sin tener
el caracter de contribuyentes deben, por disposicion expresa de la
ley, cumplir con las obligaciones correspondientes a éstos."
Concluimos sefialando que no se violenta el efecto de cosa juzgada
de la sentencia pues estamos ante dos momentos distintos y
facilmente determinables, por un lado, cuando el Juez emite la
sentencia en la que se confiere un derecho a una suma cierta y un
segundo momento, que surge cuando una vez nacido el derecho, se
genera la obligacion con el Estado y por ende, la obligacion por
parte de los agentes de retencion de cumplir con lo que la Ley
sefala respecto de las deducciones que proceda aplicar en atencion
de aquella obligacion."

La Auditoria solicité al Consejo Superior revisar lo dispuesto en la
sesion del 19 de enero del 2010, articulo LXX, respecto a la frase
que indica que "la_Administracién esta en la obligacién de girar la
totalidad del monto que ordend el despacho judicial, sin ningun
rebajo...". Lo anterior, considerando los criterios que sobre el
particular se han citado, tanto por parte de ese Consejo, de Corte
Plena y de la misma Contraloria General, valorando a su vez, las
repercusiones que surgen producto del actuar de la Administracion,
al girar un monto bruto de una sentencia judicial, ya que con ello se
aumenta el riesgo de que por una inadvertencia en el proceso
judicial se realicen pagos incorrectos a la parte demandante,
respecto a los montos que le correspondan por concepto de
diferencias (salariales, jubilacion o pension) e intereses, con lo cual
también se podria ocasionar un perjuicio econémico a las diferentes
entidades a saber: Fondo de Jubilaciones y Pensiones, Caja
Costarricense del Seguro Social y Ministerio de Hacienda (en caso
de proceder), en caso de que se giren al demandante y no se
puedan recuperar.

Posteriormente en la misma reunién se comenté el oficio N° 13402-
TE-2009, del 18 de diciembre del 2009, mediante el cual el
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Departamento Financiero Contable indic6 a la Auditoria que, el
hecho de haber depositado montos brutos en el expediente de la
seflora Eva Solano, responde a las directrices emitidas por la
Direccion Ejecutiva y conforme a lo ordenado por el Despacho
Judicial, por corresponder a una sentencia firme, que tiene caracter
de cosa juzgada.

e Al final la Corte acordd, en un acuerdo dividido: “Acoger el criterio
externado por el Consejo Superior, en cuanto a que las sumas que
se deben girar a los tribunales cuando éstos lo ordenan y se trate de
salarios, jubilaciones u otros rubros, debe serlo en el monto que el
fallo dispone depositar. En consecuencia, la Administracion debe
girar el monto bruto que se ordend en sentencia judicial a la cuenta
del despacho, advirtiéendole que en la suma depositada no se
aplicaron las cargas sociales para lo que a bien estime resolver.”

CONSIDERANDO

I. Que los Tribunales de Justicia, normal y corrientemente estan
conociendo casos sobre salarios, jubilaciones u otros rubros,
debe serlo en el monto que el fallo dispone depositar. En
consecuencia, la Administracion debe girar el monto bruto
gue se ordend en sentencia judicial a la cuenta del
despacho, advirtiéndole que en la suma depositada no se
aplicaron las cargas sociales para lo que a bien estime
resolver. Esto en los casos en que el despacho deberia
tomar las medidas del caso para que a los pagos se hagan
las retenciones que proceden por ley.

II. Sin embargo, en la practica, debido a lo que se infiere, los
despachos no efectian dichos rebajos.

Ill. Se podria decir que existen dos posibilidades. A) Que es que se
dé un juicio en donde el Fondo sea parte, y esté
apersonado, pudiendo hacer gestiones ante el juez para
hacerle ver, la necesidad de hacer dichos rebajos. Y B) Que
se llegue a dar un juicio contra la Administracion en donde el
Fondo No sea parte, y los funcionarios del fondo no se
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lleguen a enterar de que se esta dando un pago a un
empleado que sea susceptible de las retenciones.

IV. En los casos de los Funcionarios Publicos, al existir todavia un

vinculo con la Administracion, la Administracion puede abrir
un proceso Administrativo para cobrar las retenciones que
no se hicieron de conformidad con el articulo 208, siguientes
y concordantes de la LGAP.

RECOMENDACIONES

En aquellos procesos en los cuales el Fondo es parte, No se recomienda
aplicar de oficio las deducciones de ley a los pagos ordenados en las
resoluciones o sentencias que se comunican por parte de despachos
judiciales; ya que si se hacen de oficio se no se estaria acatando la
resolucion o la sentencia.

En los casos en que el FONDO sea parte se debe solicitar al despacho
correspondiente en el momento procesal adecuado las deducciones de
ley a fin de no causar una afectacion econémica al Fondo de
Jubilaciones y Pensiones, asi como a las entidades del Estado que
deberian recibir pagos de cargas sociales y tributarias.

Ante la imposibilitada del Fondo de conocer todos los asuntos que se
ventilan, es imposible que el Fondo se apersone como coadyuvante del
Estado en defensa de su derecho. Por lo tanto, se debe de solicitar al
Consejo Superior, hacer una circular recordando a los jueces quienes
trabajan en las jurisdicciones laborales y contenciosos administrativo,
gue en las sentencias se debe de tomar en cuenta las retenciones de
ley. Una vez, emitida la circular, es importante solicitar al Consejo
Superior, reitere la misma a los Jueces y Juezas frecuentemente para
evitar dafos.

Dicha circular debe dejar muy claro que los despachos judiciales
deberian tomar en cuenta de oficio cuando hay intereses de Hacienda,
CCSS, o el Fondo de Jubilaciones, y Pensiones del Poder Judicial, de
previo al giro de los montos a cancelar, y que antes de ello se deben de
hacer las deducciones de oficio, si la parte no lo solicitd los montos
correspondientes a las cargas sociales de ley, Renta, cuotas del Fondo,
CCSS, y similares.
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e Enviar un oficio a la Procuraduria, indicando la problematica y
solicitandole hacer una circular en el mismo sentido para que los
Procuradores y Procuradoras, soliciten los montos correspondientes, en
los juicios en que tengan que representar al Estado.

e Recordar al 6rgano del Poder Judicial que corresponda, que en caso de
reclamos administrativos debe de tomarse en cuenta las retenciones de

ley.

e En los casos de Juicios o reclamos administrativos, resueltos a favor de
funcionarios publicos, en vista de que el Trabajador sabe que hay que
pagar las cargas sociales; de acuerdo al articulo 208, de la LGAP,
siguientes y concordantes, una vez firme la sentencia, la Administracion
podria abrir un procedimiento administrativo para cobrar esos extremos.
Aunque no haya sido condenado el Trabajador, no hay buena fe de su
parte; ya que él sabe que debe pagar dichos rubros, y guarda silencio.
Ademas, el articulo 204 de la LGAP, le da caracter de titulo ejecutivo a
la resolucion final del procedimiento. Dicho procedimiento se regird por
la LGAP en cuanto a forma y fondo.

San José, 16 de diciembre de 2020.
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MEMORANDO

Fi do digital t
FERNANDO | EeaNANDO LARA
LARA GAMBOA GAMBOA (FIRMA)

) Fecha: 2020.12.16
De: Fernando Lara Gamboa (FIRMA) 18:45-08 -06'00
Para: Master Carlos Montero Zuiiiga, Presidente Junta Administradora, Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial

Fecha: 16 de diciembre de 2020

Asunto: CRITERIO JURIDICO NUMERO OL-FL-004-2020 (criterio juridico: a.) Viabilidad de que
sumas correspondientes al pago de Infracciones Administrativas, por presentaciones tardias o inexactas
ante Hacienda, sean rebajadas del patrimonio del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,
o bien; si corresponde su deduccion de los recursos administrativos de este Organo. b.) Debera dicha
asesoria referirse al pago de sancién por la rectificacién del impuesto en los casos conocidos, siendo que
el monto reportado fue mayor a lo que correspondia, existiendo una imposibilidad material para la
administracion de prever las situaciones que dan origen a la misma.)

Estimado sefior Presidente:

Reciba un cordial saludo de mi parte.

A continuacién, adjunto la opinién legal que me fue solicitada.

Con las muestras de mi consideracion,
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CRITERIO JURIDICO NUMERO OL-FL-004-2020

PROBLEMATICA

Segun el documento N° 552-20 el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial (en adelante, el FONDO) es un agente retenedor del Impuesto
sobre la renta generado en el pago de beneficios a personas jubiladas y
pensionadas de este Poder Judicial.

Dicho impuesto debe ser declarado ante la Direccion General de Tributacion
Directa de forma anual en el formulario D 152 y la fecha limite es el 15 de
diciembre de cada afio y el pago se realiza de forma mensual mediante el
formulario ATV con fecha limite el dia 15 de cada mes.

Si posteriormente se determina que la informacion reportada contiene
errores u omisiones, es necesario hacer la correccién rectificando la
declaracion del impuesto sobre renta.

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial realiza
rectificaciones basicamente por los siguientes motivos:

1) La retencion a los beneficios de los jubilados y
pensionados fallecidos, sin embargo, si la notificacion de la
defuncion se recibe posterior a haber realizado la declaracién
el impuesto sobre la renta.

2) La retencibn de sumas giradas de mas a
pensionados judiciales por el conocimiento tardio del cambio
de su condicion.

Segun informacion brindada por la sefiora Johanna Quirés Fonseca,
Gestora Tributaria del Poder Judicial, se deben pagar sancion por la
rectificacion del impuesto, segun lo que establece el Codigo de Normas
y Procedimientos Tributarios, en la seccién |l “Infracciones
Administrativas” en sus articulos 78 y siguientes se establecen las
sanciones por la presentacion tardia o por la presentacion de datos
inexactos y en el caso expuesto aplicaria lo que se establece en el
articulo 83.
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Debido a que, a criterio del Departamento Financiero Contable, y del
Departamento del Proceso de Tesoreria y Egresos, materialmente
imposible conocer de manera oportuna las razones que generan las
sumas, y por ello se solicita a esa Junta Administradora autorizar cubrir
las cuantias por multas, con recursos del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial.”

La Junta Administradora acord6: “Acoger la gestion presentada por la
master Floribel Campos Solano, la licenciada Emma Lopez Ramirez y
la master Andrea Valerin Arroyo, por su orden, Jefa interina del
Departamento Financiero Contable, Jefa interino del Proceso de
Tesoreria y Jefa interina del Subproceso de Egresos, en oficio N°776-
TE-2020 de 26 de junio de 2020, en consecuencia: 1.) Aprobar el
protocolo supra referente a cubrir las cuantias por multas, con recursos
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Solicitar
a la asesoria legal contratada por esta Junta; que remita criterio juridico
sobre lo manifestado en el oficio antes conocido, en el tanto: a.) Se
refiera a la viabilidad de que dichas sumas sean rebajadas del
patrimonio del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, o
bien; si corresponde su deduccion de los recursos administrativos de
este Organo. b.) Debera dicha asesoria referirse al pago de sancion
por la rectificacién del impuesto en los casos conocidos, siendo que el
monto reportado fue mayor a lo que correspondia, existiendo una
imposibilidad material para la administracion de prever las situaciones
gue dan origen a la misma.” El integrante Montero aprueba la
propuesta anterior con la siguiente salvedad, que las cuantias por
multas sean cubiertas con los fondos propios que dispone esta Junta
Administradora, por tratarse de un tema administrativo y para no
afectar el patrimonio del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial.

Debido a lo antes relatado, se me consulta criterio juridico: a.)
Viabilidad de que sumas correspondientes al pago de Infracciones
Administrativas, por presentaciones tardias o inexactas ante Hacienda,
sean rebajadas del patrimonio del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial, o bien; si corresponde su deduccién de los recursos
administrativos de este Organo. b.) Referirse al pago de sancion por la
rectificacion del impuesto en los casos conocidos, siendo que el monto
reportado fue mayor a lo que correspondia, existiendo una
imposibilidad material para la administracion de prever las situaciones
gue dan origen a la misma.)
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DOCUMENTOS REMITIDOS Y DOCUMENTACION UTILIZADA

La presente opinion juridica se basa en los documentos aportados por la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los
cuales se citan a continuacion:

Documento N° 552-20

Oficio N° 532-TE-2020 del 11 de mayo de 2020
Oficio N° 1731 del 14 de mayo de 2020

Oficio N° 762-2020 del 13 de octubre de 2020

Infracciones y Sanciones Administrativas mas Relevantes

CONSIDERANDO

Que la Ley Organica del Poder Judicial, en el TITULO IX, REGIMEN DE
JUBILACIONES Y PENSIONES, el cual rige EL FONDO (articulo 225 y
ss.); no define cuales son los gastos que se deben ejecutar a cargo del
Fondo, cuales gastos se deben ejecutar como gastos administrativos a
cargo de la Junta Administrativa.

. Que la Ley Organica del Poder Judicial, tampoco establece dentro de las

funciones de la Junta el pago de sanciones o multas, por lo tanto, no se
infiere que esos gastos estan a cargo de la Junta.

Que al revisar las definiciones de lo que son gastos administrativos en
general, se puede decir que son aquellos que se originan en el ejercicio
de la direccion, organizacion y administracion, evitando ser catalogados
en la actividad ordinaria. Estos gastos son necesarios a la hora de
ejecutar la forma de funcionar y organizar.

Pese a parecer que el pago de multas y sanciones en este caso, son
necesarios para el funcionamiento del FONDO, aun asi, no esta claro si
€stos pagos son 0 no gastos administrativos.

IV. Que Articulo 239 de la Ley Orgéanica del Poder Judicial dice:

“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial como un 6rgano del Poder Judicial,
gue contara con completa independencia funcional, técnica y
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administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le
otorga la ley.

Le corresponde a la Junta:

a) Administrar_ el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los
Empleados del Poder Judicial.

b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilacion y
pension que se le presenten.

c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer
las acciones de cobro necesarias.

d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de
jubilados invalidos.

e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida
en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de
Supervision del Sistema Financiero (Conassif) y la
Superintendencia de Pensiones (Supén).

f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con
la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de
Supervision del Sistema Financiero y la Superintendencia de
Pensiones.

g) Cumplir con la legislacién y la normativa que dicten tanto el
Consejo Nacional de Supervision del Sistema Financiero como la
Superintendencia de Pensiones.

h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspension, la
remocion y la sancion del personal; asi como aprobar el plan
anual operativo, el presupuesto de operacion, sus modificaciones
y su liquidacién anual.

i) Todas las demas atribuciones que le asignen la ley y sus
reglamentos.

Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con
autorizacion de la Superintendencia de Pensiones, la Junta
Administrativa  podra modificar los  pardmetros iniciales
establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad,
el perfil de beneficios, asi como los aportes y las cotizaciones de
los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones
previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para
garantizar el equilibrio actuarial del Régimen.
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La Junta contara con personalidad juridica instrumental para
ejercer las atribuciones que la ley le asigna, asi como para ejercer
la representacion judicial y extrajudicial del Fondo.

Se financiara con una comisién por_gastos administrativos
gue surgira de deducir un cinco por mil de los sueldos que
devenguen los servidores judiciales, asi _como de las
jubilaciones v las pensiones a cargo del Fondo. Con _estos
recursos se pagaran las dietas de los miembros de la Junta
Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus
gastos administrativos. Los recursos ociosos seran invertidos
de conformidad con lo previsto en el articulo 237 de esta ley.”

Si pudiéramos definir el pago de multas o sanciones, dentro de lo que
son considerados gastos administrativos, estaria claro que los mismos
deberian estar a cargo de los fondos de la JUNTA; ademas que como se
puede leer en el inciso A) del articulo supra citado, a la JUNTA le
corresponde la administracion del FONDO. Sin embargo, como bien se
dijo en los considerandos anteriores no es posible establecer si son
gastos administrativos o no.

V. Que no se ha encontrado alguna norma legal vinculante que establezca
que el pago de multas y penalizaciones sea un gasto administrativo, o
gue deba ser pagado con dinero directamente del FONDO.

VI. Que la Ley Organica del Poder Judicial, en su articulo 237, dice que “Los
recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberan ser
gestionados de conformidad con la Ley N.° 7983, Ley de Proteccién al
Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha
establecido el Consejo Nacional de Supervision del Sistema Financiero
(Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).” Y el articulo
241, de la misma Ley dice que “La supervision y la requlacion de la
Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial estaran a cargo de la Superintendencia de
Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervision del
Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con
las atribuciones que les otorga la ley.” (lo resaltado no es del original)

RECOMENDACIONES

e Para no tener que recurrir a interpretar si las multas o las sanciones
objeto de estudio son, 0 no son gastos administrativos, de una forma
meramente interpretativa y no vinculante; se recomienda hacer la
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consulta a Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo
Nacional de Supervision del Sistema Financiero (Conassif), en virtud del
articulo 241, siguientes y concordantes de la Ley Orgénica del Poder
Judicial, ya que establece claramente que tienen a su cargo la
supervision y la regulacion de la Junta Administrativa y del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

San José, 16 de diciembre de 2020.
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Buenos días Ingrid,



 



De manera atenta una vez efectuadas las revisiones pertinentes, se remiten los oficios N° 1669-TE-2020, 1670-TE-2020 y 1671-TE-2020, con el fin que se brinde la firma respectiva, si a bien lo estima.



 



Además, se envía el oficio N° 1672-TE-2020 para conocimiento de esa Junta Administradora.



 



Dichos oficios corresponden al pago de la planilla del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de la I quincena de Diciembre 2020.



 



A la orden,
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Oficio N° 1672-TE-2020
San José, 14 de diciembre de 2020

Sefiores (as)
Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Estimados senores (as)

Para la firma correspondiente, se remite el oficio N° 1671-TE-2020 de fecha 14 de
diciembre de 2020, el cual corresponde a la cancelacion de la planilla de jubilados
(as) y pensionados (as) de la primera quincena de diciembre de 2020, por medio de
transferencia en ventanilla del Banco Nacional de Costa Rica.

Cabe sefalar que, dicho oficio debe de ser remitido a la respectiva entidad bancaria,
el lunes 14 de diciembre de 2020 en horas de la tarde, con el fin de ejecutar los
pagos respectivos el martes 15 de diciembre de 2020.

Adicionalmente, se adjunta cuadro resumen del pago de la planilla total,
correspondiente al periodo 23-2020.

DEVENGADOS DEDUCCIONES LIQUIDOS
SUBTOTAL PLANILLA ¢ 3,390,208,250.27 ¢ 1,738,677,505.90 ¢ 1,651,530,744.37
Menos: Exclusiones por defuncion del periodo 288,814.82
TOTAL PLANILLA ¢ 3,390,208,250.27 ¢ 1,738,677,505.90 ¢ 1,651,241,929.55
[} Finalmente es importante mencionar que, dado el riesgo inherente que se presenta

con los recursos dinerarios reservados para este fin, propiamente en la
disponibilidad de los mismos y por estar estos invertidos a corto plazo, las reservas
se mantendran en las cuentas bancarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
con dos dias de antelacién al pago, tal y como lo autorizé la Direccidén Ejecutiva en
su oportunidad.
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Atentamente;

MBA. Andrea Valerin Arroyo MBA. Floribel Campos Solano
Jefa Subproceso Egresos Jefa Proceso de Tesoreria

MBA. Miguel Ovares Chavarria
Jefe Macroproceso Financiero Contable

RDG / KZM

c:
Diligencias
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Oficio N° 1669-TE-2020

San José, 14 de diciembre de 2020

Licenciado

Carlos Luis Sibaja Morales
Ejecutivo de Cuenta Banca Institucional
Banco de Costa Rica

Estimado senor

En virtud de la modificacién del proceso para reportar la Retencion de Impuesto
sobre la Renta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
(Retenciones en la Fuente) a partir del mes de junio 2018, en forma atenta se solicita
debitar el lunes 14 de diciembre de 2020 de la cuenta platino N.° 229-32-9 a
nombre del FJPPJ la suma de ¢601.661.692,00; con el fin que esa entidad bancaria
cancele el impuesto correspondiente al mes de noviembre de 2020 al Ministerio de
Hacienda.

Es importante indicar que, el depositante es el Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial, cédula N° 3-110-759688.
Atentamente;

MIGUEL ANGEL OVARES Firmado digitalmente por MIGUEL
ANGEL OVARES CHAVARRIA (FIRMA)

CHAVARRIA (FIRMA) Fecha: 2020.12.14 09:35:55 -06'00'
MBA. Miguel Ovares Chavarria Licda. Ingrid Moya Aguilar
Jefe Macroproceso Financiero Contable Tesorera Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones
Poder Judicial

RDG /KZM /AVA / FCS

C:

Diligencias

Subproceso de Ingresos
Proceso de Inversiones
Subproceso Contable
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San José, 14 de diciembre de 2020

Licenciado

Carlos Luis Sibaja Morales
Ejecutivo de Cuenta
Banco de Costa Rica

Estimado senor

En forma atenta se solicita debitar el lunes 14 de diciembre de 2020 de la
cuenta N.°487179-0 anombre de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢172.220,00; con el fin que
esa entidad bancaria cancele el impuesto correspondiente al mes de noviembre de
2020 al Ministerio de Hacienda.

Es importante indicar que, el depositante es la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cédula N° 3-007-792932.

Atentamente;

MIGUEL ANGEL Firmado digitalmente por

MIGUEL ANGEL OVARES
OVARES CHAVARRIA MU ANGEL oV

(FIRMA) Fecha: 2020.12.14 09:37:05 -06'00"
MBA. Miguel Ovares Chavarria Licda. Ingrid Moya Aguilar
Jefe Macroproceso Financiero Contable Tesorera Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones
Poder Judicial

RDG/KZM/AVA/FCS

c:

Diligencias

Subproceso de Ingresos
Proceso de Inversiones
Subproceso Contable

\\S110127-733226\NPLANILLAS\2020\OFICIOS DE PLANILLA\1670-TE-2020 PAGO RENTA NOVIEMBRE 2020 (JUNTA).DOCX
“Justicia: Un pilar del desarrollo”
Pdgina 1de 1







						2020-12-10T13:30:54-0600


			RODRIGO ALONSO DELGADO GONZALEZ (FIRMA)








						2020-12-10T14:58:03-0600


			KATHERINE ZAMORA MURILLO (FIRMA)








						2020-12-12T11:40:12-0600


			ANDREA VALERIN ARROYO (FIRMA)








						2020-12-14T09:18:48-0600


			San José, Costa Rica
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San José, 14 de diciembre de 2020

Sefior

César Cordero Hernandez
Ejecutivo de Negocios, Banca Institucional
Banco Nacional de Costa Rica

Estimado senor

De forma atenta se solicita debitar el dia martes 15 de diciembre de 2020, de la
cuenta corriente N.° 1234-0 a nombre del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial (Cliente N.° 1095), el monto indicado en el archivo remitido via correo
electrénico, que se detalla a continuacion y que corresponde al pago de la planilla
de jubilados (as) y pensionados (as) por medio de transferencia en ventanilla de la
primera quincena del mes de diciembre de 2020, el cual debera ser aplicado el
dia martes 15 de diciembre de 2020, antes de las 8:30 a.m.:

PLANILLA NORMAL

Nombre Archivo Total a debitar Cantidad Registros
PAGOTRA122020 ¢14.736.850,92 65
Atentamente;
MIGUEL ANGEL Fil do digitall it MIGUEL
OVARES A‘rrvrg;Loovlgr‘zésmciinA\?:;;lA (FIRMA)
CHAVARRlA (FlRMA) Fecha: 2020.12.14 09:37:48 -06'00'
MBA. Miguel Ovares Chavarria Junta Administradora

Jefe Macroproceso Financiero Contable = Fondo de Jubilaciones y Pensiones
Poder Judicial

RDG/KZM/AVA/FCS

c:
Diligencias
Subproceso Contable
Proceso de Inversiones
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I Tabla resumen de la liquidacion actuarial:

Calculo de Liquidacion Actuarial

Nombre Nidia Bonilla Valle
N.® Cédula 05-0189-0838
Fecha de Ingreso  01/12/1990
Fechade Salida  28/02/1992

Afio Meses g larios Brutos Anuales
cotizados

1590 T 35.456.00

1991 12 430,210.00

1992 2 80,550.00

546,216.00

Nota:

Cotizado Patronal y Cotizado Obrero

Monto costo actuarial

Estatal Anual Anual
6,204.80 1,772.80 3,360.52
75,286.75 21,510.50 37,491.76
14,096.25 4,027.50 6,257.78
95,587.80 27,310.80 47,110.06
Total 122,898.60 Total VPACT - CAC

Monto total de Cotizacion Obrero Patronal y Estatal
Monto solicitado por la CCSS

Monto aporte a valor presente
(*)Diferencia a trasladar al ROP

Monto a girar a la CCSS

(*) Monto calculado proporcionalmente a partir del exceso entre el célculo actuarial y el monto solicitado por la CCSS.

Valor Presente Actuarial

84,010.04
891,632.58
144,894.15

1,120,536.77

24,002.87
254,752.17
41,398.33
320,153.36
1,393,580.07

122,898.60
2,298,845.38
1,393,580.07

1,393,580.07
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Il Resumen del monto a trasladar:

Oficio de la CCSS

Nombre del exfuncionario

Cédula

Monto solicitados
por la CCSS

Liquidacion actuarial

Monto a trasladar a la CCSS

ROP

GP-DAP-962-2020

Nidia Bonilla Valle

05-0189-0838

2298 845.38

1393 580.07

1393 580.07
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Fondo de Jubilaciones y Pensiones
PODER JUDICIAL

Comunicado oficial

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ), desea
extender a la poblacion judicial los mejores deseos en
esta época de cierre y principio de afio.

Gracias al gran apoyo y colaboracién de muchas
dependencias del Poder Judicial, este afio se ha
conseguido obtener muy buenos resultados en la
gestion de nuestro Fondo, cumpliendo con todas sus
obligaciones con la poblacién beneficiaria y brindando
importantes avances en el alineamiento normativo
requerido ante la Superintendencia de Pensiones.

La Junta Administradora del FJPPJ avanza dia a dia
con el objetivo de mantener un régimen de jubilaciones
y pensiones robusto, actuarialmente sano y que
permita a su poblacion afiliada contar con un mejor
futuro.

De parte de la Junta Administradora del FJPPJ se les
desea una:

Feliz Navidad y Prospero Afio Nuevo

Diciembre 2020

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
Seccién de Comunicacién Organizacional - Depto. de Prensa y Comunicacion Organizacional
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5. Considerar lo indicado en el SP-A-189-2017, donde se establece que el fondo debe

- en los primeros 10 dias habiles del mes de

agosto.
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		Entidad		Curso		Identificacion		Nombre		PrimerApellido		SegundoApellido		CorreoElectronicoPersonal		Celular		CorreoElectronicoTrabajo		TelefonoTrabajo
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SP-A-XXX-2020





Superintendencia de Pensiones, al ser las XXX horas del día XXX de XXX de 2020.



CONSIDERANDO:

1) El párrafo segundo del artículo 33 de la ley N° 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias dispone que a la Superintendencia de pensiones, regulará, supervisará y fiscalizará los planes, fondos y regímenes contemplados en esta ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras leyes, y la actividad de las operadores de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las disposiciones de esta ley.

2) De conformidad con el inciso f) del artículo 38 de la norma antes citada, corresponde al Superintendente de Pensiones adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de las funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización establecidas en la ley y la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF).

3) Por su parte el inciso l) del artículo 38 arriba citado dispone que es atribución del Superintendente de Pensiones, establecer el contenido mínimo de los contratos que se celebren entre las operadoras y sus afiliados, y entre ellas y las centrales de valores.

4) Asimismo el artículo 16 de la Ley N°7983, Ley de Protección al Trabajador dispone que todos los planes de pensiones deberán contar con la autorización previa del Superintendente de Pensiones.

5) El Reglamento de Autorizaciones y Aprobaciones, publicado en el Alcance No. 329 a La Gaceta No. 294 del día 16 de diciembre de 2020, establece la definición de los actos sujetos a aprobación y autorización que tiene a cargo la Superintendencia, así como el procedimiento, los requisitos y los plazos que las entidades reguladas y la Superintendencia de Pensiones observarán para solicitar y resolver respectivamente, las solicitudes que al respecto se hagan. 

6) Entre los trámites sujetos a aprobación de conformidad con dicho reglamento, se encuentra el de aprobación de los contratos de las entidades supervisadas, con empresas de su mismo grupo financiero o pertenecientes a un grupo económico vinculado con dichas entidades y los contratos de custodia suscritos entre los entes supervisados y las entidades de custodia o las centrales de valores. La normativa en mención también dispone los requisitos y los trámites para la autorización de los planes de pensiones y el contenido mínimo de los contratos de afiliación a dichos planes.

7) Como parte de los  trámites aprobación y autorización mencionados en el punto anterior, establecidos en el citado reglamento, se determinó la necesidad de establecer el contenido mínimo de los contratos descritos y los planes de pensiones, a fin de hacer de conocimiento de las entidades supervisadas, los requerimientos que al menos deberán contener tanto los contratos como los planes y de esta manera facilitar el proceso de aprobación y autorización.

8) El Reglamento de Autorizaciones ordena la normativa contenida en los distintos acuerdos normativos, y  deroga parcial o integralmente  los acuerdos que se indicarán.  



POR TANTO:

Primero. Los planes de acumulación sometidos a autorización de la Superintendencia de Pensiones deberán contener lo siguiente:

1. Descripción del producto.

2. Periodicidad e importe del aporte mínimo establecido por la operadora para suscribir el plan.

3. Fondo al cual pertenece el plan.

4. La participación alícuota en el Fondo.

5. Indicación de que la cuenta individual no puede ser embargada, cedida, gravada ni enajenada y no se dispondrá de ella para fines distintos de los establecidos en la Ley 7983.

6. El tipo de moneda.  

7. El derecho a la libre transferencia hacia un fondo, administrado por otra entidad autorizada, cuyas condiciones de retiro anticipado total sean similares a las del plan contratado.

8. Información sobre la política de inversión de los recursos o bien, el enlace al Folleto Informativo al que se refiere el artículo 75 de Reglamento de Gestión de Activos.

9.  Enlace al Folleto Informativo a que se refiere el artículo 75 del Reglamento de Gestión de Activos.  Aquellos planes que mantengan más de una moneda deberán indicar los riesgos a ser cubiertos, los productos que se deben usar para su cobertura y la metodología de medición de la efectividad de estas Indicación de que las condiciones de retiro de los recursos acumulados se encuentran sujetas a las condiciones para el retiro anticipado establecidas en la normativa. 

10. Indicación de que las condiciones de retiro de los recursos acumulados se encuentran sujetas a las condiciones establecidas por la normativa para el retiro anticipado. 

11. La custodia de los títulos valores.

12. Las comisiones a pagar por el afiliado.

13. Las condiciones para el retiro de los haberes acumulados por parte del afiliado o sus beneficiarios. Se debe indicar de manera explícita que a excepción del retiro anticipado, los casos de enfermedad terminal o invalidez permanente calificados por la Caja Costarricense de Seguro Social, muerte del afiliado, así como el retiro total, en las condiciones establecidas en el artículo 21 de la Ley 7983 y del Reglamento de Beneficios del Régimen de Capitalización Individual de   los recursos acumulados se recibirán por medio de un plan de beneficios autorizado.  

14. La forma de resolución de conflictos, si se establecen medios alternos a la jurisdicción común.

15. Los beneficios fiscales para el afiliado, los relativos a cargas sociales cuando aplique y  las condiciones en que opera la devolución de estos incentivos. 

16. Los aportes a realizar.

17. El suministro de información al afiliado.

18. Mención expresa de que las condiciones del plan deben ajustarse a los cambios en la   regulación que le resulte aplicables.

19. Indicación de que el afiliado podrá designar beneficiarios al momento de suscribir el respectivo contrato, designación que podrá ser modificada de manera posterior.

20. Condiciones para la reposición de aportes.

21. Plazo mínimo de permanencia y cotizaciones para realizar el retiro anticipado de recursos.

22. Indicación expresa de que el plan se ajustará a los cambios que se acuerden reglamentariamente, por parte del CONASSIF, o mediante acuerdo del Superintendente de Pensiones.





Segundo: Los contratos amparados a los planes de acumulación deberán contemplar al menos los siguientes aspectos:

A. Requisitos generales:

1. Los contratos se emitirán en dos tantos, ambos con firma

2.  original del afiliado, del representante legal, o de quien tenga poder para ello; del representante de la entidad autorizada, y del cotizante, si existiere. Un original será entregado al afiliado y el otro será para la entidad autorizada.

3. Los contratos de afiliación y de cotizantes deberán consignar toda la información mínima requerida en el punto B de este apartado. 

4. En el caso de afiliaciones para planes colectivos se deberá suscribir un contrato marco, cada afiliado debe firmar también un documento de adhesión a este último. El documento de adhesión consistirá en una simple manifestación del afiliado de su voluntad de adherirse al plan, que se le entregó una copia de este, que le fue explicado, y que comprendió todos sus derechos y obligaciones. El contrato marco y la adehsión que suscriba cada afiliado indicará en su texto el código del  plan autorizado al que se está adhiriendo,  número y hora de la resolución que aprobó el plan. 

B. Contenido mínimo:

1. Identificación y calidades completas de las partes contratantes.

2. Objeto del contrato.

3. Monto mínimo de los aportes y la periodicidad pactada para el pago.

4. Forma y lugar de pago de los aportes.

5. Condiciones legales y reglamentarias para el retiro anticipado de los recursos y el reintegro de los tributos exonerados.

6. Condiciones para el retiro parcial de los recursos acumulados, establecer si hay diferencia entre el retiro anticipado de los recursos aportados por el afiliado, de los realizados por el cotizante.

7. Plazo para la entrega de los recursos por solicitud de retiro del afiliado.

8. Indicación expresa de que el retiro total de los recursos causa la extinción del contrato.

9. Prohibición expresa para que las partes puedan resolver el contrato antes del cumplimiento del plazo mínimo.

10. Prohibición expresa de ceder o gravar los derechos derivados del contrato.

11. Estructura y forma de cálculo de las comisiones aplicables.

12. Indicación expresa de que la estructura y fórmula de cálculo de las comisiones pueden ser variadas unilateralmente por la Operadora, en caso de que el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) apruebe una modificación en ese sentido y del deber de la entidad de solicitar a la Superintendencia la aprobación de la nueva estructura de comisiones y  comunicarla al afiliado.

13. Periodicidad mínima para la remisión de los estados de cuenta de conformidad con la regulación emitida o, en caso de ser mayor, la convenida por las partes.

14. Mención expresa de la obligatoriedad del afiliado de informar a la operadora de los cambios de domicilio, correo electrónico, fax o apartado postal donde recibir los estados de cuenta.

15. Obligaciones principales de la operadora, incluidas pero no limitadas a la  administración de los recursos y remisión de información al afiliado.

16. Manifestación expresa, por parte del afiliado, de que ha sido debidamente asesorado por la operadora respecto del producto que está adquiriendo, su régimen de inversión y administración, la estructura y forma de cálculo de las comisiones, las condiciones para efectuar retiros totales y parciales, la política de inversión del fondo o bien, el enlace al Folleto Informativo al que se refiere el artículo 75 de Reglamento de Gestión de Activos,  y los riesgos asociados a las inversiones que realiza.

17. Manifestación expresa del afiliado de que se le ha explicado y ha comprendido a cabalidad que del producto que adquiere, no puede garantizarle o asegurarle rendimiento alguno.

18. Nombramiento de los beneficiarios en caso de muerte del afiliado, así como el porcentaje a que tienen derecho y el orden de prelación y establecer la obligación del afiliado de mantener esta información actualizada.

19. El plazo del contrato, el cual no podrá ser menor a sesenta y seis meses, salvo aquellos administrados en el Fondo A que, conforme lo establecido en el cuarto párrafo del artículo 105 del “Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador”, deseen trasladarse al Fondo B. Para ello, deberán suscribir un contrato bajo las estipulaciones de la Ley N° 7983, por un plazo no menor a treinta y seis meses, mediante la renuncia del derecho al retiro total.

20. Aceptación expresa de las modificaciones que el contrato pueda llegar a tener por cambios en la regulación aplicable, con excepción de aquellas que lleguen a desmejorar los plazos y condiciones para el retiro de los recursos, respecto de los originalmente pactados.

21. Lugar o medio para atender sus notificaciones, de conformidad con lo establecido en la Ley N° 8687, Ley de Notificaciones judiciales del 4 de diciembre del 2008.

Tercero: Sin perjuicio del contenido mínimo establecido para los planes individuales de acumulación, que les resulte aplicable, los planes colectivos deberán contener, al menos:

1. Colectivo al cual va dirigido el plan. 

2. Condiciones en las que deberán realizarse las aportaciones por parte del cotizante o patrono.

3. Periodicidad de aportes, la cual deberá ser la misma para el cotizante, patrono y para el afiliado.

4. Plazo del plan, en caso de que no se haga corresponder con la edad de retiro.

5. Plazo de permanencia mínima del trabajador o asociado, en la empresa u colectivo con representación legal, para acceder al plan, por medio de la adhesión al contrato marco. 

6. Posibilidad del trabajador, patrono u aportantes para suspender justificadamente sus aportes periódicos, así como para reanudarlos, siempre y cuando el contrato marco se encuentre vigente.

7. Las condiciones relativas al retiro de los aportes del afiliado, del patrono, del cotizante así como de sus rendimientos, en caso de rompimiento de la relación laboral por despido o renuncia del afiliado. 

8. Indicación de las condiciones para el retiro total o parcial de los recursos por cumplimiento de los plazos legalmente establecidos.

9. La indicación de que para este tipo de planes no aplica la libre transferencia individual. 

10. La indicación de que el plazo mínimo del contrato marco será de un año. 

11. El procedimiento para transferir el colectivo a otra operadora de pensiones en caso de no prorrogarse el contrato o resolución de éste por incumplimiento de las partes.

12. Indicación del destino que se le dará a los recursos acumulados en la cuenta de los trabajadores en caso de incumplimiento del patrono o el cotizante de su obligación de realizar los aportes pactados en el contrato marco. 

13. La indicación de las condiciones para ejercer la libre transferencia, de conformidad con lo que establece la normativa vigente.

14. En caso de planes con aporte patronal o de cotizantes, se deberá indicar que en la eventualidad de un rompimiento de la relación laboral (por renuncia o despido) o disolución del colectivo, el procedimiento de traslado de los recursos a un plan voluntario de pensión complementaria individual y de no contarse con una a la cuenta individual del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (en adelante ROP).

Cuarto: Los contratos marco que se suscriban al amparo de planes de acumulación colectivos en el Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias deberán contemplar, al menos:

1. Individualización de las partes contratantes (patrono, cotizante y operadora de pensiones). 

2. Identificación de los representantes legales de ambas partes.

3. Identificación del plan colectivo de pensión  con indicación del número y hora de resolución de aprobación, al cual se refiere el contrato.

4. Sin perjuicio de lo que los reglamentos y la ley dispongan, indicación de la forma en la que se acordará el cumplimiento de las condiciones mínimas del plan aprobado.

5. Vigencia del contrato.

6. Domicilio de las partes contratantes.

7. Lugar de suscripción del contrato.

8. Fecha de suscripción del contrato.

9. Firma de los representantes legales de los contratantes.

10. Obligaciones y derechos de las partes, según las condiciones indicadas en el plan autorizado.

11. Monto de los aportes y moneda.

12. Deberá anexarse una copia íntegra del plan colectivo autorizado.

Quinto: El contenido mínimo de los planes de beneficio sometidos a autorización de la Superintendencia de Pensiones son los siguientes:

Los planes de las modalidades de pensión en el Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias (en adelante RVP) que ofrezcan las OPC deberán cumplir con todos los criterios técnicos establecidos en la normativa vigente. Para su autorización, la operadora deberá presentar ante la Superintendencia de Pensiones lo siguiente:



1. La correspondiente solicitud debidamente firmada por quien ostente la representación legal de la entidad y con la correspondiente autenticación de firmas,  salvo que la solicitud sea suscrita mediante un certificado de firma digita válido.

2. El plan de la modalidad de pensión.

3. El Folleto Informativo previsto en el artículo 75 del Reglamento de Gestión de Activos o el enlace donde este puede ser consultado.

El plan deberá contener como mínimo:



1. El objetivo de la modalidad.

2. Una nota técnica que contenga como mínimo:



I. Características de la modalidad de pensión.



a. Se deben establecer las características técnicas del producto.

b. Nombre de la modalidad de pensión: nombre con el cual la OPC identificará la modalidad.

c. Fecha y medio de pago de la pensión complementaria.

d. Temporalidad de la modalidad de pensión: Indicar el número de años o fracción de tiempo que tendrá de vigencia el contrato. Se podrá indicar un número de años en concreto o una descripción genérica como “vitalicio”, según se trate.



II. Hipótesis técnicas.



a. Hipótesis demográficas (tablas de mortalidad utilizadas, cuando aplique).

b. Tasa técnica de interés: se indicará la tasa o tasas técnicas de interés que se utilizará para calcular el monto de la pensión complementaria.

c. Fundamentos de la tasa técnica de interés: Deberá justificarse técnicamente. Si utiliza la tasa técnica de interés regulatoria, no requerirá justificación técnica.



III. Rentas adicionales.

Las modalidades de pensión que incluyan rentas adicionales deben enviar en forma independiente las solicitudes que consideren esa asociación. En este caso, se deben adjuntar los documentos que correspondan a la renta adicional.



IV. Procedimientos y referencias de la nota técnica.

En el contenido de una nota técnica, deberán aparecer asentados expresamente todos los procedimientos y parámetros utilizados. Sin perjuicio de lo anterior, para efectos de mostrar la confiabilidad de los procedimientos propuestos, quien elabora la nota técnica podrá dar referencias sobre las fuentes de información utilizadas. Asimismo podrán hacerse referencias bibliográficas, con la finalidad de respaldar y fundamentar algún procedimiento, teorema que pretenda aplicar en el producto que somete a registro.



3. El fondo al cual pertenece el plan.

4. La participación alícuota en el fondo.

5. Indicación de que la cuenta individual no puede ser embargada, cedida, gravada ni enajenada y no se dispondrá de ella para fines distintos de los establecidos en la Ley 7983.

6. El tipo de moneda.

7. El derecho al traslado de modalidad de pensión y de operadora de pensiones.

8. Tratamiento a los beneficiarios y el pago de la pensión.

9. Política de inversiones de los recursos, la cual se regirá por lo establecido en la ley y por lo dispuesto por la Superintendencia de Pensiones o bien, el enlace al Folleto Informativo al que se refiere el artículo 75 de Reglamento de Gestión de Activos.

10. Las comisiones que debe cubrir el pensionado.

11. La forma de resolución de conflictos.

12. La forma y la periodicidad del suministro de información al pensionado.

Sexto: Los contratos que se suscriban para el disfrute de los beneficios de los planes de pensiones a través de las modalidades de pensión deberán contener al menos:

1. Para su validez deberán constar por escrito y ser firmados por las partes. Los contratos,  deberán ser suscritos por el afiliado o beneficiario ante la operadora de pensiones o compañía aseguradora que elija, quien administrará la cuenta del afiliado y se encargará de otorgar la pensión pactada.

2. El monto de pensión complementaria en unidades de moneda nacional o extranjera autorizada por la Superintendencia de Pensiones. 

3. Especificar los parámetros utilizados para los cálculos correspondientes, a saber:

a. El monto inicial sobre el que se establece el contrato.

b. La tasa técnica de interés aplicada para la determinación del monto de pensión inicial.

c. La fórmula de cálculo de la rentabilidad anual que se usará para el recálculo, en el caso de renta temporal.

d. La periodicidad del recálculo, que será al menos anual.

e. La fórmula de cálculo del monto de pensión mensual.

f. El porcentaje de comisión aplicable. 

4. Los derechos que tendrá el pensionado tales como traslado de operadora, traslado entre modalidades de pensión administradas por las OPC o de la OPC hacia una compañía de seguros y entre fondos de distinta moneda, información periódica a suministrar al pensionado.

5. Las obligaciones de los pensionados tales como la de mantener actualizados sus datos de identificación y direcciones para recibir la información o notificaciones, así como cualquier cambio en el número de su cuenta cliente con la entidad bancaria donde recibe periódicamente el monto de la pensión.

6. Manifestación expresa del pensionado que indique que ha sido debidamente asesorado por la OPC a través del agente promotor de ventas y que comprende el producto que adquiere, la política de inversiones y los riesgos asociados a esas inversiones.

Sétimo. El contenido mínimo de los Planes de Ahorro Voluntario sometidos a autorización de la Superintendencia de Pensiones son los siguientes:

1. Descripción del producto.

2. Indicación expresa si el plan está sujeto a un contrato individual, colectivo o corporativo. 

3. Aporte mínimo mensual establecido por la operadora para suscribir el plan.

4. Fondo al cual pertenece el plan.

5. La participación alícuota en el Fondo.

6. El tipo de moneda.  Este tipo de planes podrán constituirse en colones o en otra moneda o varias monedas, en cuyo caso el administrador del fondo, deberá revelar la política de cobertura cambiaria según lo dispuesto en la normativa de inversiones aplicable.    

7. El derecho a la libre transferencia hacia un fondo, administrado en otra entidad autorizada. 

8. Información sobre la política de inversión de los recursos, la cual se regirá por la normativa aplicable o bien, el enlace al Folleto Informativo al que se refiere el artículo 75 de Reglamento de Gestión de Activos.

9. La custodia de los títulos valores.

10. Las comisiones a pagar por el afiliado.

11. Las condiciones para el retiro de los haberes acumulados por parte del afiliado o sus beneficiarios. 

12. La forma de resolución de conflictos.

13. El suministro de información al afiliado.

14. Indicación expresa que los retiros de las cuentas de ahorro voluntario se podrán efectuar cada tres meses, siempre y cuando haya transcurrido el primer año de vigencia del contrato. No obstante lo anterior, en el caso de los contratos colectivos o corporativos, podrá efectuarse retiros antes del año cuando exista un rompimiento de la relación laboral o gremial. 

15. Indicación de la SAFI (sociedad administradora del fondo de inversión) y del fondo de inversión, en que se administrarán los aportes. 

16. Mención expresa de que las condiciones del plan deben ajustarse a los cambios en la   regulación aplicable.

Octavo: Los contratos que deben suscribir las operadoras de pensiones para la prestación de servicios de administración a los demás entes supervisados deberán considerar al menos lo siguiente:

1. Definición de las obligaciones y derechos de cada una de ellas.

2. Cláusulas de confidencialidad sobre la información a la que se tiene acceso.

3. Descripción de los servicios a ser contratados y prestados.

4. Declaración expresa de que los servicios contratados no comprenderán el otorgamiento, concesión y extinción de los beneficios; la definición de las políticas de inversión conforme al Reglamento de Gestión de Activos o bien, el enlace al Folleto Informativo al que se refiere el artículo 75 de Reglamento de Gestión de Activos; la definición y la determinación del marco institucional de riesgos; la gestión estratégica ni la definición e implementación de las políticas de gobierno corporativo.

5. La entidad que contrata los servicios deberá acreditar la debida diligencia para la elección de la entidad contratada.

6. Deberá disponerse la forma en que serán atendidas las contingencias derivadas de la interrupción de la prestacón de los servicios.

Noveno: Sin perjuicio de lo establecido en la normativa aprobada por el CONASSIF  y sus órganos de desconcentración máxima, los contratos colectivos de administración de los fondos de pensiones que suscriban las operadoras con los regímenes de pensiones complementarios especiales de capitalización colectiva que transformaron su modelo de financiamiento a capitalización individual, o aquellos que posean un modelo de financiamiento de capitalización individual, deberán contener al menos:

1. Referencia expresa a que el Régimen Especial a través de su órgano de dirección se encuentra obligado al otorgamiento, modificación y extinción de los beneficios del régimen.  

2. Indicación expresa de que  tanto  la  operadora  como el  fondo o régimen  deberán ajustarse a  los cambios regulatorios emitidos por  SUPEN y el CONASSIF.

3. Deberá indicarse, de forma expresa, que el traslado de la administración del fondo a la operadora correspondiente, no exonera al Órgano de Dirección del Fondo ni al patrocinador, de todas sus obligaciones que como entidad supervisada le corresponden.

4. Indicación expresa de que la responsabilidad de la administración de las inversiones corresponderá a la operadora de acuerdo con la política de inversión y a las decisiones del Comité de Inversión y de Riesgos del Fondo administrado.   

5. Evaluaciones actuariales realizadas por un actuario externo, mínimo con la periodicidad que la regulación determine. A tal efecto deberán rendirse los estudios correspondientes que acrediten tales evaluaciones.

6. Referencia al desembolso de los beneficios, obligaciones generales del fondo, de la operadora y las comisiones de administración. 

7. Nombramiento de un representante del fondo en el comité de riesgos e inversiones de la Operadora.

8. Establecimiento de disposiciones relativas al manejo y confidencialidad de la información a la que se tiene acceso, entre otras que garanticen a cada una de las partes continuar con el negocio.

9. Establecimiento de la política para el manejo de conflictos de interés.

Décimo: Sin perjuicio de lo establecido en la normativa aprobada por el CONASSIF  y sus órganos de desconcentración máxima, los contratos de custodia deberán contener al menos:

1. Descripción de los servicios a ser contratados.

2. Aspectos operativos relacionados con los servicios a ser contratados.

3. Forma de traslado de los valores una vez constituido el depósito.

4. Indicación del deber de restituir los valores al concluir los servicios de depósito.

5. Indicación del deber de mantener los valores del titular o depositante, según sea el caso, en cuentas independientes y de mantener una cuenta para cada una de las carteras de inversión de los fondos administrados, que el titular o depositante dé en custodia. Lo anterior, para que en ellas se depositen y administren los valores que conforman el portafolio de inversiones y se registren las entradas y salidas de valores.

6. Indicar la separación contable y patrimonial que la normativa establece para los fondos administrados. 

7. Deber del custodio de emitir constancias para demostrar la titularidad de los valores, a solicitud del titular o depositante y a requerimiento de autoridades judiciales y administrativas, debiéndose comunicar en éste último caso a la Superintendencia de Pensiones.

8. Deberes y responsabilidades del custodio y del depositante o titular, según sea el caso.

9. Derechos y prerrogativas de los otorgantes.

10. Consignar la obligación del Custodio de remitir en forma oportuna las confirmaciones y la información respectiva de cualquier movimiento efectuado en la cuenta de custodia, con el fin de poder conciliar y controlar sus transacciones en el momento en que sucedan. 

11. Indicar la obligación del custodio de poner a disposición del depositante o titular, según sea el caso de estados de cuenta, con un formato tal que permita al supervisado, realizar las correspondientes conciliaciones y controles.  Asimismo deberán establecerse los formatos de los  estados de cuenta de los  valores en custodia  y de las partidas de impuesto sobre la renta por cobrar y el formato que requerirá  para el caso de los estados o formatos de las consultas electrónicas.

12. Indicar que en el caso de las inversiones en mercados extranjeros, se debe cumplir con la normativa vigente aplicable a los recursos administrados por los supervisados, en particular, lo relacionado con inversiones y custodia, en lo que corresponda.

13. Consignar expresamente que sobre los recursos pertenecientes a los Fondos administrados por las entidades autorizadas, no podrá establecerse operaciones de caución ni préstamos de valores, ni afectaciones de cualquier tipo y en general que no podrán ser dispuestos para otro fin que el legalmente previsto por la Ley de Protección al Trabajador, además de que son propiedad de terceros no contratantes (los afiliados). Los únicos recursos que pueden ser retenidos o que pueden responder por las obligaciones derivadas del contrato son los que pertenecen, exclusivamente, a las Entidades Supervisadas, no así los de los afiliados. 

14. Prever mecanismos automáticos y contractualmente establecidos, para mitigar los efectos producto de eventuales incumplimientos del contrato por parte del custodio, sin que, para ello sea requerido acudir a los tribunales comunes o arbitrales para resolverlos, tales como multas o penalidades.

15. Honorarios y forma de pago. Asimismo deberá consignarse que los precios acordados, reflejan precios de mercado y que fueron determinados en forma objetiva. 

16. Plazo del contrato.

17. Describir el procedimiento de traslado de valores a otra entidad en caso de finalización del contrato.

18. Indicar si el contrato puede ser cedido, traspasado o enajenado y de ser así indicar cuál será el procedimiento para dicho acto. Los anteriores actos requerirán de la aprobación de la Superintendencia de Pensiones.

19. Consignación de los domicilios de los contratantes para atender comunicaciones y notificaciones.

20. Indicación expresa de que cualquier reforma, modificación, adición o inclusión al contrato deberá realizar por escrito, bajo las mismas formalidades utilizadas para la suscripción del contrato y remitirse a la Superintendencia de Pensiones para su aprobación.

21. Declarar la existencia de medios de acceso electrónico (información en línea) a las transacciones e información que debe proporcionar el custodio, relacionado con las inversiones de los fondos administrados y de los recursos propios. A nivel contractual deberá establecerse, en favor de los supervisados, medios electrónicos de acceso ininterrumpido a la información del custodio con el que puedan realizar consultas de las transacciones realizadas y genere los estados de cuenta que necesite para el control de sus operaciones y para las labores de supervisión que realiza la Superintendencia de Pensiones. Asimismo deberá consignarse la existencia de un mecanismo de contingencia en casos de que dichos accesos electrónicos fallen.

22. Firma de los gerentes o apoderados con facultades suficientes para el acto, de las entidades otorgantes, debidamente autenticadas, salvo que sean suscritos mediante la utilización de un certificado válido de firma digital, con los timbres de ley debidamente cancelados. En el caso de apoderados deberá adjuntarse certificación notarial o del Registro Nacional que haga comprobar su personería y, tratándose de poderes especiales, el original donde conste el mandato.

23. Los establecidos en los artículos 49 al 54 del Reglamento de Gestión de Activos.

Décimo Primero: Formularios para la solicitud de autorización o modificación de comisiones. Las solicitudes de autorización o modificación de comisiones deberán acompañarse de los siguientes formularios, los cuales podrán ser accesados y descargados desde la Venta Electrínica de Servicios (VES) de la Superintendencia de Pensiones:
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		FORMULARIO 1



		SOLICITUD DE AUTORIZACIÓN O MODIFICACIÓN 



		DE COMISIONES 



		 



		Entidad:____________________________



		Fecha de solicitud:____________________



		Fecha de vigencia:____________________



		 



		Código De Fondo

		Nombre del Fondo

		(*) Comisión Ordinaria

		% Comisión 



		

		

		

		



		 

		 

		 

		 



		 

		 

		 

		 



		 

		 

		 

		 



		 

		 

		 

		 



		 

		 

		 

		 



		(*) Indicar base de cálculo



		Nombre y firma del Gerente _______________________
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FORMULARIO 2 



SOLICITUD DE AUTORIZACIÓN POR PRIMERA VEZ DE UN ESQUEMA DE BONIFICACIONES FONDOS RÉGIMEN VOLUNTARIO DE PENSIONES COMPLEMENTARIAS



		Entidad:



		Fecha de solicitud:



		Fecha de vigencia:



		Código del fondo a bonificar:



		Nombre del fondo a bonificar:



		

		Criterio de antigüedad

		Criterio de Saldo Administrado o Aporte 



		

		Criterio 1

		Criterio 2

		(…)

		Criterio n



		Rango 1

		

		

		

		



		Rango 2

		

		

		

		



		(…)

		

		

		

		



		Rango n

		

		

		

		











		Notas:

Debe completarse un formulario por cada fondo que se desee bonificar



Los rangos y criterios deben ser excluyentes y claramente definidos en el formulario de la solicitud


















		

FORMULARIO 3



MODIFICACIÓN DE ESQUEMA DE BONIFICACIÓN EXISTENTE



Para la modificación de un esquema de bonificación vigente, la entidad deberá presentar el mismo Formulario 2, agregando un cuadro con la estructura vigente y la estructura propuesta, resaltando los cambios solicitados.













FORMULARIO 4

COMUNICACIÓN A LOS AFILIADOS

XX (primera o segunda) PUBLICACIÓN 

AUMENTO DE COMISIONES  EN EL (NOMBRE y Código de Fondo o Producto Administrado)

“(Entidad) comunica a los afiliados al fondo (NOMBRE y Código de Fondo o Producto Administrado) el incremento en las comisiones cobradas por los servicios de administración prestados. La información actualizada de las comisiones vigentes (cobradas actualmente) y rentabilidad de los fondos comparables es la siguiente:

		OPC (Nombre de la Operadora ordenado Alfabéticamente)



		Fondo (en colones o dólares )



		

		Comparativo rentabilidad nominal y comisión (1)



		

		Comisión sobre

rendimiento

		Comisión sobre saldo administrado 

		Rendimiento 



		

		

		

		Últimos 12 meses

(b)

		Histórico (a)



		XXX OPC

		 

		 

		 

		 



		XXX OPC

		 

		 

		 

		 



		XXX OPC

		 

		 

		 

		 



		XXX OPC

		 

		 

		 

		 



		XXX OPC

		 

		 

		 

		 



		XXX OPC

		 

		 

		 

		 



		XXX OPC

		 

		 

		 

		 



		XXX OPC

		 

		 

		 

		 



		XXX OPC

		 

		 

		 

		 



		XXX OPC

		 

		 

		 

		 



		



		La comisión vigente a la (fecha de publicación) es de ___% sobre (base de c cálculo) _______. 

La nueva comisión autorizada sobre _______ (base de cálculo) regirá a partir del ____ de _____ de______.

(1) Información con base en cifras suministradas por la Superintendencia de Pensiones con cierre al ____del _____, la cual se encuentra disponible en su sitio web www.supen.fi.cr





		(a) Rentabilidad histórica del fondo, obtenida con la variación porcentual anualizada del valor cuota en el caso de los fondos o del monto acumulado y saldo de los productos de beneficios, desde la fecha de inicio del fondo o de la autorización del producto de beneficios  al ____del _____, expresada en términos brutos.

(b) Rentabilidad de los  últimos 12 meses, obtenida con la variación porcentual del valor cuota promedio de los últimos 12 meses respecto del mes de ________ de ________, expresada en términos brutos.



Los afiliados al fondo tienen derecho a solicitar, en el plazo de 90 días a partir de la última de estas publicaciones, su transferencia a otra Operadora de Pensiones sin costo alguno.  El incremento regirá a partir del día (FECHA)”.







Rige a partir del 16 de junio de 2021.
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Teléfonos  22-43-44-46  /  22-43-44-45	                 Fax 22-43-44-44	                         supen@supen.fi.cr

		

Teléfonos   22-43-44-46 / 22-43-44-45	                       Fax 22-43-44-44	                         supen@supen.fi.cr
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SP-A-XXX-2020





Superintendencia de Pensiones, al ser las XXX horas del día XXX de XXX de 2020.



CONSIDERANDO:

1) El párrafo segundo del artículo 33 de la ley N° 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias dispone que a la Superintendencia de pensiones, regulará, supervisará y fiscalizará los planes, fondos y regímenes contemplados en esta ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras leyes, y la actividad de las operadores de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las disposiciones de esta ley.

2) De conformidad con el inciso f) del artículo 38 de la norma antes citada, corresponde al Superintendente de Pensiones adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de las funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización establecidas en la ley y la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF).

3) Por su parte el inciso i) del artículo 38 arriba citado dispone que es atribución del Superintendente de Pensiones, proponer, al Consejo Nacional, los requisitos generales que deben cumplir los agentes promotores de las Operadoras de Pensiones para ser incluidos en el registro de agentes autorizados.

4) Asimismo el artículo 35 de la Ley N°7983, Ley de Protección al Trabajador dispone que los agentes promotores de las operadoras de pensiones tendrán que registrarse ante la Superintendencia de Pensiones y para tal fin, deberán cumplir con los requisitos y aprobar los exámenes que la Superintendencia determine para este efecto.

5)  El artículo 40 de la Ley N°7983, establece entre otros,  la responsabilidad solidaria de las operadoras de pensiones, por los daños y perjuicios patrimoniales causados a los afiliados, por los actos dolosos o culposos cometidos por los agentes promotores.

6) En lo que respecta a los entes autorizados, el inciso m) del artículo 42 de la ley arriba citada dispone la obligación de éstos, de controlar que los promotores trabajen ofreciendo información veraz, sin inducir a equívocos ni confusiones, según las normas que para el efecto expida la Superintendencia.

7) En virtud de lo anterior, el Reglamento de Autorizaciones y Aprobaciones, publicado en el Alcance No. 329 a La Gaceta No. 294 del día 16 de diciembre de 2020, estableció los requisitos mínimos para el registro y acreditación de promotores, disponiendo que la Superintendencia podrá evaluar en cualquier momento a los Promotores de Pensiones de acuerdo con los procedimientos determinados para dichos fines.

8) A tal efecto se hace necesario establecer los lineamientos y contenidos mínimos para la mejor capacitación de los  promotores de pensiones.



POR TANTO:

Se establece la Guía de Capacitación para los agentes promotores de las Operadoras de Pensiones, la cual será utilizada por las operadoras de pensiones para su capacitación y las evaluaciones que con posterioridad realice la Superintendencia de Pensiones:

1.  Aspectos Generales del Sistema Costarricense de Seguridad Social:



a. Objeto

b. Normas que lo regulan

c. Principios rectores

d. Beneficiarios

e. Derechos y deberes de los afiliados

f. Rol de los principales entes del Sistema

g. Regímenes de Financiamiento.



2.  Los sistemas de capitalización colectiva y de capitalización individual. 



a. Análisis y diferencias de los riesgos de cada sistema.

b. Funcionamiento del sistema multipilar de pensiones en CR

c. Superintendencia de Pensiones: Competencia y Funciones.

d. Qué son las Operadoras de Pensiones (OPC).

e. Autorización y funcionamiento de las OPC.

f. Fondos que administra: ROP, FCL, Voluntarios (voluntarios colones y dólares, fondos A y B, fondos de pensiones creados por leyes especiales) y sus características y finalidades

g. Comisiones de las OPC, características y condiciones.

h. Otros ingresos pueden recibir las OPC.









3. Regulación y supervisión del sistema nacional de pensiones.



a. Ley  No.7523, Ley de Protección al Trabajador

b. Ley No. 7983, Régimen Privado de Pensiones Complementarias

c.  Generalidades del Marco Normativo aplicable al Sistema Nacional de Pensiones:



i. Reglamento sobre Gobierno Corporativo

ii. Reglamento de Riesgos

iii. Reglamento de Gestión de Activos

iv. Regulaciones sobre legitimación de capitales: 



a. Ley No. 8204, Reforma integral Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo

b. Reglamento Ley No. 8204, N° 36948-MP-SP-JP-H-S.

c. Normativa para el Cumplimiento de la Ley No. 8204 (Aprobado el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero en el artículo 12 del acta de la sesión 893-2010, celebrada el 3 de diciembre del 2010, Publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 248 del 22 de diciembre del 2010)



4. Planes de acumulación y planes de beneficio.



Planes de Acumulación:



a. Tipos de planes.

b. Proceso de afiliación (fondos voluntarios y obligatorios).

c. la identificación del cliente y del origen de sus aportes.

d. Características.

e. Requisitos para su adquisición.

f. Tipos de aportes.

g. Porcentaje aportes del trabajador y el empleador.

h. Distribución de los aportes. (este parece igual al anterior)

i. Existencia o no de retiros anticipados, requisitos y trámites

j. Régimen Fiscal. (requisitos y trámites para su disfrute)

k. Incentivos relativos a las cargas sociales, requisitos y trámites, cuando aplique.

l. Procedimiento de recaudación.

m. Propiedad de los aportes realizados a la cuenta de capitalización individual.

n.  Contribuciones de los trabajadores con más de un empleador.

o. Aportes Voluntarios de los trabajadores y empleadores.
Trámite de aprobación.

p. Deberes y responsabilidades de los afiliados. Empleadores, cotizantes, si los hay

q. Obligaciones de las operadoras de pensiones.

r. Responsabilidad disciplinaria administrativa, civil y penal de los agentes promotores.

s. Requisitos y trámites para el disfrute de los recursos.

t. Requisitos, trámites y riesgos asociados a la libre transferencia



 Planes de Beneficio



a. Tipos de planes.

b. Características.

c. Requisitos y trámites para su adquisición.

d. La renta vitalicia. Modalidades de rentas vitalicias.

e. Rentas permanentes y retiros programados.

f. Requisitos regulatorios aplicables a los productos, su autorización y comercialización.

g. Riesgos que pueden afectar las prestaciones de los productos de beneficios.

h. Responsabilidad disciplinaria administrativa, civil y penal de los agentes promotores.

i. Condiciones para el disfrute de los beneficios.

j. Régimen fiscal.



5.  Cuenta de Capitalización Individual (CCI).



a. Conformación de la CCI.

b. Acreditación de los aportes.

c. Información de los estados de cuenta y dónde enviarlos.

d. Frecuencia remisión de los estados de cuenta.

e. Destino de los recursos de la CCI en caso de renuncia o despido del afiliado.

f. Estatus del fondo acumulado en caso de fallecimiento del afiliado.



6. Fondos de Pensiones y de Capitalización Laboral 



a. Definición del Fondo de Pensiones de Capitalización Laboral y sus características

b. Tipos de Fondos de Pensiones y de Capitalización Laboral.

c. Definición valor cuota

d. Inversión de los Fondos de Pensiones y de Capitalización Laboral: condiciones y prohibiciones

e. Custodia de Valores

f. Dónde se depositarán los títulos valores

g. Rentabilidad de los Fondos

h. Quiebra de una OPC

i. Inembargabilidad de los Fondos

j. Concepto de separación contable y patrimonial y sus implicaciones para los afiliados



7.  Traslados.



a. Traslado de afiliados a otra OPC.



i. Supuestos para ejercer el traslado.

ii. Trámite.



b. Traslado de planes colectivos a otra OPC.



i. Condiciones para el traslado del colectivo.

ii. Trámite.



8.  Régimen sancionatorio. 



a. Responsabilidad disciplinaria administrativa, penal y civil de los agentes promotores.

b. Responsabilidad disciplinaria administrativa, penal y civil de las operadoras de pensiones.



9.  Asesoría y comercialización de planes previsionales. 



a. Servicio al cliente.

b. Atención de consultas.

c. Resolución de quejas.



10.  Comportamiento demográfico de Costa Rica.



a. Antecedentes 

b. Perspectivas.

c. Tablas de Mortalidad.

d. Fundamentos de cálculo actuarial.



Rige a partir del 16 de junio de 2021.
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SP-A-XXX-2020





Superintendencia de Pensiones, al ser las XXX horas del día XXX de XXX de 2020.



CONSIDERANDO:

1) El párrafo segundo del artículo 33 de la ley N° 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias dispone que a la Superintendencia de pensiones, regulará, supervisará y fiscalizará los planes, fondos y regímenes contemplados en esta ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras leyes, y la actividad de las operadores de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las disposiciones de esta ley.

2) De conformidad con el inciso f) del artículo 38 de la norma antes citada, corresponde al Superintendente de Pensiones adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de las funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización establecidas en la ley y la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF).

3) Por su parte el inciso i) del artículo 38 arriba citado dispone que es atribución del Superintendente de Pensiones, “…proponer, al Consejo Nacional, los requisitos generales que deben cumplir los agentes promotores de las Operadoras de Pensiones para ser incluidos en el registro de agentes autorizados.”

4) Asimismo el artículo 35 de la Ley N°7983, Ley de Protección al Trabajador dispone que los agentes promotores de las operadoras de pensiones tendrán que registrarse ante la Superintendencia de Pensiones y para tal fin, deberán cumplir con los requisitos y aprobar los exámenes que la Superintendencia determine para este efecto.

5)  El artículo 40 de la Ley N°7983, establece entre otros,  la responsabilidad solidaria de las operadoras de pensiones, por los daños y perjuicios patrimoniales causados a los afiliados, por los actos dolosos o culposos cometidos por los agentes promotores.

6) En lo que respecta a los entes autorizados, el inciso m) del artículo 42 de la ley arriba citada dispone la obligación de éstos, de controlar que los promotores trabajen ofreciendo información veraz, sin inducir a equívocos ni confusiones, según las normas que para el efecto expida la Superintendencia.

7) En virtud de lo anterior, el Reglamento de Autorizaciones y Aprobaciones, publicado en el Alcance No. 329 a La Gaceta No. 294 del día 16 de diciembre de 2020, estableció los requisitos mínimos para el registro y acreditación de promotores, disponiendo en su artículo 30 la comunicación a las operadoras  mediante acuerdo de la información que deben tener las credenciales, los temas y condiciones generales de los exámenes, las características del registro y cualquier otro aspecto operativo.

8) A tal efecto mediante el presente acuerdo se establece el contenido de las credenciales de los agentes promotores acreditados, las condiciones generales de las evaluaciones y  las características del registro.



POR TANTO:

1. Credenciales de identificación.

Las operadoras de pensiones deberán expedir a sus agentes promotores, previa y debidamente registrados ante la Superintendencia de Pensiones, las correspondientes credenciales de identificación. El carné deberá ser proporcionado por la respectiva operadora y deberá ser firmado por el gerente de la operadora y por el funcionario de la Superintendencia designado al efecto.

Las credenciales deberán contener la siguiente información:

a) Nombre completo.

b) Número de identificación.

c) Número de credencial.

d) Foto reciente tamaño pasaporte.

e) Nombre de la operadora.

f) Firma del Gerente General de la entidad.

g) Fecha de emisión del documento.

h) Fecha de vencimiento.



La credencial de identificación deberá contar con todas las medidas de seguridad necesarias para impedir la alteración de toda la información contenida en ella.

Las operadoras deberán retirar las credenciales inmediatamente, una vez los agentes promotores cesen en el ejercicio de sus funciones.

Las credenciales son intransferibles.

Durante el desempeño de sus labores los agentes promotores deberán identificarse con la credencial referida en este artículo.

El número de credencial de cada agente promotor permanecerá invariable mientras éste se encuentre habilitado para desarrollar sus funciones, independientemente de la operadora para la cual preste sus servicios.





2. Custodia de la documentación

Las operadoras deberán, custodiar los documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa correspondiente durante toda la relación laboral o de servicios. Dentro de esta documentación, debe incluirse los atestados que demuestren el proceso de capacitación superado por cada agente promotor así como las actualizaciones periódicas.

Asimismo deberá mantener actualizada y  a disposición de la Superintendencia de Pensiones la siguiente información y documentación de cada uno de sus promotores:

a. Fecha de nacimiento.

b. Estado civil.

c. Nivel académico (último grado de educación formal aprobado).

d. Dirección particular exacta

e. Número de teléfono particular

f. Número de teléfono de la oficina 	

g. Número de fax 

h. Número de celular

i. Dirección electrónica 



3. Proceso de Evaluación

Corresponderá a la Superintendencia de Pensiones directamente o por medio de un tercero,  evaluar los conocimientos, aptitudes y capacidades técnicas de las personas que se desempeñen como agentes promotores, para lo cual desarrollará planes de evaluación periódicos de los agentes promotores, de conformidad con lo establecidos en el artículo 29 y 30 del Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las Entidades Autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador.  



A tal efecto podrá seleccionar de forma aleatoria una muestra representativa de agentes promotores de cada operadora de pensiones para ser evaluados.



El temario de las pruebas, así como su ejecución, estará disposición de las operadoras de pensiones al menos 20 días hábiles antes de la convocatoria de cada una de las pruebas.


La valoración del conocimiento se realizará de conformidad con una escala porcentual. En los casos en que la evaluación se componga de varias pruebas, la nota de aprobación para cada prueba no podrá ser inferior al mínimo que se establezca por la Superintendencia en cada convocatoria.



Si un promotor no aprueba la evaluación realizada por la Superintendencia de Pensiones, se procederá a su inhabilitación y solamente podrá ser habilitado de nuevo si logra aprobar el examen que en una nueva convocatoria extraordinaria se lleve a cabo. La  prueba extraordinaria será realizada dentro de un plazo de tres meses. contados a partir de la comunicación de la inhabilitación.



La Superintendencia publicará en su página web el resultado de las evaluaciones realizadas a los promotores, de cada una de las operadoras sometidas a dicho proceso.



La Superintendencia publicará en su página web el resultado de las evaluaciones realizadas a los promotores.



4. Impugnación

Podrán interponerse los recursos que establece la Ley General de la Administración Pública la calificación de la prueba recibida



La impugnación deberá acompañarse del debido fundamento que compruebe la procedencia del reclamo.



La Superintendencia de Pensiones publicará en su página web el resultado de las evaluaciones realizadas

Rige a partir del 16 de junio de 2021.
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Superintendencia de Pensiones, al ser las XXX horas del día XXX de XXX de 2020.



CONSIDERANDO:

1) El párrafo segundo del artículo 33 de la ley N° 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias dispone que a la Superintendencia de pensiones, regulará, supervisará y fiscalizará los planes, fondos y regímenes contemplados en esta ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras leyes, y la actividad de las operadores de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las disposiciones de esta ley.

2) De conformidad con el inciso f) del artículo 38 de la norma antes citada, corresponde al Superintendente de Pensiones adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de las funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización establecidas en la ley y la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF).

3) En virtud de lo anterior, la Superintendencia de Pensiones, sometió al CONASSIF para su aprobación el Reglamento de Autorizaciones y Aprobaciones, con el objeto de establecer la definición de los actos sujetos a aprobación y autorización que tiene a cargo la Superintendencia, así como el procedimiento, los requisitos y los plazos que las entidades reguladas y la Superintendencia de Pensiones observarán para solicitar y resolver respectivamente, las solicitudes que al respecto se hagan.

4) El Reglamento de Autorizaciones y Aprobaciones, publicado en el Alcance No. 329 a La Gaceta No. 294 del día 16 de diciembre de 2020, en su esfuerzo por complementar, integrar,  y ordenar la normativa contenida en los distintos acuerdos normativos, necesariamente debe modificar, derogar y en algunos casos incorporar en su texto, disposiciones contenidas en los distintos acuerdos, por lo cual parte del objeto del presente acuerdo es proceder con la derogación parcial o integral de los acuerdos que se indicarán.  

5) A tal efecto se procedió con la revisión de los acuerdos emitidos por el Superintendente de pensiones, a fin de identificar aquellos acuerdos relacionados con los alcances y aspectos regulados en el Reglamento de Autorizaciones y Aprobaciones que deben derogarse, revisión que dio como resultado los siguientes: 

a. El Oficio SP-935-2000 del 11 de setiembre de 2000, relativo al procedimiento que deben seguir las organizaciones sociales  para delegar en una operadora la administración del Fondo de Capitalización Laboral.

b. El Acuerdo SP-A-079 del 14 de agosto de 2006. Acuerdo para que los centros educativos, públicos y privados, impartan el curso de "Técnico en Asesoría y comercialización de planes previsionales".



c. El Acuerdo SP-A-122 del 13 de octubre de 2008.  “Reforma del inciso 3) del  Acuerdo SP-A-079.”



d. [bookmark: _Hlk8303015]El oficio SP-1904-2008, del 11 de agosto de 2008. “Indicaciones para inscripción de promotores”.



e. El oficio SP-357-2009, del 16 de febrero de 2009. “Aclaración de procedimiento que deberá seguirse para el registro de los agentes promotores, ante SUPEN.”



f. Los artículos  4, 5, 6, 7, 8 y 12 del Acuerdo SP-A-139-2010 de las once horas del treinta de abril de 2010. “Acuerdo sobre lineamientos para la aprobación y divulgación de comisiones ordinarias de administración y bonificación de comisiones que pueden aplicar las entidades autorizadas”



g. El artículo 17 del acuerdo SP-A-141 de las once horas del treinta de abril de 2010. “Disposiciones relativas a las modalidades de pensión para el Régimen Complementario de Pensiones de Capitalización Individual”



h. Los artículos  4, 5, 6, 7, 8 y 12  del SP-A-158-2012 de las dieciséis horas del veintisiete de marzo de 2012. “Reforma integral del acuerdo S-A-139, de las once horas del treinta de abril de dos mil diez”.  



i. El Acuerdo SP-A-180 de las diez horas del día tres de marzo de 2015. “Reforma al artículo 3 del Acuerdo SP-A-079, de las 15:00 horas del 14 de agosto de 2006”





POR TANTO:

Único: Se derogan los siguientes disposiciones o acuerdos, según se indica de seguido: 

a. El  apartado 1 del Oficio SP-771-2000 del 10 de agosto de 2000.

b. El Oficio SP-935-2000 del 11 de setiembre de 2000.

c. El Acuerdo SP-A-059 del 04 de enero de 2005.

d. El Acuerdo SP-A-079 del 14 de agosto de 2006. 

e. El Acuerdo SP-A-122 del 13 de octubre de 2008. 

f. El párrafo 2,3 y los incisos 1,2 y 3 del oficio SP-1904-2008, del 11 de agosto de 2008.

g. El párrafo 2 y los incisos 1,2 y 3 del oficio SP-357-2009, del 16 de febrero de 2009.

h. Los artículos  4, 5, 6, 7, 8 y 12 del  Acuerdo SP-A-139-2010 de las once horas del treinta de abril de 2010.

i. El artículo 17 del acuerdo SP-A-141 de las once horas del treinta de abril de 2010.

j. Los artículos  4, 5, 6, 7, 8 y 12 del Acuerdo SP-A-158-2012 de las dieciséis horas del veintisiete de marzo de 2012.

k. El Acuerdo SP-A-180 de las diez horas del día tres de marzo de 2015. 

Rige a partir del 16 de junio de 2021.
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Acta de Corte Plena Nº 032 - 2010 
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Fecha: 08 de Noviembre del 2010

Descriptores/Temas: Auditoría Judicial, Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Sentencias, Salarios, Integrantes del Consejo Superior, Juzgados Electrónicos

ARTÍCULO XXIII


ENTRÓ EL MAGISTRADO CRUZ.


            En sesión N° 14-10 celebrada el 17 de mayo del año en curso, artículo XXIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:


“El Consejo Superior en sesión N° 30-10 celebrada el 25 de marzo del año en curso, artículo XL, tomó el acuerdo que literalmente dice:


"Con oficio N° 265-85-AF-2010 de 17 de marzo en curso, el máster  Walter Jiménez Sorio, Subauditor Judicial, comunicó lo siguiente: 

"En atención a lo acordado por el Consejo Superior en la sesión N° 05-10 celebrada el 19 de enero del 2010, artículo LXX y en virtud del seguimiento de recomendaciones que realiza esta Auditoría sobre el "Informe de la Evaluación de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 2005 y 2007", me permito plantear una serie de consideraciones en torno a la aplicación de las deducciones de ley en el pago por sentencia judicial de diferencias salariales y de jubilación, de la jubilada Eva Solano Calderón:


 


1.  Antecedentes del caso:


 


Por ejecución de sentencia N° 2525, del 30 de junio del 2008, del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, se ordenó al Departamento Financiero Contable el giro de las siguientes sumas, en el expediente N° 96-000771-214-LA de la señora Eva Solano Calderón:


 


Diferencia de anualidades ¢1.943.754,04


Diferencia por jubilación (hasta junio 2005) ¢3.104.522,59


Diferencia por cesantía ¢207.633,07


Diferencia por vacaciones ¢14.927,70


Intereses hasta 30-junio-2005 ¢6.690.382,21


 


En lo que respecta al monto que correspondía cancelar con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, el Departamento Financiero Contable giró la suma de ¢7.045.156,90, correspondiente a diferencias de jubilación (¢3.104.522,59) e intereses (¢3.940.634,31), sin que se aplicaran las deducciones de ley correspondientes, situación que fue advertida al Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José, mediante oficio Nº 7455-TE-2009 del 7 de setiembre del 2009.

 


Mediante oficio N° 13402-TE-2009, del 18 de diciembre del 2009, el Departamento Financiero Contable indicó a esta Auditoría que, el hecho de haber depositado montos brutos en el expediente de la señora Eva Solano, responde a las directrices emitidas por la Dirección Ejecutiva y conforme a lo ordenado por el Despacho Judicial, por corresponder a una sentencia firme, que tiene carácter de cosa juzgada.


 


Por consiguiente, mediante oficio N° 008-002-AF-2010, esta Auditoría advierte al Departamento Financiero Contable la necesidad de realizar el cálculo de las deducciones de ley correspondientes y coordinar a la brevedad posible con el Despacho Judicial respectivo para corregir la situación de comentario y evitar que se realizara de forma incorrecta la orden de giro judicial para la jubilada Solano Calderón.


 


No obstante, el licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, al discrepar del criterio de esta Auditoría, hizo de conocimiento del Consejo Superior el informe de cita, indicando lo siguiente:


 


 "…en cuanto las sumas que se deben girar a los tribunales cuando éstos lo ordenan y se trate de salarios, jubilaciones u otros rubros que en tesis de principio debe aplicársele las cargas sociales. La Dirección estima que la Administración debe girar las sumas que ordene el juzgado correspondiente y advertirle que en lo girado no se ha aplicado suma alguna por concepto de cargas sociales para lo que a bien estime resolver el despacho judicial. Por el contrario, la Auditoría es del criterio que a la suma que se ordena girar a la cuenta del despacho,  se le deben rebajar las cargas sociales, tal y como se le advierte al Departamento Financiero Contable en el oficio 008-002-AF-2010 de la Auditoría antes transcrito."

 


De esta forma, en la sesión del 19 de enero del 2010, artículo LXX, el Consejo Superior dispuso:


 


" 1) Tomar nota de las manifestaciones del Lic. Jones León. 2)  Comunicar al licenciado Ramos Gutiérrez, que la Administración está en la obligación de girar la totalidad del monto que ordenó el despacho judicial, sin ningún rebajo, y efectivamente tal y como lo dispuso la Dirección Ejecutiva, advertir al despacho judicial que  a ese monto no se le han aplicado deducción alguna por concepto de cargas sociales. "

 


Es oportuno mencionar que, mediante oficio N° 1248-309-AF-2009 del 18 de diciembre del 2009, como una medida preventiva, esta Auditoría realizó una advertencia a la Jueza Coordinadora del Juzgado de Seguridad Social, Gabriela Bustamante Segura, quien se encontraba tramitando el caso de la señora Solano, para corregir lo correspondiente a las deducciones de ley.


 


Por lo anterior, mediante escrito de fecha 11 de febrero del 2010, la Licda. Bustamante solicita al Departamento Financiero Contable desglosar el monto neto que le corresponde a la señora Solano, así como las deducciones correspondientes (5% CCSS, 9% aporte al Fondo de Jubilaciones y Pensiones e Impuesto de renta en caso de proceder).


 


Finalmente, es importante mencionar que el hecho de haberse girado un monto bruto (sin que se aplicaran las deducciones de ley) provocó un error en el cálculo de los intereses por girar a la señora Solano, situación que se hizo de conocimiento del Procurador José Armando López Baltodano, encargado del caso en la Procuraduría General de la República, mediante oficio N° 179-71-AF-2010, situación que atrasa el proceso judicial.


 


2. Criterios que sustentan el proceder de la Auditoría Judicial:


 


Tal y como se puede observar en el anexo N° 1, existe jurisprudencia y directrices expresas en casos de similar naturaleza, emitidos por parte de la Contraloría General de la República (quien en su momento devolvió sin refrendo algunas facturas por no contener las deducciones de ley), Auditoría y Corte Plena (sesión del 10 de noviembre del 2003, artículo XII), de los que se extraen criterios para la aplicación de las deducciones de ley sobre los pagos que se ejecutan por sentencias judiciales.


 


En adición a lo anterior, se solicitó criterio a la Asesora Legal de esta Auditoría, Licda. Ana Lía Umaña Salazar, quien mediante oficio N° 06-UJ-2010, del 24 de febrero del 2010, brindó el informe correspondiente (ver anexo N° 2), donde se aclara el concepto de cosa juzgada, se explica la función del agente retenedor y se concluye la importancia de diferenciar dos momentos distintos y determinables con lo cual no se estaría violentando el principio de la cosa juzgada. A continuación se transcriben los aspectos más relevantes del informe:


 


"De acuerdo con el análisis efectuado a los casos en que se ha procedido en forma similar, no encontramos motivo para que se le de un trato diferenciado al caso concreto de la consulta, sobre todo tomando en consideración las obligaciones que el Poder judicial tiene como agente de retención. Ahora bien, en cuanto al tema de la cosa juzgada, es importante mencionar lo siguiente:

 


La cosa juzgada es el efecto propio de las sentencias en firme. Tiene la finalidad jurídica de que los hechos debatidos y definidos ante las autoridades competentes no puedan ser objeto de investigaciones o sanciones posteriores. En otras palabras, impide volver a plantear de nuevo el mismo litigio, ya que la decisión contenida en una sentencia en firme es inmutable  respecto de cualquier proceso  posterior entre las mismas partes (u otras personas afectadas) y sobre el mismo objeto (pretensión procesal). Más claramente la cosa juzgada es la inmutabilidad en cualquier proceso posterior de lo resuelto por la sentencia de fondo, ella constituye en un efecto que se traduce en el respeto y subordinación a lo decidido en un proceso judicial. 


 


[…]


 


Somos del criterio que la sentencia obliga al pago de una suma bruta de dinero, que es clara y que no se cuestiona en ningún caso, pero sí debemos ser concientes de que se debe disponer la aplicación de las deducciones en el monto o porcentaje que corresponda según la ley, por parte del  ente pagador, aspecto que no transgrede ni afecta el efecto de cosa juzgada de la sentencia, el cual fue ampliamente explicado.  Lo anterior por cuanto es claro que esa suma bruta es la que en justicia toca al beneficiario y por consiguiente, como en derecho corresponde, a la misma se le han de aplicar las cargas de ley, y que son el impuesto de renta, las contribuciones a la CCSS, y el aporte al Fondo de Jubilaciones y pensiones judiciales, de conformidad con lo que establece artículo  236 inciso 1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial el cual dispone que de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo, deberá retenerse mensualmente un  9%, o el monto que por un aspecto de necesidad del citado Fondo, deba disponer la Corte. 


 


[…]


 


El agente de retención o de percepción es una  modalidad de responsable, se trata de personas  designadas por ley, que por sus  funciones públicas o por razón de su actividad, oficio o  profesión, intervengan en actos u operaciones en los cuales deban efectuar la retención o percepción del tributo.  La Sala Primera de la Corte en la sentencia  número 41 del 31 de julio de 1984 dispuso que "ciertamente para facilitar la percepción del impuesto el legislador instituyó también al responsable  como sujeto pasivo de la relación tributaria, no obstante ser el contribuyente el que recibe el impacto económico de la carga impositiva, pero no lo tiene como deudor propiamente del impuesto, sino como obligado pagador de una deuda de tercero." 


 


Con lo anterior queda aun más claro que el agente de retención es un obligado pagador de una deuda de un tercero, que en el caso concreto sería el beneficiario de las sumas que la sentencia ordenó pagar. 


 


Como responsables que son, los agentes de retención o de percepción se diferencian de los "contribuyentes" porque son,  "las personas obligadas por deuda tributaria ajena, o sea, que sin tener el carácter de contribuyentes deben, por disposición expresa de la ley, cumplir con las obligaciones correspondientes a éstos." 


 


Concluimos señalando que no se violenta el efecto de cosa juzgada de la sentencia pues estamos ante dos momentos distintos y fácilmente determinables, por un lado, cuando el Juez emite la sentencia en la que se   confiere un derecho a una suma cierta y un segundo momento, que surge cuando una vez nacido el derecho, se genera la  obligación  con el Estado y por ende, la obligación por parte de los agentes de retención de cumplir con lo que la Ley señala respecto de las deducciones que proceda aplicar en atención de aquella obligación."


 


En virtud de lo expuesto en los puntos N° 1 y 2, esta Auditoría solicita al Consejo Superior revisar lo dispuesto en la sesión del 19 de enero del 2010, artículo LXX, respecto a la frase que indica que "la Administración está en la obligación de girar la totalidad del monto que ordenó el despacho judicial, sin ningún rebajo…".

 


Lo anterior, considerando los criterios que sobre el particular se han citado, tanto por parte de ese Consejo, de Corte Plena y de la misma Contraloría General, valorando a su vez, las repercusiones que surgen producto del actuar de la Administración, al girar un monto bruto de una sentencia judicial, ya que con ello se aumenta el riesgo de que por una inadvertencia en el proceso judicial se realicen pagos incorrectos a la parte demandante, respecto a los montos que le correspondan por concepto de diferencias (salariales, jubilación o pensión) e intereses, con lo cual también se podría ocasionar un perjuicio económico a las diferentes entidades a saber: Fondo de Jubilaciones y Pensiones, Caja Costarricense del Seguro Social y Ministerio de Hacienda (en caso de proceder), en caso de que se giren al demandante y no se puedan recuperar.


 


Además, otro de los efectos que se vislumbra es el atraso en el proceso judicial, tal y como se puede observar en el caso de la señora Eva Solano Calderón, con lo cual se afecta la imagen de la institución.


 


Finalmente, considerando la importancia del tema en cuestión y en aras de mejorar la comunicación, esta Auditoría considera conveniente la posibilidad de que se nos convoque para analizar la situación de comentario, con los funcionarios que estime pertinente el Consejo Superior."
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Se acordó: Tomar nota del informe de la Auditoría Judicial y por discrepar esa oficina por las razones que expone del criterio que ha expresado este Consejo en sesión celebrada el 19 de enero último, artículo LXX,  con base en lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley de Control Interno, trasladar las diligencias a la Corte Plena para que lo que a bien estime resolver."

- 0 -


Manifiesta el Magistrado Jinesta: "Tengo una duda. La Ley General de Control Interno y la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, establecen que las diferencias de criterio entre la Auditoría interna y un órgano de la Administración activa le corresponden resolverlas a la Contraloría General de la República. Me gustaría saber señor Presidente, si es que usted me está hablando de otra norma que, expresamente dice que estas diferencias de criterio le corresponden a la Corte y en todo caso quiero una concordancia entre la norma 38 de la Ley de Control Interno y el artículo 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, con relación a esa norma, porque la Ley General de Control Interno es posterior y es una ley especial. Me preocupa que la Corte esté dirimiendo conflictos con criterios de la Auditoría cuando para eso está el órgano de Supervisión y Fiscalización de la Hacienda Pública."


El Presidente, Magistrado Mora, le indica al Magistrado Jinesta: "Me indica la señorita Secretaria General que la interpretación que se ha dado con el análisis de los artículos 37 y 38 de las normas de Control Interno es que, cuando la diferencia de criterio de la Auditoría es en relación con la Corte, resuelve la Contraloría General de la República y cuando lo es entre la Auditoría y el Consejo Superior lo resuelve la Corte, esto en aplicación del artículo 37 de la cita ley."


Prosigue el Magistrado Jinesta: "Con todo respeto a la interpretación, no la comparto, no se de dónde se la sacaron, habría que discutir el asunto aquí en la Corte. Me parece que el Consejo Superior por cuestiones que están diseñadas en la Ley Orgánica del Poder Judicial, incluso en muchas ocasiones agota la vía administrativa y aquí la Corte no tiene nada que decir, salvo que haya un avocamiento, cosa extraordinaria que nunca se da, no se por qué. Hay temor a avocar cuestiones del Consejo Superior de un asunto concreto por la Corte, cuando lo decidan tres o cinco magistrados y lo soliciten a la Corte, pero yo no compartiría ese criterio bajo ningún concepto."


Continúa el Presidente, Magistrado Mora: "Debemos resolver de previo si este planteamiento se lo remitimos al Consejo Superior, indicándole que tiene que plantearlo ante la Contraloría General de la República o entramos a resolverlo."


Consulta el Magistrado Solís: "Entiendo que esto en algún momento se discutió en Corte Plena."


Responde el Presidente, Magistrado Mora: "Este tema no, discutimos otros dos temas en donde había diferente criterio entre la Auditoría y el Consejo."


El Magistrado Solís, agrega: "Me parece que en algún momento recuerdo que el Exmagistrado don Adrián Vargas Benavides había planteado un estudio en donde se había llegado a determinar que era la Corte Plena la que tenía que resolver ese diferendo y lo que iba a la Contraloría era la diferencia de criterio entre Auditoría y Corte Plena, pero eso fue hace años, estaba recién promulgada la Ley General de Control Interno."


Añade el Presidente, Magistrado Mora: "Eso es lo que me dice la señorita Secretaria General, pero no recuerdo bien el antecedente."


Manifiesta la Magistrada León: "Por qué ante las dudas que se han planteado, no le pedimos a nuestro Asesor Jurídico que recopile los antecedentes y que nos dé alguna opinión al respecto, porque de esa manera podemos mantener la posición o cambiarla, si es que el nuevo régimen normativo provoca algún cambio."


Expresa la Magistrada Pereira: "Apoyo la gestión de la Magistrada León, porque aquí hay un aspecto importante que no debemos dejar pasar y es que el Consejo Superior lo que está indicando es que hay una sentencia firme, dictada por un juez de la República y eso es una diferencia con los antecedentes que tenemos, no es un simple diferendo, sino que el Consejo lo que está indicando es: "hay sentencia que hizo cosa juzgado sobre esto" y sería mejor que, efectivamente como lo propone la Magistrada León, el Asesor Legal haga el estudio de todos los antecedentes y nos dé una opinión al respecto."


Previamente a resolver lo que corresponda, se dispuso: Aprobar la propuesta de la Magistrada León, y en consecuencia solicitar al licenciado Carlos Toscano Mora Rodríguez, Asesor Legal de la Secretaría General de la Corte, que sea muy servido en rendir un informe a esta Corte con respecto al tema planteado, tomando en consideración lo expuesto por las señoras Magistradas y los señores Magistrados que hicieron uso de la palabra.


- 0 -


            En la verificada N° 26-10 del 20 de setiembre de este año, artículo XIII, en lo conducente se tomó el acuerdo que literalmente dice:


“[…]


En atención al acuerdo anterior, el licenciado Mora Rodríguez, en su expresado carácter, remite el informe N° 21-2010 de 24 de agosto recién pasado, que literalmente dice: 


"En oficio de esta Secretaría General N° 5173-10 de 9 de junio último, se transcribe el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 14-10 celebrada el 17 de mayo del año en curso, artículo XXIII, en el que se acordó solicitar a esta Asesoría Legal que rindiera un informe relativo al tratamiento que se le debe brindar a las discrepancias de criterio que surjan entre el Consejo Superior y la Auditoría Judicial, conforme las disposiciones de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, N° 7428 del 7 de setiembre de 1994; y la Ley General de Control Interno, N° 8292 del 31 de julio de 2002. A esta solicitud también se adiciona lo requerido en al artículo XXV de la citada sesión de Corte.

En cumplimiento a lo ordenado por la Corte en los acuerdos de cita, procedo a informar lo siguiente: 

I.- NORMAS DE LA LEY ORGÁNICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y DE LA LEY GENERAL DE CONTROL INTERNO RELATIVAS AL TEMA.


Los artículos 36,  37 y 38 de la Ley General de Control Interno expresan:


"Artículo 36.-Informes dirigidos a los titulares subordinados. Cuando los informes de auditoría contengan recomendaciones dirigidas a los titulares subordinados, se procederá de la siguiente manera:


a) El titular subordinado, en un plazo improrrogable de diez días hábiles contados a partir de la fecha de recibido el informe, ordenará la implantación de las recomendaciones. Si discrepa de ellas, en el transcurso de dicho plazo elevará el informe de auditoría al jerarca, con copia a la auditoría interna, expondrá por escrito las razones por las cuales objeta las recomendaciones del informe y propondrá soluciones alternas para los hallazgos detectados.


b) Con vista de lo anterior, el jerarca deberá resolver, en el plazo de veinte días hábiles contados a partir de la fecha de recibo de la documentación remitida por el titular subordinado; además, deberá ordenar la implantación de recomendaciones de la auditoría interna, las soluciones alternas propuestas por el titular subordinado o las de su propia iniciativa, debidamente fundamentadas. Dentro de los primeros diez días de ese lapso, el auditor interno podrá apersonarse, de oficio, ante el jerarca, para pronunciarse sobre las objeciones o soluciones alternas propuestas. Las soluciones que el jerarca ordene implantar y que sean distintas de las propuestas por la auditoría interna, estarán sujetas, en lo conducente, a lo dispuesto en los artículos siguientes.


c) El acto en firme será dado a conocer a la auditoría interna y al titular subordinado correspondiente, para el trámite que proceda.


Artículo 37.-Informes dirigidos al jerarca. Cuando el informe de auditoría esté dirigido al jerarca, este deberá ordenar al titular subordinado que corresponda, en un plazo improrrogable de treinta días hábiles contados a partir de la fecha de recibido el informe, la implantación de las recomendaciones. Si discrepa de tales recomendaciones, dentro del plazo indicado deberá ordenar las soluciones alternas que motivadamente disponga; todo ello tendrá que comunicarlo debidamente a la auditoría interna y al titular subordinado correspondiente.


Artículo 38.-Planteamiento de conflictos ante la Contraloría General de la República. Firme la resolución del jerarca que ordene soluciones distintas de las recomendadas por la auditoría interna, esta tendrá un plazo de quince días hábiles, contados a partir de su comunicación, para exponerle por escrito los motivos de su inconformidad con lo resuelto y para indicarle que el asunto en conflicto debe remitirse a la Contraloría General de la República, dentro de los ocho días hábiles siguientes, salvo que el jerarca se allane a las razones de inconformidad indicadas.


La Contraloría General de la República dirimirá el conflicto en última instancia, a solicitud del jerarca, de la auditoría interna o de ambos, en un plazo de treinta días hábiles, una vez completado el expediente que se formará al efecto. El hecho de no ejecutar injustificadamente lo resuelto en firme por el órgano contralor, dará lugar a la aplicación de las sanciones previstas en el capítulo V de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, N° 7428, de 7 de setiembre de 1994".


En cuanto a lo que se entiende por el término "jerarca" contenido en las normas transcritas, el artículo 2 del citado cuerpo legal lo define como el "… superior jerárquico del órgano o del ente; ejerce la máxima autoridad dentro del órgano o ente, unipersonal o colegiado (…)". Sobre el particular, es preciso recordar que conforme lo dispone el artículo 156 de la Constitución Política:"La Corte Suprema de Justicia es el tribunal superior del Poder Judicial, y de ella dependen los tribunales, funcionarios y empleados en el ramo judicial, sin perjuicio de lo que dispone esta Constitución sobre servicio civil".


Por otra parte, el artículo 26 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, establece lo siguiente:


"Artículo 26.-Potestad sobre auditorías internas. La Contraloría General de la República fiscalizará que la auditoría interna de los entes y órganos sujetos a su competencia institucional, cumpla adecuadamente las funciones que le señala el ordenamiento jurídico que la regula; coordinará, como mínimo, una actividad anual para fortalecer su gestión. El resultado de dichas fiscalizaciones deberá ser informado directamente al jerarca de la institución y al auditor interno, quienes estarán obligados a tomar las medidas necesarias para su acatamiento o, en su defecto, a plantear su oposición, dentro de un plazo máximo de quince días hábiles.

Presentada la oposición, la auditoría interna dispondrá de un plazo máximo de treinta días hábiles, contados a partir del recibo del informe de la Contraloría, para fundamentar debidamente su oposición.


Recibida la fundamentación de la oposición, la Contraloría General de la República tendrá un plazo máximo de treinta días hábiles para resolver el conflicto planteado y deberá notificar, de inmediato, al ente u órgano discrepante, lo resuelto en este asunto.


(Así reformado por el inciso a) del artículo 45 de la ley N° 8292 de 31 de julio del 2002, Ley de Control Interno) 


II.- ANTECEDENTES DE LA CORTE PLENA SOBRE EL TRATAMIENTO DE LAS DISCREPANCIAS DE CRITERIO ENTRE EL CONSEJO SUPERIOR Y LA AUDITORÍA JUDICIAL.


a) Sesión N°50-02 celebrada el 4 de noviembre de 2002, artículo XX.-


En esta sesión la Corte, a solicitud del Consejo Superior (sesión celebrada el 17 de setiembre de 2002), analizó el término "jerarca máximo" referido en la Ley General de Control Interno. En esa oportunidad se aprobó el informe presentado por el magistrado Solís y por el exmagistrado Vargas, el cual expresa:


 


"La Ley de Control Interno, número 8292 de 31 de julio de 2.002, determina el fortalecimiento de los mecanismos internos de control del manejo de los fondos públicos en los diferentes ámbitos de la Administración. En lo que atañe a este informe, el artículo 2° inciso a) de la Ley define a la "Administración activa" en la siguiente forma: "...desde el punto de vista funcional, es la función decisoria, ejecutiva, resolutoria, directiva u operativa de la Administración. Desde el punto de vista orgánico es el conjunto de órganos y entes de la función administrativa, que deciden y ejecutan; incluyen al jerarca, como última instancia." El inciso c) define al jerarca como "...superior jerárquico supremo del órgano o ente y quien ejerce la máxima autoridad dentro del órgano o ente, unipersonal o colegiado."


La importancia de las anteriores definiciones reside en el hecho de que la Ley en cuestión determina una serie de competencias a favor del jerarca, en lo que se refiere a los mecanismos internos de control. Así, por ejemplo, el artículo 10 dispone que "Serán responsabilidad del jerarca y del titular subordinado establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento." Lo anterior es desarrollado en el artículo 12, al conferir al jerarca las funciones de velar por el adecuado desarrollo de la actividad de la Administración a su cargo; tomar de inmediato las medidas correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o irregularidades; analizar e implantar, de inmediato, las observaciones, recomendaciones y disposiciones formuladas por la auditoría interna, la Contraloría General de la República, la auditoría externa y las demás instituciones de control y fiscalización que correspondan; asegurarse de que los sistemas de control interno cumplan al menos con las características definidas en la Ley; presentar un informe de fin de gestión y realizar la entrega formal del ente o el órgano a su sucesor, de acuerdo con las directrices emitidas por la Contraloría General de la República y por los entes y órganos competentes de la administración activa. Adicionalmente, el numeral 24 dispone que el auditor y subauditor internos dependerán orgánicamente del máximo jerarca, quien los nombrará y establecerá las regulaciones de tipo administrativo que les serán aplicables a dichos funcionarios. El auditor, por su parte, podrá dirigir informes de auditoría al jerarca, quien deberá ordenar al titular subordinado que corresponda, en un plazo improrrogable de treinta días hábiles contados a partir de la fecha de recibido el informe, la implantación de las recomendaciones o bien ordenar las soluciones alternas que motivadamente disponga. (Artículo 37)


En el caso del Poder Judicial, es claro que las competencias antes mencionadas fueron asignadas por al Ley 8292 a quien ostente la calidad de "jerarca de la administración activa" de este Poder. Al respecto, la Constitución Política dispone en su artículo 156 que "... la Corte Suprema de Justicia es el tribunal superior del Poder Judicial, y de ella dependen los tribunales, funcionarios y empleados en el ramo judicial, sin perjuicio de lo que dispone esta Constitución sobre servicio civil." Dicha norma es desarrollada en la Ley Orgánica del Poder Judicial (número 7333 de 5 de mayo de 1.993), la cual contempla básicamente dos órganos dotados de competencias administrativas de alto rango: la Corte Suprema de Justicia y el Consejo Superior del Poder Judicial. Así, el artículo 67 dispone que el Consejo es "...un órgano subordinado de la Corte Suprema de Justicia y le corresponde ejercer la administración y disciplina de ese Poder,..." Por su parte, el artículo 81 inciso 1) de la Ley determina que el Consejo debe: "Ejecutar la política administrativa del Poder Judicial, dentro de los lineamientos establecidos en la Corte Suprema de Justicia."


La relación existente entre el Consejo Superior y la Corte Suprema de Justicia es detallada en el artículo 81, según el cual: "Sin perjuicio del derecho de avocamiento de la Corte Suprema de Justicia, cuando el Consejo resuelva aspectos de carácter administrativo, su pronunciamiento agota la vía administrativa,..." Para comprender el alcance de esta disposición, resulta necesario leerla a la luz de lo dispuesto en el artículo 59, que da a la Corte, entre otras competencias, la de "Avocar el conocimiento y la decisión de los asuntos de Competencia del Consejo Superior...Desde que se presenta la solicitud de avocamiento, se suspende la decisión por parte del Consejo Superior...el agotamiento de la vía administrativa se dará con la comunicación del acuerdo final de la Corte..."


Las normas antes transcritas o citadas, conducen a la conclusión de que la Corte Suprema de Justicia es el jerarca máximo de la administración activa del Poder. El poder de avocación con que cuenta la Corte respecto de los actos del Consejo Superior es amplio, y le permite hacerse del conocimiento de cualquier tipo de asunto, suspender su tramitación en el Consejo y dictar un acto capaz de agotar la vía administrativa. En consonancia con lo establecido en el artículo 102 inciso e) de la Ley General de la Administración Pública, dicha atribución es propia únicamente del jerarca respecto de su subordinado. Lo anterior lleva necesariamente a concluir que las atribuciones asignadas por la Ley número 8292 al jerarca, deben ser entendidas como dadas a la Corte Suprema de Justicia, en consecuencia, fue derogado en lo conducente el artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto dicha norma disponía expresamente que la Auditoría Interna del Poder Judicial dependía del Consejo Superior. Como se dijo, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 8292, el jerarca de dicho órgano pasa a ser la Corte Suprema de Justicia". (El énfasis es suplido).-

b) Sesión N° 51-02 celebrada el 11 de noviembre de 2002, artículo XVI.-


Teniendo como antecedente el acuerdo anterior, en oficio N° 823-33-UJ-2.002, del 1° de noviembre de 2002, el Licenciado Hugo Esteban Ramos Gutiérrez, Auditor Judicial, con base en un informe preparado por la asesora jurídica de ese departamento, le indica a la Corte que: "(…) los informes que emita esta Auditoría seguirán enviándose al Consejo Superior y a los titulares subordinados, dependiendo de la importancia de éstos. No obstante, en los casos en que exista diferencia de criterio, en relación con el Consejo Superior, la Ley promueve la posibilidad que la Corte Plena sea la que resuelva esa diferencia, en tanto se disponga que este despacho dependerá orgánicamente de la Corte Plena como máximo jerarca del Poder Judicial (artículo 24 de la Ley General de Control Interno).


Sobre el particular, en esa sesión se discute y aprueba lo siguiente:


"Expresa el Presidente, Magistrado Mora: "Me parece que lo correcto es lo que primero se señala, es decir, que los informes que emita la Auditoría deben continuar enviándose al Consejo Superior y no propiamente a esta Corte. La gran mayoría de esos informes se refieren a asuntos puramente de acción de la administración y no propiamente de gobierno."


El Magistrado Solano indica: "Me gustaría que el Magistrado Solís o el Magistrado Vargas nos ilustraran un poco. Pero, hasta donde recuerdo el informe que se rindió en la sesión anterior era que la Corte Plena es el máximo jerarca para los efectos de la nueva Ley de Control Interno. Entonces, sería muy raro que esos informes, sobre todo si tienen que ver con mal funcionamiento del Poder Judicial, no vayan al jerarca sino a otro órgano. Habría que pensarlo muy bien."


El Presidente, Magistrado Mora agrega: "Lo que me pareció era que en el caso, era propiamente de seguimiento del resultado de los informes. Lo que creía es que si esta Corte se va a dedicar también al estudio detallado de los informes, cuando generalmente se reciben dos o tres informes por semana de la Auditoría, eso tomará una gran cantidad de tiempo de estas sesiones para analizar esos temas. Lo que me pareció era que el encargado de darle seguimiento a ellos debe ser el Consejo. Una vez que el Consejo estime de que no ha habido cumplimiento de parte de quienes está dirigido, pues entonces sí, que el Consejo se dirija a esta Corte, pero si realizamos esa labor, que me parece que es propiamente administrativa, de lograr el cumplimiento de los informes de la Auditoría, muy probablemente nos vamos a llenar aquí de estos informes y quién sabe si podemos realizar la labor efectiva que se pretende con ellos."


El Magistrado Solís expresa: "El documento que nos pone en conocimiento el señor Auditor Judicial, elaborado por una de sus asesoras legales, en el párrafo tercero lo leo con otra perspectiva, de que es que independiente, porque este documento fue elaborado antes de que la Corte conociera el estudio hecho por el señor Magistrado Adrián Vargas y mi persona, de que hasta tanto eso no se hubiese resuelto, cosa que ya fue resuelta la semana pasada, la Auditoría comunicaría a la Corte Plena aquellos temas en donde haya contradicción u oposición con el Consejo Superior Judicial, para que sea la Corte la que venga a resolver esa diferencia, pero ya como se aprobó el informe elaborado en donde llegamos a concluir que la Auditoría está jerárquicamente dependiente de la Corte Plena, por ser este el máximo jerarca administrativo del Poder Judicial, ya esa distribución que señalaba aquí este criterio de la asesoría legal de la Auditoría, no tendría aplicación. Así lo leo, no sé si ustedes le dan una lectura distinta, dice: "La ley promueve la posibilidad de que la Corte Plena sea la que resuelva esa diferencia." ¿Cuál diferencia? "Cuando el Consejo Superior tienen apreciaciones distintas sobre un tema correspondiente, en tanto se disponga que este despacho dependerá orgánicamente de la Corte Plena", o sea con una condición resolutoria, ya hemos dispuesto que la Auditoría va a depender de la Corte Plena, por lo tanto en base a esa ubicación jerárquica que va a tener ella de nosotros, debe presentar los informes a esta Corte. Esa es la lectura que yo le doy, tomando en cuenta que yo me reuní antes de conocer de este documento con la Asesoría Legal de la Auditoría en esa orientación es como ellos podrían interpretar el tema, todavía la Corte no había resuelto el informe presentado por nosotros, pero en vía de principio me parece que sería contradictorio de que una Auditoría que depende directamente de la Corte no le presente los informes de los auditorajes, por más simples y por más de la diaria gestión del quehacer administrativo de la Corte, suponga en esos estudios a su jerarca que es la Corte Plena."


El Presidente, Magistrado Mora adiciona: "Yo, casualmente ese párrafo mismo que lee el Magistrado Solís, lo leo con un contenido diferente, dice: "Lo anterior se puede inferir que la mayor parte de los informes que emite esta Auditoría seguirán enviándose al Consejo Superior y a los titulares subordinados dependiendo de la importancia de estos." Es decir, que es acá donde se envían y dice: "No obstante en los casos en que exista diferencia de criterio.", es decir, cuando el Consejo no esté de acuerdo con la Auditoría, en relación con el Consejo: "la ley promueve la posibilidad de que la Corte sea la que resuelva la diferencia, por ser casualmente el máximo jerarca del Poder Judicial", de esa manera es que lo interpreto y la Corte se reservaría entonces en los casos para conocer de aquellos casos en donde hay incumplimiento y donde hay una diferencia de criterio, por eso fue que a mí me pareció que bien podríamos disponer entonces que es al Consejo al que se le siguen, en primera instancia, enviando los informes de la Auditoría, pero si hay duda al respecto, podríamos pedir una aclaración a la abogada asistente del despacho. Me parece que resulta claro lo que dice aún con el acuerdo de la sesión anterior."


El Magistrado Arguedas expresa: "Me parece razonable lo que dice el Magistrado Mora, solamente agregaría que evidentemente el Consejo Superior teniendo conocimiento de los informes de Auditoría debe trasladar a la Corte aquello que le parezca que da para el ejercicio de competencias de la Corte, o que conviene que la Corte conozca de esos informes. Solamente eso le agregaría yo."


El Magistrado Vargas agrega: "Cuando se legisla señalando quienes son los jerarcas de las instituciones, y no se piensa necesariamente que se está legislando en relación con el Poder judicial, ocurren ese tipo de cosas. En buena lógica quien debiera ser es el Consejo, pero bueno se hace un análisis de carácter jurídico que elaboramos el Magistrado Solís y yo, y concluimos y así lo aprobó la Corte, el jerarca máximo del Poder Judicial es la Corte Suprema de Justicia. Creo que ser jerarca significa responsabilidad y eso no puede escapar al criterio de quienes integramos este órgano colegiado, de manera que sin perjuicio de que la Auditoría envíe copia de los informes al Consejo para lo de su cargo, nosotros debemos también conocer los informes y asumir las responsabilidades por que si se es el jerarca se es el responsable."


Recibida la votación correspondiente, se acordó: Que los informes que remite la Auditoría Judicial, sean conocidos por esta Corte de conformidad con lo resuelto en sesión del 4 del mes en curso, en el que se dispuso que la Corte Suprema de Justicia es el superior jerárquico del Poder Judicial. Así votaron los Magistrados Solís, Aguirre, Villanueva, Rojas, van der Laat, González, Castro, Arroyo, Solano, Vargas, Armijo y los suplentes Parajeles, Ortiz y Milano.


El Magistrado Solano, razonó su voto: "Tengo dos razones: la primera es, que no puede depender de la Auditoría establecer cuáles informes son importantes y cuáles no, para que escoja a quien enviar y la segunda es, que tampoco podemos quedar sujetos a que el Consejo Superior decida que asuntos eleva a la Corte y que no, la inseguridad sería tremenda por eso yo me remito al acuerdo que ya se tomó".


Los Magistrados Mora, Montenegro, Rivas, Ramírez, Chaves, Arguedas y la suplente Rodríguez, emitieron su voto en el sentido de que los citados informes sean conocidos por el Consejo Superior. (El énfasis es suplido)


c) Sesión N° 08-03 celebrada el 3 de marzo de 2003, artículo IV.-


El Consejo Superior, en sesión celebrada el 21 de enero del año en curso, artículo LXIX, acordó solicitar a la Corte Plena reconsideración del acuerdo tomado en la sesión N° 51-2002, celebrada el 11 de noviembre del 2002, artículo XVI, concretamente en cuanto dispuso que los informes que remita la Auditoría Judicial serán conocidos solamente por la Corte. Lo anterior, con base en las siguientes consideraciones:


"1.- Para este Consejo es claro que, conforme lo analizaron y expusieron los señores Magistrados Solís Zelaya y Vargas Benavides, el máximo jerarca de la administración activa del Poder Judicial es la Corte Suprema de Justicia.-

2.- También es claro que como consecuencia de lo anterior, se dio la derogatoria tácita del artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que establece la dependencia del Departamento de Auditoría respecto de este Consejo Superior.-

3.- Sin embargo, el que la Corte Plena sea el máximo jerarca de la administración activa del Poder Judicial y de que el artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Judicial haya sido derogado (tácitamente), no implica necesariamente que deba (deber-obligación) conocer de todos los informes que elabore la Auditoría Judicial, pues interpretarlo así se considera: a) contrario a lo que sobre el particular regula la misma Ley General de Control Interno; por supuesto, sin desconocer que pueda (potestativo) hacerlo (por el derecho de avocamiento) y b) contrario con un aspecto histórico-real que motivó, entre otros, la promulgación de la Ley N° 7333 para modificar la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 8 de 29 de noviembre de 1937 y sus reformas.-

a.             Contrario a lo que sobre el particular regula la misma Ley General de Control Interno; por supuesto, sin desconocer que pueda (potestativo) hacerlo (por el derecho de avocamiento).- 


Bien lo señalaron los señores Magistrados informantes: la Ley General de Control Interno en su artículo 2°, inciso a), define la "Administración activa" desde dos puntos de vista: i) Funcional, "…es la función decisoria, ejecutiva, resolutoria, directiva u operativa de la Administración.", y ii) Orgánico, "…conjunto de órganos y entes de la función administrativa, que deciden y ejecutan; incluyen al jerarca, como última instancia.", y aquí interpretamos, "incluyen al jerarca como última instancia" pero no excluyen a otros órganos, que para el caso particular del Poder Judicial, verbigracia, este Consejo Superior, el legislador dentro un mismo cuerpo normativo (Ley Orgánica del Poder Judicial) le estableció competencias específicas adicionales y diferentes a las que le otorgó a la Corte, incluso, con capacidad de agotar la vía administrativa, por lo que legalmente no se establece la obligatoriedad de que la Auditoría interna remita todos sus informes de manera exclusiva a la Corte Plena. Nótese que por sí sola la Ley General de Control Interno hace esa distinción, y que precisamente es el fundamento de esta reconsideración.


Es así como el párrafo segundo del artículo 35 "Materias sujetas a informes de auditoría interna.", expresamente señala:


"…Los hallazgos, las conclusiones y recomendaciones de los estudios realizados por la auditoría interna, deberán comunicarse oficialmente, mediante informes al jerarca o a los titulares subordinados de la administración activa, con competencia y autoridad para ordenar la implantación de las respectivas recomendaciones. …" (El subrayado y la negrilla no son del original)


La ley no solo establece esa diferencia, es decir, la potestad de la Auditoría interna de remitir los informes al jerarca o a los titulares subordinados, sino que además reglamenta el trámite que deben seguir los informes según sean dirigidos "a los titulares subordinados" (Artículo 36) o "al jerarca" (Artículo 37), incluso, establece -como medida extrema- la posibilidad de que la Auditoría interna plantee ante la Contraloría General de la República su inconformidad con lo resuelto en última instancia por el jerarca (Artículo 38 en relación con los artículos 36, parte final del inciso b) y con el 37), sea porque éste haya conocido (como segunda instancia administrativa) de una discrepancia entre un titular subordinado y la Auditoría interna, o porque haya conocido de un informe que la Auditoría interna le remitió directamente.-


Este Consejo también tiene claro la relación que se da con la Corte Plena, motivada de la relación de los artículos 59 y 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concretamente en cuanto al "derecho de avocamiento de la Corte Suprema de Justicia", que justifica aún más el que -efectivamente- la Corte es el jerarca máximo de la Administración activa del Poder Judicial. Sin embargo, considerar en virtud de ese "derecho" que la Corte Plena deba conocer de todos los informes de la Auditoría Judicial; conocimiento que efectivamente puede (potestativo) tener, pero que de ejercerlo tendría que ser bajo las particulares condiciones que la misma norma (Artículo 59, inciso 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial) establece, pues de lo contrario, se podría presentar -salvo mejor criterio- un traslado de competencia improcedente, porque la avocación lo que permite es un cambio de la competencia del inferior al superior para que este conozca -antes de que el primero vaya a resolver- en última y única instancia. Lo importante -condición sine qua non- para que el superior pueda (facultado legalmente para ello) disponer ese cambio de competencia, es que el inferior -en nuestro caso diríamos el órgano competente- no haya resuelto o conocido del asunto de su competencia.-


Necesariamente, para el caso del Poder Judicial, partiendo de su estructura orgánica y competencial establecidas por ley, es indispensable remitirnos a los efectos prácticos del cómo proceder por parte de la Auditoría interna en ejecución de las competencias e independencia funcional y de criterio que la Ley General de Control Interno le otorga, "…respecto del jerarca y de los demás órganos de la administración activa." Para ello es conveniente retomar nuevamente lo ya manifestado en cuanto a que dicha ley definió a la Administración activa desde dos puntos de vista:


"…i) Funcional, "…es la función decisoria, ejecutiva, resolutoria, directiva u operativa de la Administración.", y ii) Orgánico, "…conjunto de órganos y entes de la función administrativa, que deciden y ejecutan; incluyen al jerarca, como última instancia.", y aquí agregamos, "incluyen al jerarca como última instancia" pero no excluyen a otros órganos, que para el caso particular del Poder Judicial, verbigracia, este Consejo Superior, al que el legislador dentro un mismo cuerpo normativo (Ley Orgánica del Poder Judicial) le estableció competencias específicas adicionales y diferentes, a las que le otorgó a la Corte, incluso con capacidad de agotar la vía administrativa.- …"


Asimismo, que dicha ley define al "Jerarca" como "superior jerárquico del órgano o del ente; ejerce la máxima autoridad dentro del órgano o ente, unipersonal o colegiado.", es decir, enmarcada desde el punto de vista orgánico de la Administración activa, y define al "Titular subordinado" como "funcionario de la administración activa responsable de un proceso, con autoridad para ordenar y tomar decisiones.".

Entonces, partiendo de la particularidad del Poder Judicial, en que además del Jerarca (Órgano colegiado-Corte Plena), dentro de su estructura administrativa organizacional existe otro órgano colegiado (este Consejo) con competencias definidas por ley y con capacidad de agotar la vía administrativa cuando resuelva aspectos de carácter administrativo, cuyas resoluciones sólo tendrán recurso de reconsideración, debe establecerse que la remisión de esos informes al Jerarca o titular subordinado, lo será en función de la competencia de los órganos (Corte Plena, Consejo Superior, Dirección Ejecutiva y los Departamentos administrativos). El considerar a este Órgano como "Titular subordinado" en asuntos que son -por disposición del legislador- de su competencia, podría generar erróneamente el traslado, para conocimiento y resolución de la Corte Plena, de asuntos que no le competen (con la excepción del derecho de avocamiento), motivándose con ello un traslado de competencia improcedente. Es así que se considera que los artículos 36 y 37 de la Ley General de Control Interno, deben aplicarse, para el caso de este Poder de la República, desde el punto de vista competencial respecto de todas aquellas dependencias que por disposición legal, reglamento o acuerdo de Corte Plena, dependan de este órgano, sin que ello implique desconocer que la Corte Suprema de Justicia; Corte Plena como órgano administrativo, es el jerarca de la Administración activa del Poder Judicial. Nótese en este aspecto medular, que la misma Ley en su artículo 11 prevé la desconcentración de competencias, que en sus efectos, en el Poder Judicial se da -no por esa figura- sino por, se reitera, la existencia de al menos dos órganos diferentes (Corte Plena y Consejo Superior) y con competencias legalmente establecidas.-


Al respecto, es importante reseñar lo manifestado por don Eduardo Ortiz Ortiz, en su tesis de Derecho Administrativo II (bajo el cuidado y actualización de Aldo Milano S., Editorial Stradtmann, S.A., San José, 2000, págs. 18-21), sobre los criterios de clasificación de la competencia, concretamente el criterio denominado de "Exclusividad y concurrencia" que "…trata de la relación de los órganos entre sí, o, mejor dicho, de la relación entre sus competencias. …" y particularmente en cuanto a la "competencia exclusiva", señala la posibilidad de que la ley modifique a texto expreso la situación de la jerarquía normal y ordinaria, surgiendo 2 hipótesis, una donde la ley le confiere al superior en forma expresa la potestad de revisar los actos del inferior, lo que lo limita a un mero contralor de los actos del inferior y la otra donde


"…ii) Es posible que la ley otorgue expresa e inequívocamente la calidad de actos definitivos, que agotan la vía administrativa, a los actos del inferior. En este caso, a la inversa de lo ocurrido en el anterior, hay potestad de dar órdenes y se mantiene la verdadera jerarquía, pero no hay potestad de revisión en el superior, ni de oficio ni por la vía del recurso. Los actos de inferior resuelven definitivamente el asunto y contra los mismos solo resta la utilización del contencioso administrativo. Esto coincide, según algunos, con la desconcentración (VALLINA VELARDE). …"


Finaliza el autor señalado que "…La importancia de esta clasificación reside en la determinación de los poderes del superior frente al inferior, dentro de la escala orgánica administrativa.".


- * -


Retomando el aspecto práctico del cómo puede proceder la Auditoría interna, y aclarando que la ley señala la dependencia orgánica del Auditor y Subauditor (si lo hubiera) respecto de la Corte Plena -como máximo jerarca (Artículo 24)-; pero que en el ejercicio de su función, tanto ellos cuanto el personal de la Auditoría, la ejercerán con total independencia funcional y de criterio respecto del jerarca y de los demás órganos de la administración activa (Artículo 25), es que se fundamenta aún más la posición de que no necesariamente deba el jerarca conocer de todas las conclusiones y recomendaciones de los estudios realizados por la Auditoría interna.-


b) Contrario con un aspecto histórico-real que motivó, entre otros, la promulgación de la Ley N° 7333 para modificar la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 8 de 29 de noviembre de 1937 y sus reformas.-


Sobre este particular, es importante retomar la presentación que, "de la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial", N° 7333, que en su artículo 1° modificó la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 8 de 29 de noviembre de 1937 y sus Reformas, realizaron el hoy Presidente de la Corte, Magistrado Mora Mora, el señor Magistrado González Álvarez y los señores exmagistrados Piza Escalante (q.d.D.g.) y Arias Arias, al señalar


"…Era realmente lamentable observar como los Magistrados que componían la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con las disposiciones de la Ley Orgánica cuya vigencia finalizó en 1993, debían dedicar la mayor parte de su tiempo a las cuestiones administrativas, resolviendo desde los asuntos más complejos y delicados, hasta los asuntos más simples y de poca trascendencia. Esa situación sustrajo a los más altos jueces de la República de los asuntos jurisdiccionales, con todas sus implicaciones, lo que ameritaba correctivos. Además, en 1989 al aumentar el número de Magistrados de 17 a 22, la toma de decisiones administrativas en el seno de la Corte se complicó, al no constituir un órgano administrativo de carácter ejecutivo. …"


"…La Corte Plena se reserva las funciones de gobierno, en virtud de que el artículo 156 de la Constitución Política la establece como el órgano superior administrativo del Poder Judicial, pero se le sustraen todas las funciones de administración del caso concreto. Con ello se descarga a los Magistrados de la función puramente administrativa, permitiéndoles no sólo dedicar más horas a resolver los asuntos que conocen las Salas en las que han sido asignados, sino -función igualmente importante- poder dedicarse a la elaboración de una real y efectiva política judicial, que permita terminar con el "cortoplacismo" y diseñar la estrategia necesaria para que el Poder Judicial pueda responder oportunamente a las necesidades que la evolución de nuestra sociedad le plantea. …"

"…Esta Ley Orgánica da el siguiente paso al trasladar de la Corte al Consejo Superior del Poder Judicial la función administrativa, pero reservándole la función de gobierno, es decir el dictado de políticas generales y reglamentarias, por ser la Corte el órgano superior del Poder Judicial de acuerdo con nuestra Constitución. Con lo anterior se adoptó el criterio del Dr. Eduardo Ortiz Ortiz, quien en una intervención en "Foro" del Periódico La Nación, titulado "Una Reorganización de la Justicia", expresó que "…De esas tres funciones, la Corte Suprema de Justicia y sus integrantes sólo deben tener una: la de fallar los recursos de casación; las otras dos deben asignarse a órganos distintos incompatibles…" En síntesis, con esa nueva legislación se distingue muy claramente entre las funciones constitucionales, las tareas administrativas y las relativas a la casación en las diferentes áreas del Derecho. …"

La Corte, al resolver la reconsideración planteada por el Consejo Superior, dispuso lo siguiente:


"El Magistrado Vargas indica: "Voy a votar por mantener lo resuelto, pero me surge una duda en el evento de que se atienda la gestión del Consejo y es, si eso releva las responsabilidades de la Corte Plena en cuanto a esa materia."


El Presidente, Magistrado Mora, manifiesta: "He estado votando en el sentido contrario al del Magistrado Vargas y a mí me parece que la Corte siempre tiene la posibilidad del avocamiento que está establecido. Al igual que aquí lo señala el Consejo, me parece que hemos ido en el sentido de que el Consejo Superior conozca de aquellos asuntos que son propiamente administrativos. Considero que esta es una función propiamente administrativa, en que la Corte en el caso en que tenga algún interés podría avocarse al tema. Al igual como lo señaló el Auditor en una de sus notas, éste bien podría recurrir a esta Corte para que en los casos de extrema gravedad sea la Corte la que lo conozca."


Agrega el Magistrado Vargas: "Estoy de acuerdo. Pero para que la Corte se avoque tendría que conocer el asunto. ¿Cómo sabríamos qué asuntos avocar?"


Adiciona el Presidente, Magistrado Mora: "A mí entender eso fue lo que nos señaló el Auditor cuando él estimaría que es un caso de extrema gravedad que debe ser conocido por la Corte. De esa manera estaría la Corte informada. También entiendo que sería obligación tanto del Vicepresidente como mía en los casos en que veamos que el asunto es grave pues traerlo de previo a conocimiento de esta Corte para que tenga la posibilidad de avocamiento."


Expresa el Magistrado Vega: "Pienso que en una materia como esta, teniendo la ventaja de que el Presidente de la Corte es el Presidente del Consejo, la Corte tendría dos vías o dos posibilidades de conocer este tipo de asuntos por la importancia o por la gravedad, ya sea como lo indica el Magistrado Mora porque el Auditor directamente lo envía aquí o porque el propio Presidente del Consejo y de la Corte determine la importancia o la gravedad y considere que el asunto debe ser conocido por la Corte. Pienso que existen esas dos posibilidades de poder involucrarnos nosotros como Órgano en el conocimiento de este tipo de asuntos cuando realmente lo ameriten, y pienso que eso haría más viable el funcionamiento de la Corte desligándola de algunos temas que son administrativos y que normalmente no tienen mayor importancia."


El Magistrado Solís señala: "Creo que el tema es claro. Tal vez lo que ha fallado es un poco la interpretación o entendimiento que hayamos podido tener de lo definido. Lo que en su momento se resolvió es que orgánicamente la Auditoría Judicial está subordinada a la Corte Plena, entendido que la Corte Plena es el máximo jerarca del Poder Judicial. Y, se dijo en ese informe que orgánicamente hay una dependencia de la Auditoría Judicial frente a la Corte Plena. Pero, el mismo Auditor había manifestado que no todos los informes que él elabora en ejercicio de sus competencias legales deben ser remitidos a la Corte Plena. Y, en alguna ocasión aquí se había dicho de que la propia Ley de Control Interno establece ese ámbito de actuación para el Auditor de enviar estos informes ya sea al Consejo Superior cuando el tema así lo amerite, o a los titulares subordinados cuando el tema, tal vez, sea de menor relevancia o envergadura o a la Corte Plena cuando el tema sí requiera una definición directa y concreta de la Corte como máximo jerarca del Poder Judicial. Entonces, en el fondo no es entrar a reconsiderar lo que ya en su momento esta Corte había manifestado. Legalmente la Ley de Control Interno por ser Ley posterior y por regular materia específica, hizo una derogatoria tácita de la Ley Orgánica del Poder Judicial y se entiende que la Auditoría orgánicamente, en un organigrama tendría que estar ubicada directamente por debajo de la Corte Plena. Ahora, vuelvo a repetir, en el ejercicio de sus funciones el Auditor determinará a cual de los organismos administrativos que integran la organización del Poder Judicial va a remitir sus informes, para que estos sean aplicados en los plazos que la propia Ley de Control Interno así lo establece. Acordémonos también que si un informe de estos es remitido a la Corte Plena porque el tema así lo amerita y la Corte Plena no resuelve dentro de los plazos indicados, hay responsabilidad de nosotros como integrantes de esta Corte. Pero, lo que quiero concluir con esta intervención es que el Auditor también tiene un ámbito de actuación administrativa, propia de la competencia que el legislador le ha dado y en ese sentido, él puede tener ese liderazgo o ese protagonismo institucional para así orientar adecuadamente los informes que son producidos con ocasión del ejercicio de sus funciones. Tal vez el error se originó en un acuerdo que nosotros adoptamos y que aquí se cita en esta reconsideración, cuando por una mayoría de nosotros se dijo que los informes que remite la Auditoría Judicial sean conocidos por esta Corte, en que se dispuso que la Corte Suprema de Justicia es el superior jerárquico del Poder Judicial. Este es el acuerdo que ha generado toda esta discusión. Entonces, lo que se podría es retomar ese acuerdo para que se lea, o se diga, o se adicione en el sentido de que los informes que remita la Auditoría Judicial serán conocidos por esta Corte cuando así sea requerido por el propio Auditor Judicial y ¿cuándo es que el propio Auditor Judicial así lo requerirá? Cuando con ocasión de la gravedad o del impacto del tema que está auditorando se requiera de una definición de política institucional por parte de la Corte Plena."


La Magistrada Calzada consulta al Magistrado Solís: "Si supuestamente la responsabilidad la tiene el jerarca que es la Corte Plena, y se le está dando al Auditor la posibilidad de enviar algunos asuntos a esta Corte y otros al Consejo Superior, dependiendo de la gravedad, ¿cómo se resuelve el asunto de la responsabilidad? ¿Siempre la Corte Plena sería el responsable si no se le da seguimiento a esos informes?"


Responde el Magistrado Solís: "La Ley de Control Interno establece las actuaciones que hace la Auditoría correspondiente y la remisión de los informes a las autoridades subordinadas. Entonces, en este caso si es una auditoría que se realiza sobre una oficina administrativa en San Carlos o en Ciudad Quesada, eso depende del Consejo Superior judicial y remitiría esa auditoría a conocimiento del Consejo Superior para que este lo conozca y ordene realizar las acciones correspondientes, para darle cabal cumplimiento a lo dispuesto por el Auditor. Y aunque el Consejo no lo hiciera, el Auditor lo puede hacer por sí mismo, porque por eso la Ley de Control Interno lo que hace es fortalecer, no solamente la posición institucional de la Auditoría y esa es la filosofía de la reforma y así lo entendimos los Magistrados que rendimos el informe. Fue fortalecer la posición institucional del Auditor, no solamente en el Poder Judicial sino en todo el aparato institucional costarricense. La función y misión del Auditor y de la función de las auditoría respectivas. Y desde esa perspectiva pues hay una repartición de responsabilidades institucionales dependiendo, porque el Auditor es el que lo define, ante quién se hace la gestión y para qué se hace la gestión."


El Magistrado González Camacho indica: "Aclarar que con el concepto jerarca, me parece a mí que no se está aludiendo necesariamente al jerarca máximo o supremo jerarca. No necesariamente. El Consejo Superior, de algún modo es jerarca en muchas de sus competencias atribuidas por ley y dentro del cuadro organizativo de este Poder Judicial. De modo tal, que cuando se alude en la Ley de Control Interno a jerarca, no necesariamente es la Corte Suprema de Justicia. Iría contra todo el esquema organizativo que la misma Ley crea, si lo interpretáramos única y exclusivamente a cargo de esta Corte Plena, con lo cual creo que podríamos desembarazarnos de esa preocupación razonable, muy razonable de la Magistrada Calzada."


El Magistrado Jinesta manifiesta: "En la tónica que exponía el Magistrado González Camacho, en realidad dado que nosotros y desde el punto de vista organizacional, estructural, el Consejo Superior del Poder Judicial podríamos, por una serie de características de tipo normativa, considerarlo como un órgano desconcentrado, porque incluso agota la vía administrativa e incluso hay potestades de avocamiento de la Corte, lo cual nos lleva a que sea debilitado la relación de jerarquía y nos demuestra que hay una desconcentración evidente. De tal forma, que como bien lo apunta el Magistrado González Camacho, evidentemente en estos casos donde se ha dado una desconcentración de competencias a favor del Consejo, pues evidentemente es él el jerarca y no es esta Corte. Porque precisamente una de las características de la desconcentración es el debilitamiento, incluso, en el caso que tenemos nosotros, del Consejo, prácticamente se ha difuminado la relación de jerarquía, lo que no impide, eso sí, la relación de dirección que es otro concepto que conforme las facultades podría tener ya, quien define las políticas. Es decir, no hay relación de jerarquía pero sí puede haber relación de dirección interorgánica. Y de tal forma que al haberse desconcentrado, se ha difuminado la relación de jerarquía o prácticamente ha desaparecido y el jerarca habría que entender, en esos casos, es el Consejo Superior y no esta Corte."


Se acordó: Acoger la reconsideración del Consejo Superior, con la adición sugerida por el Magistrado Solís, de tal forma que el Auditor Judicial con base en las facultades que le otorga la Ley de Control Interno, defina cuáles de los informes emanados del despacho a su cargo, debe conocer esta Corte y cuáles el Consejo Superior, sin perjuicio de la facultad de avocamiento establecida para esta Corte Plena por la Ley Orgánica del Poder Judicial. En ambos casos, tanto esta Corte como el Consejo Superior deberán considerar lo establecido por la Ley General de Control Interno, respecto del trámite que debe seguirse en relación con los informes que la Auditoría Judicial remita para su conocimiento y resolución. Así votaron los Magistrados Mora, Rivas, Solís, León, González Camacho, Aguirre, Villanueva, Varela, Vega, Ramírez, González Alvarez, Chaves, Castro, Arroyo, Solano, Arguedas, Calzada, Vargas y Jinesta.

El Magistrado Vargas emitió su voto por desestimar la reconsideración y en consecuencia, mantener lo resuelto.


Es entendido que conforme se resolvió oportunamente, tal y como lo señaló el Magistrado Solís, orgánicamente la Auditoría Judicial se encuentra subordinada a la Corte Plena por ser el máximo jerarca del Poder Judicial, es decir, por ser la Corte Suprema de Justicia el máximo jerarca de la administración activa del Poder Judicial, en virtud de que con la promulgación de la Ley General de Control Interno, se derogó de manera tácita el artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que establecía la dependencia del Departamento de Auditoría Judicial, respecto al Consejo Superior. Éste órgano, en virtud de las facultades conferidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial, actúa como jerarca administrativo dentro de su ámbito de competencia, en razón de que los actos que resuelven aspectos de carácter administrativo, carecen de recurso de apelación (artículo 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).


d) Sesión N° 31-09 celebrada el 7 de setiembre de 2009, artículo XVIII.-


En esta sesión se conoció una discrepancia de criterios entre la Auditoría Judicial y el Consejo Superior, relacionados con la aplicación de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas al pago de la servidora Patricia Fallas Meléndez, Jefa de la Sección de Química Analítica del Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses, sin que ostentara la condición de profesional en ciencias médicas.

En virtud de que la Auditoría no compartía el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión Nº 02-08 del 10 de enero del 2008, artículo LXI, ya que estimaban que los  incrementos sobre los rubros percibidos por la funcionaria indicada, se han hecho en contra del ordenamiento jurídico, afectando los fondos públicos, solicitó la revisión del mencionado acuerdo. Además, especificó que en caso de que decidiera mantenerlo, de conformidad con lo establecido en el artículo 36 de la Ley General de Control Interno, elevara el asunto a la Corte Plena, con los antecedentes del caso, a efecto de que se pronunciara al respecto.


El Consejo Superior en sesión N° 76-09 celebrada el 11 de agosto de 2009, artículo XXV, mantener lo dispuesto en la sesión N° 02-08 del 10 de enero del 2008, artículo LXII y hacer este acuerdo de conocimiento de la Auditoría Judicial y remitir las diligencias a Corte Plena para los efectos del artículo 36 de la Ley de Control Interno, conforme lo solicita la Auditoría Judicial. 


En la cita sesión de la Corte (…) sin objeción de las señoras Magistradas y señores Magistrados presentes, se acordó: Que el Consejo Superior actuó y resolvió conforme a derecho, por esa razón no existe motivo para modificar lo resuelto". 

III.- CONCLUSIONES


En virtud de lo resuelto por la Corte Plena en las sesiones de cita, así como en lo que disponen los artículos 36 a 38 de la Ley General de Control Interno, es posible concluir lo siguiente:


1.- Las disposiciones de la Ley General de Control Interno, por ser ésta especial y de posterior promulgación, prevalecen sobre aquellas contenidas en la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República relativas a la materia.

2.- La Corte Plena es el jerarca máximo de la administración activa del Poder Judicial y de ella depende la Auditoría Judicial, en virtud de la derogatoria tácita del artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Judicial cuando se promulgó la Ley General de Control Interno. No obstante, será el Auditor el que determine cuáles informes emanados de la Auditoría deberán ser conocidos por la Corte Plena o el Consejo Superior, considerando si se relacionan con asuntos puramente administrativos, de política institucional o gobierno, o bien por la gravedad o relevancia del tema; sin perjuicio de la potestad de avocamiento establecida para la Corte por la citada Ley Orgánica.

3.- Lo expresado en el punto anterior permite afirmar que para los efectos del artículo 36 de la Ley General de Control Interno, el Consejo Superior actuará como "jerarca" en asuntos de su competencia (materia administrativa). Por lo anterior, cuando un informe de Auditoría se dirija a un titular subordinado, le corresponderá resolver las discrepancias entre éste y la Auditoría, sin perjuicio de que por su impacto o importancia el Presidente o la Vicepresidenta decidan llevarlo a conocimiento de la Corte. 

En este caso es preciso aclarar que ante la eventualidad de ejecutar el mecanismo establecido en el artículo 38 de la Ley General de Control Interno y plantear el conflicto ante la Contraloría General de la República, estimo que necesariamente debe existir un pronunciamiento previo de la Corte, como jerarca máximo del Poder Judicial, en el entendido que ordene soluciones distintas a las recomendadas por la Auditoría.


4.- En igual sentido, cuando el informe de Auditoría se remita al Consejo Superior y este órgano discrepe de las recomendaciones, podrá elevar el informe a la Corte para que resuelva. Precisamente este procedimiento fue el que se aplicó en la sesión de Corte Plena N° 31-09 celebrada el 7 de setiembre de 2009, artículo XVIII. 

5.- La Auditoría puede remitir sus informes directamente a la Corte, como jerarca máximo del Poder Judicial (artículo 37 de la Ley General de Control Interno). 

En estos dos últimos casos, si la Corte ordena soluciones distintas a las recomendadas por la Auditoría, por separado o en forma conjunta pueden acudir directamente a la Contraloría General a fin que este órgano de fiscalización superior dirima el conflicto."
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Aguirre, quien manifiesta: "El tema es una especie de diferendo que se planteó en relación con la interpretación que se debe dar al artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa dice: "[…] Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias o instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años…", lo anterior es para efectos de pensiones, para efectos de poder acumular con el tiempo servido aquí en la institución otros tiempos servidos en otras partes del Estado.


Se presenta alguna discusión, en el sentido de cuál es la interpretación que debe dársele al concepto de dependencias o instituciones públicas estatales. En el informe habíamos hecho una exposición acerca de qué se entiende por doctrina por instituciones o dependencias públicas estatales, porque hay una distinción entre dependencias públicas estatales y no estatales. Se ha planteado la duda de ¿qué pasa con los servidores que trabajan o han trabajado en instituciones públicas no estatales?, si se le reconoce ese tiempo servido en esas instituciones o no se le reconoce para efectos de pensiones. Debemos ser claros que el record de trabajo, el tiempo servido se puede tomar en cuenta en una institución en relación con otras instituciones del Estado para varios efectos. Uno de ellos es para el pago de cesantía y se ha interpretado en los Tribunales de Trabajo impulsado siempre que el Poder Judicial solo podría reconocer el tiempo servido en otras instituciones si existe alguna norma que así lo prevea. También está el tema de las anualidades, esas sí se aplican a la institución, porque existe una norma legal que es la Ley de Salarios de la Administración Pública que tiene una famosa regla derivada de una Ley N° 6835 que permitió el reconocimiento del tiempo de servicio en el sector público en términos generales, pero para efectos de pensiones tenemos una regla muy especial que es el artículo 231 idem, que dice "que solo se puede reconocer el tiempo servido en administraciones o dependencias públicas estatales". Como estatales serían el Poder Central, Poder Ejecutivo, Poder Judicial, Poder Legislativo, así como los órganos constitucionales como lo son el Tribunal Supremo de Elecciones y la Contraloría General de la República.


Las instituciones públicas no estatales están constituidas por algunas que se llaman administración descentralizada corporativa, entre ellas podemos incluir las Municipalidades. Se consideran que no son estatales y también hay otras que son como por ejemplo, las descentralizadas de corporativas industriales que son organizaciones como la Liga Industrial de la Caña de Azúcar que tiene alguna competencia de orden público para efectos de establecer normativas que regulan la actividad de la producción, de la fabricación y creo que hasta de la exportación en tema de la caña de azúcar. También hay algunas otras instituciones creadas por ley que la misma ley se encarga de decir que son de derecho público y les establecen un régimen público, pero la misma ley dice no son estatales, entre ellas podríamos incluir el Banco Popular y de Desarrollo Comunal y hay otras que tienen esa denominación. En consecuencia, el problema que se plantea es que el artículo 231 de la Ley Orgánica dice que solo se reconocerá en las instituciones o dependencias estatales, no se debe incluir a aquellas personas que pretenden acreditar aquí tiempo servido en dependencias o instituciones no estatales, que son las que me he referido.


La norma es totalmente clara en ese sentido. Aquí surgió cuando estábamos discutiendo este tema, una cuestión si se quiere de competencia y que se consultó al licenciado Carlos Toscano Mora, Asesor Legal de la Secretaría General de la Corte, acerca de si nosotros realmente teníamos competencia para resolver el tema y lo que se recomienda es positivo, en el sentido que en estos casos si la Auditoría interna nuestra ha sometido al Consejo y éste último lo pasa aquí, nosotros perfectamente podríamos tomar la decisión respectiva y si no le parece lo que resolvamos, sí podría plantear el diferendo ante la Contraloría, pero ya sería una cuestión que no la podríamos adelantar, que dependería de las funciones y de las facultades que él tiene para ajustarse conforme con lo que nosotros resolvamos. Pero en principio debemos resolver este tema de la competencia, el cual creo que debemos solventarlo en el sentido de que sí podemos emitir el criterio.


Me parece que lo correcto y, debo decirlo, es que cuando hacíamos este informe teníamos una discrepancia con el Magistrado Jinesta y el Magistrado Castillo, en el sentido de que ellos hablaban de una tercera opción de poder aplicar el artículo 231 a personas que hallan laborado en el sector público no estatal, siempre y cuando las relaciones que ellos hayan tenido en esas dependencias estuvieran regidas por el Derecho Público. Considero con todo el respeto -yo lo señalaba en aquella oportunidad- y lo expuse aquí cuando me correspondió comentar este informe, que lo correcto sería aplicar el artículo 231 tal y como está, porque lo contrario podría llevar a discusiones a posteriori en el seno del Consejo Superior que es el que administra esos temas, en el sentido de ir discutiendo caso por caso, para ver si se ajusta al criterio de la Corte y de repente que eso pudiera resultar, inclusive, no solo en primer término contrario al artículo 231, si no había una brecha que dependerá de cada momento de las integraciones para ir llegando a nuestro régimen de pensiones a personas que según la ley no tendrían derecho."


Se procede primeramente a resolver si se tiene competencia o no para solventar el diferendo entre el Consejo Superior y la Auditoría Judicial, y por mayoría de dieciséis votos, se dispuso: Aprobar el informe del licenciado Carlos Mora Rodríguez, en el sentido de que esta Corte tiene competencia para resolver el mencionado diferendo. Así votaron los Magistrados Mora, Rivas, Solís, Escoto, Aguirre, Villanueva, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Chinchilla, Armijo, Jinesta, Castillo y los Suplentes Meza Lazarus y Hernández Gutiérrez. 


El Magistrado Suplente Estrada Navas emitió su voto por no acoger el informe. 
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Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: "Ahora debemos resolver el diferendo del Consejo Superior y la Auditoría. El criterio del Consejo era que no se debía de reconocer los años servidos en esas instituciones, en cambio la Auditoría dice que sí se debe reconocer para ambos efectos. Lo anterior, porque el Consejo Superior cambio el criterio y está reconociéndolo conforme al razonamiento de la Auditoría, pero entiendo que eso va en contra de un criterio señalado en la Sala Segunda."


Indica el Magistrado Aguirre: "En realidad sobre este tema hay un antecedente de la Sala Primera que generalizó la Ley N° 6835 que está previsto para el pago de anualidades en la Ley General de Salarios de la Administración Pública y lo extendió también para efectos de pensiones, ese es un precedente. Sin embargo, la jurisprudencia de los Tribunales de Trabajo ha sido en el sentido de que cuando se habla de instituciones públicas no estatales estamos haciendo una referencia expresa a aquellas que la ley señala como tales y a las corporativas como las Municipalidades y también las corporativas que rigen ámbitos comerciales como la Liga de la Caña. Esto es una distinción que aquí ha tenido aplicación en normativas y los legisladores han acudido a ese concepto, pero tengo entendido que fue acuñada por un jurista uruguayo, y aquí ha tenido aplicación y ha sido desarrollada doctrinariamente en el sentido que yo explicaba. De tal manera que yo pienso que si nosotros hemos aplicado esa teoría en la normativa, es la que debe servirnos para interpretar qué se entiende por instituciones o dependencias públicas no estatales."


El Presidente, Magistrado Mora, le consulta al Magistrado Aguirre: "El Consejo Superior hacía una diferencia de si el reconocimiento era para las anualidades o pensiones. Lo reconocía para las anualidades, pero no para el régimen de pensiones. El Auditor Judicial dijo que había que reconocerlo en ambos efectos y entiendo que la jurisprudencia de la Sala es que no hay que reconocerlo para ninguno."


Responde el Magistrado Aguirre: "En la jurisdicción de trabajo ese tema se ha planteado a partir de la famosa teoría del "Estado patrono único", y se ha planteado en tres casos de personas que han trabajo en un Ministerio y se trasladan a una institución del Estado y han pretendido hacer valer el tiempo servido anterior para efectos del pago de cesantía. Esa es una discusión que se ha dado en los Tribunales. Nosotros en la Sala Segunda y en general los Tribunales de Trabajo han venido resolviendo esto en el sentido de que para que esto pueda ser de esa manera tiene que existir alguna norma que así lo establezca. De manera que el Poder Judicial no tendría que cubrir cesantía por un tiempo servido por otro sector del Estado, porque nosotros no tenemos ninguna norma aplicable en el seno del Poder Judicial que nos obligue a cubrir cesantía por ese tiempo de servicio. También el tema se ha planteado y eso a nivel mucho más general para el pago de anualidades y la interpretación de los Tribunales ha sido de que aquí sí hay una aplicación general, por lo que el tiempo servido en cualquier institución del sector público debe reconocerse en todas las demás para el pago de anualidades, y esto es porque la Ley N° 6835 reformó el artículo 5 de la Ley General de Salarios de la Administración Pública, que establece que se debe reconocer el tiempo servido en el sector público, ahí no hay ninguna distinción que hacer, ¿por qué?, porque la norma es totalmente general. Aquí nosotros tenemos obligación con base en esa normativa de reconocer tiempo servido en la Universidad de Costa Rica y en otros Poderes del Estado. Se ha planteado otro tema para efecto de las pensiones, así por ejemplo la Caja Costarricense del Seguro Social no acepta el tiempo servido en otras regímenes a no ser que haya una norma que obligue a la Caja a reconocer el tiempo servido, y así sucesivamente con los demás regímenes de pensiones que han existido. 


El Poder Judicial en algún momento reguló el tema de qué hacer con el tiempo servido en otras partes del sector público, ya no para efectos de anualidades, ni cesantía, sino para efectos del régimen de pensiones y el artículo 231 viene diciendo: "se reconocerá el tiempo servido en instituciones o dependencias del sector público estatal". Por eso yo siento que el informe de la Auditoría no está correcto, porque está confundiendo lo que es el tema de la obligación de reconocer antigüedad para efectos de anualidades, para lo cual hay una ley específica, que –repito- es el artículo 5 de la Ley General de Salarios de la Administración Pública, que fue reformado bajo una famosa ley que tiene el número 6835. Existiendo normas expresas para cada uno de estos aspectos, esas son las que tenemos que aplicar. Yo quiero decirles que hay algunos Bancos del Estado que tienen normas según las cuales admiten el tiempo servido en otros Bancos del Estado, pero no en otras partes del sector público y así sucesivamente cada institución tiene su propia normativa."


Expresa el Presidente, Magistrado Mora: "A efecto de tomar el voto las posibilidades podrían ser, según el criterio de la Auditoría, que es para ambos efectos "anualidades y jubilaciones."


Refiere el Magistrado Aguirre: "Lo que creo es que el tiempo servido en otras instituciones del Estado debe reconocerse de acuerdo con lo que dice el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Yo no estimo que deba reconocerse con base en la Ley de Salarios, nada tiene que ver con esto. El artículo 231 es la norma particular de nuestro régimen de pensiones y ésta es la que nos viene a decir que hay que reconocer el tiempo servido en otras dependencias o instituciones públicas estatales. No considero que haya que confundir anualidades con pensiones, ni cesantía. Yo lo mencionaba solo para tener un panorama claro de toda la temática para poder emitir un voto." 


Expone el Magistrado Jinesta: "En realidad el informe que rendimos tiene dos propuestas. Una del Magistrado Aguirre y otra del Magistrado Castillo y de quien les habla. Quiero nada más hacer una justificación breve de por qué razón nosotros estimamos que cuando la norma se refiere a instituciones del Estado, pues nosotros hacemos una interpretación amplia. 


En primer término, la categorización que se hace en Costa Rica de administración centralizada institucional, funcional o por servicios y, luego territorial y corporativa, de alguna manera incluye lo que se ha llamado en los entes públicos no estatales que es una denominación de Sayagués Lazo y que se utilizó para referirse a ciertos entes públicos que están sujetos a unos controles más laxos. Por ejemplo, los colegios profesionales que reciben un porcentaje importante de esos ingresos de su presupuesto, son fondos privados, en cuanto provienen de las contribuciones que hacen los agremiados, lo mismo en el caso de la corporación Hortícola Nacional o la Corporación Ganadera, en fin, otras más, en cuyo caso son los distintos sectores que intervienen en la producción de un determinado producto, como puede ser el ICAFÉ o Laica, o cualquiera de éstos, o la Corporación Hortícola Nacional, donde los ingresos son fundamentalmente de carácter privado. En esa medida están sujetos a controles más laxos, pero esa denominación que utilizaba el legislador costarricense ha sido básicamente para estos fines, para sustraerlos de los controles estrictos que pueden tener otros entes públicos que reciben fondos claramente públicos. De manera que eso es importante tenerlo en consideración. No es una denominación que tenga consecuencias sustanciales, sino resultados casi de carácter formal.


El Magistrado Castillo y yo sostenemos que en el caso cuando se refiere a instituciones del Estado, se está mencionando lo que en la doctrina se llama la administración instrumental, es decir, todo lo que no es el Estado o la Administración Central y dentro de la Administración Instrumental están las instituciones autónomas, las semiautónomas, las corporaciones municipales, las universidades públicas y lo que es administración corporativa. Incluso podría suceder que en el Colegio de Abogados hayan funcionarios públicos que están sujetos a una relación estatutaria, como puede haber otros que estén sujetos a una relación estrictamente laboral privada y sería una injusticia que a funcionarios públicos de una corporación de esta naturaleza, como podría ser también de una municipalidad, no se les vaya a reconocer todos estos rubros. Nosotros hacemos una interpretación amplia, con fundamento un poco en la doctrina del Derecho comparado, lo que ha dicho la doctrina nacional y básicamente ampliando un poco los criterios de in dubio pro operario, pro domine y pro libertate, en el sentido que para qué se le va a cercenar a una persona que ha estado sujeta a una relación de empleado público, pues es un derecho que tiene, -esa es la postura del Magistrado Castillo y de quien les habla-. Por lo que pediría que dentro de las opciones se pudiera colocar esa propuesta que hicimos nosotros."


Indica el Magistrado Aguirre: "Yo comprendo que efectivamente tenemos esa distinción doctrinaria y que la hemos aplicado aquí en lo interno y que ahora tenemos que interpretar si aplicamos este artículo 231 en forma distinta a como lo dice, en un sentido amplio abarcando también a servidores del sector público no estatal. Esto tiene otro agregado que hay que tener presente como administradores del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y son los principios que rigen las interpretaciones aquí, no son pro trabajador, sino pro fondo. Estos son fondos que hemos creado a través de la historia nosotros los servidores judiciales, y obviamente que a la hora de aplicar las normativas que los rigen, debemos aplicarlas en sentido estricto, porque creo que esa es la mejor forma para defender el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial."


Interviene el Magistrado Estrada Navas: "De la discusión y de las exposiciones que se han hecho, me queda una duda y hago la consulta en el caso muy concreto. Si yo debería de abstenerme de votar, porque en mi caso he trabajado intermitentemente para el Poder Judicial, pero he trabajado en forma continua para la Universidad de Costa Rica, pues eventualmente lo que se resuelva podría haber una decisión en mi perjuicio o en mi favor, dependiendo lo que se vote. Me da la impresión que los que no tenemos antigüedad acumulada en el Poder Judicial, eventualmente estaríamos legislando en nuestro favor o en nuestro perjuicio, por así decirlo. Planteo la inquietud, porque me da la impresión que debería abstenerme de conocer este asunto, salvo mejor criterio que me pudieran orientar al respecto."


Responde el Presidente, Magistrado Mora: "El caso suyo es en relación con la Universidad de Costa Rica. Con ese ente nunca ha habido ningún problema. Siempre se ha interpretado que es una institución del Estado y no habría problema."


Expresa el Magistrado Castillo: "Respecto al argumento que daba el Magistrado Aguirre, en el sentido que tenemos que interpretar pro fondo. Yo creo que ahí, independientemente de la postura que se elija, como el trabajador que viene de afuera tiene que hacer el reintegro, me parece que ese temor queda cubierto, porque digamos si viene el trabajador de afuera y hay una gran diferencia o una diferencia importante, se tiene que restituir esa diferencia al Fondo, a través de los estudios actuariales que se hacen y estimo que el argumento que se estaría perjudicando al Fondo por el hecho de que un trabajador tenga una relación estatutaria con un ente público no estatal, venga a reconocérsele esos años servidos en esa institución pública no estatal, podría socavar las bases financieras del fondo, creo que queda cubierto por el hecho de que el trabajador tendrá que hacer el reintegro respectivo, como si hubiese trabajado esos años en el Poder Judicial."


Señala el Presidente, Magistrado Mora: "Vamos a tomar el voto. Las posibilidades serían con el criterio del Magistrado Aguirre o según el criterio de los Magistrados Jinesta y Castillo." 


Recibida la correspondiente votación, por mayoría de diez votos, se acordó: Acoger la propuesta del Magistrado Aguirre, por ende interpretar el referido artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el sentido de que sólo se podrá reconocer para efectos jubilatorios el tiempo servido en el Estado (ente mayor), entendiendo como parte del Poder Ejecutivo, al Poder Legislativo y al Poder Judicial; así como a los órganos constitucionales tales como el Tribunal Supremo de Elecciones, la Defensoría de los Habitantes  y la Contraloría General de la República; quedando  excluidas las dependencias o instituciones públicas de carácter no estatal. Así votaron los Magistrados Rivas, Escoto, Aguirre, Villanueva, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Chinchilla y el Suplente Estrada Navas.


Los Magistrados Mora, Solís, Armijo, Jinesta, Castillo y los Suplentes Meza Lazarus y Hernández Gutiérrez emitieron su voto conforme a la propuesta planteada por los Magistrados Jinesta y Castillo, en el sentido de reconocer el tiempo servido en la forma indicada y, además, el prestado para la administración descentralizada corporativa (municipalidades), los colegios profesionales, la descentralizada corporativa industrial y comercial y en las otras entidades a las que la ley les da el carácter de no estatales; siempre que las relaciones de empleo sean de naturaleza pública.”
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            El licenciado Hugo Ramos Gutiérrez, Auditor Judicial, en oficio N° 1086-288-AF-2010 de 28 de octubre recién pasado,  manifestó:


“Con el propósito de que lo haga desconocimiento de la Corte Plena, me permito formular las siguientes observaciones, referente al seguimiento de recomendaciones que realiza esta Auditoría sobre el “Informe de la Evaluación de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 2005 y 2007” y en relación con el caso de la jubilada Eva Solano Calderón, nos permitimos plantear lo siguiente:

 


En la sesión del 17 de mayo del 2010, artículo XXIII, Corte Plena conoce la discrepancia de criterios entre la Auditoría y el Consejo Superior, respecto al caso de la señora Eva Solano Calderón.  No obstante, el tema no se resolvió y se dispuso lo siguiente:


 


“Aprobar la propuesta de la Magistrada León, y en consecuencia solicitar al licenciado Carlos Toscano Mora Rodríguez, Asesor Legal de la Secretaría General de la Corte, que sea muy servido en rendir un informe a esta Corte con respecto al tema planteado, tomando en consideración lo expuesto por las señoras Magistradas y los señores Magistrados que hicieron uso de la palabra.”


 


Mediante informe N° 21-2010, de fecha 24 de agosto del 2010, el Lic. Carlos Toscano Mora, atiende dos solicitudes realizadas por Corte Plena en la sesión del 17 de mayo del 2010, correspondientes a los artículos XXIII  (caso de Eva Solano) y XXV (tema de reconocimiento de tiempo servido), el cual se refiere únicamente, al tratamiento que se le debe brindar a las discrepancias de criterio que surjan entre el Consejo Superior y la Auditoría Judicial.


 


De esta forma, en la sesión del 20 de setiembre del 2010, artículo XIII, Corte Plena conoce el informe de cita y procede a retomar el tema del reconocimiento de tiempo servido (sesión del 17-5-10, artículo XXV), quedando pendiente de resolver el caso de la señora Eva Solano Calderón, dato que se confirmó en la Secretaría General.


 


En afán de colaborar con la Administración para el estudio del tema en particular, a continuación se presenta un resumen general e información adicional de interés:


 


Resumen general:


 


·                Mediante sentencia N° 2525 del Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial, se aprueba a la jubilada Eva Solano Calderón el reconocimiento de diferencias por concepto de: salario (anualidades), aguinaldo, salario escolar, jubilación, cesantía y vacaciones, así como, los intereses respectivos. Los montos indicados en la sentencia se presenta en términos brutos.

 


·                Al ejecutar el pago de dicha sentencia, el Departamento Financiero Contable deposita los montos correspondientes sin aplicar las deducciones de ley, incluyendo una advertencia sobre el particular, según instrucciones de su superior (Dirección Ejecutiva).

 


·                Al respecto, esta Auditoría advirtió al Juzgado de Seguridad Social, Departamento de Personal y Financiero Contable, respecto a la necesidad de calcular, a la brevedad, las deducciones de ley.

 


·                Por su parte, la Dirección Ejecutiva hizo de conocimiento del Consejo Superior dicha situación, por lo cual dicho órgano dispuso que la Administración estaba en la obligación de girar la totalidad del monto que ordenó el despacho judicial, sin ningún rebajo, tal y como lo había indicado la Dirección Ejecutiva, y solamente advertir al despacho judicial que  a ese monto no se le habían aplicado las deducciones por concepto de cargas sociales (5% CCSS, 9% aporte al Fondo de Jubilaciones y Pensiones e Impuesto de renta en caso de proceder).

 


·                Mediante oficio N° 265-85-AF-2010, de fecha   17 de marzo de 2010, esta Auditoría solicitó al Consejo Superior una revisión de lo dispuesto, considerando que sobre ese tema existe jurisprudencia y directrices emitidas por parte de la Contraloría General de la República (quien en su momento devolvió sin refrendo algunas facturas por no contener las deducciones de ley) y Corte Plena (sesión del 10 de noviembre del 2003, artículo XII), para casos de similar naturaleza (ver anexo N° 1 del oficio adjunto N° 265-85-AF-2010), de los que se extraen criterios para la aplicación de las deducciones de ley sobre los pagos que se ejecutan por sentencias judiciales.

 


·                Además, se brindó el criterio emitido por la Licda. Ana Lía Umaña Salazar, mediante oficio N° 06-UJ-2010, del 24 de febrero del 2010 (ver anexo N° 2 del oficio adjunto N° 265-85-AF-2010), donde se aclara el concepto de “cosa juzgada”, se explica la función del agente retenedor y se concluye la importancia de diferenciar dos momentos distintos y determinables, con lo cual no se estaría violentando el principio de la cosa juzgada. Asimismo se indicó: “Somos del criterio que la sentencia obliga al pago de una suma bruta de dinero, que es clara y que no se cuestiona en ningún caso, pero sí debemos ser concientes de que se debe disponer la aplicación de las deducciones en el monto o porcentaje que corresponda según la ley, por parte del  ente pagador, aspecto que no transgrede ni afecta el efecto de cosa juzgada de la sentencia.”

 


Información adicional de interés:


 


·                En razón de la advertencia que efectuara esta Auditoría, el Juzgado de Seguridad Social solicitó a los Departamento de Personal y Financiero Contable el cálculo de las deducciones de ley, la cual ya fue debidamente atendida. 

 


·                El Juzgado de Seguridad Social resolvió girar un monto neto, sin embargo, la parte actora se opuso, considerando el criterio que al respecto emitió el Consejo Superior. De esta forma  y dada la incidencia de lo que pueda resolver Corte Plena, dicho Juzgado se encuentra a la espera de lo correspondiente para concluir con el proceso judicial de la señora Eva Solano.

 


·                En virtud de la tardanza en la resolución del caso, recientemente el abogado representante de la parte actora, presentó una gestión ante la Contraloría de Servicios.

 


En razón de lo expuesto, se resalta  la necesidad de que la Corte Plena se pronuncie en relación con la divergencia de criterios entre el Consejo Superior y la Auditoría, cuya decisión enmarcaría el actuar de la Administración en futuros casos donde la sentencia indique montos brutos (sin deducciones), definiendo así la procedencia o no de aplicar de forma inmediata las deducciones de ley que correspondan[1], es decir, de depositar en la cuenta de la parte actora o expediente judicial, un monto líquido, a pesar de que en su momento tanto la Corte como la Contraloría se habían pronunciado sobre el actuar en este tipo de casos, tal como se indicó anteriormente.


 


Finalmente, en razón del tiempo transcurrido, así como las implicaciones económicas y de imagen para la Institución, se hace una atenta instancia para que a la brevedad se proceda a resolver lo correspondiente.”
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Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Vamos a tomar el voto, para establecer si el criterio que se va a seguir es el propio del Consejo Superior o el de la Auditoría Judicial. El de la Auditoría señala que no obstante el fallo del juez, al momento de entregar el dinero que el juez ha señalado en sentencia, se debe retener las sumas correspondientes a los impuestos a pagar. Por su parte, el Consejo estima que lo que se debe hacer es simplemente ejecutar lo resuelto por el juez.”


Indica el Magistrado Solís: “Hubo un error por parte del juez o la jueza laboral al momento de señalar esas sumas en bruto sin haber hecho las deducciones. Nosotros en la jurisdicción Contencioso Administrativa, ahora se está dando mucho ese tema, en donde por alguna razón el juez o la jueza no ordena hacer las deducciones de ley en las cargas sociales y demás ítems y cuando llega el tema a casación debidamente planteado por la abogacía del Estado, pues se hacen las correcciones correspondientes, pero sí es una idea clara de que existe el deber de la retención por parte del órgano administrativo, volviendo al tema que nos ocupa “de hacer las retenciones que por ley le corresponden”. Para mí, si la sentencia tiene ese error, que es un error material no de conceptualización de fondo, el órgano administrativo que por ley está llamado a pagar, está obligado también hacer las retenciones de carácter legal y que todas son de naturaleza social. También es una conjunción de algunos aspectos en donde perfectamente se podría dar, independientemente de la cosa juzgada que es un principio que muchas veces se utiliza, si bien tiene asiento constitucional, tampoco va a servir de base para afectar la Hacienda Pública en aquellos rubros en donde el Estado en gestión administrativa está obligado a hacer las retenciones correspondientes al caso.”


            Refiere el Presidente, Magistrado Mora: “Me parece muy interesante la posición del Magistrado Solís. Sin embargo no fue la que mantuvimos en el Consejo Superior, porque nos parecía muy peligroso el conceder a la administración la posibilidad de interpretar los pronunciamientos jurisdiccionales y estimar de que éstos se encuentran o no en un error. En razón de eso, lo que consideramos era que cualquier discusión debía darse ante la jurisdicción y no propiamente ante la administración. Pero esos son los dos criterios.”   


Sometido el asunto a votación, por mayoría de quince votos, se acordó: Acoger el criterio externado por el Consejo Superior, en cuanto a que las sumas que se deben girar a los tribunales cuando éstos lo ordenan y se trate de salarios, jubilaciones u otros rubros, debe serlo en el monto que el fallo dispone depositar. En consecuencia, la Administración debe girar el monto bruto que se ordenó en sentencia judicial a la cuenta del despacho, advirtiéndole que en la suma depositada no se aplicaron las cargas sociales para lo que a bien estime resolver. Así votaron los Magistrados Mora, León, Escoto, Aguirre, Varela, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Pereira, Chinchilla, Castillo y los Suplentes Messeguer Monge, Gómez Cortés y Hernández Gutiérrez. 


Los Magistrados Solís, Calzada, Armijo y Cruz votaron por acoger el criterio de la Auditoría Judicial en cuanto a que a la suma que se ordena girar a la cuenta del despacho, se le deben aplicar las deducciones de ley que correspondan. 

 HYPERLINK "../../l%20_ftn1" 



 




[1] Cabe mencionar que, esta Auditoría ha coordinado con los Departamentos de Personal y Financiero Contable para que, en futuros casos, cuando se deba remitir un informe de las sumas giradas de menos a Despachos del Ámbito Jurisdiccional, se envíen de forma tal que ya incluyan las deducciones correspondientes, a fin de evitar lo ocurrido en el caso de la señora Eva Solano Calderón.
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Fecha: 03 de Marzo del 2014

Descriptores/Temas: Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Documentos citados: - Normativa 

ARTÍCULO XL


Documento 645-2014


 


El máster Walter Jiménez Sorio, Auditor General interino, en oficio N° 64-07-AFJP-2014 del 22 de enero del año en curso, manifestó:

“Para que se haga de conocimiento de Corte Plena, le remito el estudio efectuado por el Despacho a mi cargo, denominado “Evaluación referente a los aportes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”.


 


El objetivo de esta auditoría consistió en evaluar en qué medida los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones cumplen con las condiciones de cálculo, registro, presentación y revelación adecuados, así como de recuperación oportuna, según lo establecido en la normativa correspondiente.


 


Producto de la evaluación referida, se determinó que en algunas sentencias judiciales en las cuales se condenaba al Estado al pago de salarios caídos, diferencias salariales, de jubilación o pensión, no se realizó la retención del aporte obrero para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como las cargas sociales y tributarias, ya que la resolución judicial no indicaba la realización de estas retenciones, y dicho aspecto no fue cuestionado oportunamente por quienes ostentan la representación del Estado.


 


En relación con lo anterior, es importante señalar que Corte Plena en la sesión 32-10, artículo XXIII, acordó que las sumas que se deben girar a los tribunales debe serlo en el monto que el fallo dispone depositar, advirtiéndole que no se aplicaron las cargas sociales para lo que a bien estime resolver. Criterio similar externó la Procuraduría General de la República mediante Dictamen C-022-2012. Dicha entidad señaló que lo correcto sería que el Juzgador haga expresa indicación de las retenciones en la parte dispositiva del fallo y que en caso de no darse, sería la representación legal del Estado[1], en resguardo de los intereses que le han sido confiados, la que debe procurar aquel pronunciamiento expreso y de manera oportuna; tanto en el proceso de conocimiento, como en el de ejecución.

 


No omito indicar que avalo en todos sus extremos el presente informe, ya que con la implementación de las recomendaciones emitidas, se procura minimizar el riesgo de que en el futuro se presenten la debilidad detectada. Además, pretende un análisis de los casos determinados por esta Auditoría y el establecimiento de un marco de acción en caso de que se vuelva a presentar una situación similar, a fin de proteger los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como de las instituciones del Estado que perciben las cargas sociales y tributarias.”
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Del citado informe se transcriben las siguientes conclusiones y recomendaciones que literalmente dicen:


“CONCLUSIONES DEL ESTUDIO

 


Conforme a los resultados obtenidos en los procedimientos efectuados, se concluye que los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, cumplen razonablemente con las condiciones de cálculo, registro y presentación adecuados; sin embargo, es necesario que la Administración evalúe algunos procedimientos en los cuales se encontraron oportunidades de mejora, como el que se detalla en el apartado de resultados del presente informe, respecto a pagos realizados por sentencias, que se están ejecutando sin descontar las cargas sociales y tributos correspondientes, implicando un perjuicio económico para el Fondo de Jubilaciones, así como otras instituciones del Estado que requieren de esos recursos para su funcionamiento y labor social, por lo que se debe resaltar la importancia de tomar las medidas correctivas que logren el cumplimiento del ordenamiento jurídico y la recuperación oportuna de los recursos.


 


RECOMENDACIONES DEL ESTUDIO

 


A Corte Plena


 


4.1       Realizar un comunicado a la Procuraduría General de la República para que tenga conocimiento de la posición de Corte Plena (sesión N° 32-10, artículo XXIII), en cuanto al tema de la aplicación de las deducciones de ley en sentencias judiciales cuyo demandado es el Poder Judicial, y además considere el dictamen C-022-2012 emitido por esa entidad, para que en el caso de no indicarse las deducciones de ley en las sentencias judiciales, la representación legal del Estado, gestione oportunamente lo que en su juicio profesional corresponda, tanto en el proceso de conocimiento, como en el de ejecución.

 


Lo anterior, con la finalidad de preveer que se vuelvan a presentar casos como los detectados por esta Auditoría y no se cause un perjuicio al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como a las otras entidades del Estado que no recibieron los montos de las cargas sociales o impuestos asociados a los desembolsos.


 


Plazo de implementación: un mes


 


4.2       Remitir a conocimiento de la Comisión de Asuntos Laborales el presente informe, a efecto de contar con su criterio para la posterior emisión de una circular dirigida a todos los jueces y juezas de los Despachos que resuelven sobre salarios y/o jubilación; que detalle que ante la emisión de una sentencia que implique el pago de salarios caídos, diferencias salariales, de jubilación o pensión, se incluya en la resolución la indicación de que se deben realizar las deducciones de cargas sociales y tributarias que correspondan, esto con la finalidad de que los departamentos encargados de realizar el desembolso puedan llevar a cabo la retención.


 


Lo anterior, en consideración de lo dispuesto por Corte Plena en la sesión N° 32-10, artículo XXIII, donde concluye que es muy peligroso permitir la interpretación de las sentencias a la Administración.


 


Plazo de implementación: un mes


 


4.3       Valorar la viabilidad y forma de recuperar el monto que dejó de percibir el Fondo de Jubilaciones y Pensiones en los casos citados en el presente informe, en consideración de lo dispuesto en el dictamen C-022-2012 de la PGR, en concordancia con lo estipulado en el Título Sétimo de la Ley General de la Administración Pública, intitulado “De la Responsabilidad de la Administración y del Servidor Público”, así como los plazos de prescripción establecidos en los artículos 198 y 207 de ese cuerpo normativo.


 


Plazo de implementación: dos meses


 


4.4       Girar instrucciones a los Departamentos de Personal y Financiero Contable para que de previo a ejecutar el pago de una sentencia judicial en la que no se realizó la indicación expresa de las deducciones de ley, causando una afectación económica al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como a las entidades del Estado que no recibieron las cargas sociales y tributarias correspondientes, informe al Consejo Superior, para así tomar una decisión en cuanto a la recuperación de los recursos correspondientes. 


 


Plazo de implementación sugerido: un mes”
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Manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Este asunto se refiere a un informe de la Auditoría Judicial, relacionado con los aportes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en las sentencias judiciales. 


La Auditoría realizó un informe que también fue conocido por el Consejo Consultivo y tiene que ver con aquellas resoluciones en las cuales se discuten salarios anteriores o revalorizaciones que se otorgan en una sentencia. 


La recomendación va en el sentido de que los tribunales tienen la obligación de establecer en el por tanto de la resolución, que si se acoge la demanda y se ordena el pago de esas sumas de dinero, debe también de manera general establecerse que se harán los rebajos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones al cual pertenecen.


Le solicito a la Secretaria General que lea las recomendaciones emitidas por la Auditoría Judicial”.


La Secretaria General procede a leer las recomendaciones contenidas en el informe de la Auditoría Judicial.


ENTRA EL MAGISTRADO ARROYO.


Interviene el Magistrado Castillo: “La única duda que planteo es en relación con las sentencias firmes donde -por las razones que fuesen- el juez o jueza no ordenó la deducción en esos casos de las cargas sociales y el pago al Fondo. 


La duda que tengo es en cuanto al tema de la independencia del juez, porque si bien es cierto nosotros podemos establecer una circular diciendo que en esos casos los jueces y las juezas tienen el deber de incluir en la resolución la indicación de que se deben realizar las deducciones correspondientes, me preocupa, por ejemplo, aquellas sentencias donde no se dijo absolutamente nada y ya son sentencias con carácter de cosa juzgada material. 


Se me hace difícil entender la última recomendación de la Auditoría Judicial de instruir al Departamento de Personal para que recupere esas sumas que el juez o jueza no acordó. No sé si interpreto bien la posición de la Auditoría Judicial, pues de ser así, estaríamos tratando de dejar sin efecto una sentencia con carácter de cosa juzgada material, en el sentido de que, cómo vamos a recuperar sumas pagadas de más que son acordadas en una sentencia, cuando precisamente lo que nos van a oponer en un juicio es la excepción de cosa juzgada material. ¿Por qué no se pagaron esos dineros? porque el juez o la jueza acordó que no se pagara. Es la única preocupación que tengo.

Estoy de acuerdo con las demás recomendaciones”.


Expresa la Magistrada Varela: “Existe una obligación legal de toda persona de cotizar para la seguridad social, entre otras, sobre los salarios que el empleador le debe pagar por los servicios prestados, en el caso de los servidores judiciales también existe obligación de aportes para el Fondo de Pensiones. Si existe obligación legal y no fue un tema que se discutió en el proceso, por lo que no hay pronunciamiento, esa omisión no exonera de la obligación legal y reglamentaria que tenía el servidor. Esto tiene que quedar claro para efectos de un lineamiento en ese sentido, porque en la mayoría de los casos, no existe pronunciamiento a nivel jurisdiccional porque no se ha discutido. 


En los procesos, debido al tema central, lo que se dispone es la obligación de pagar salarios adeudados, pero obviamente todas las responsabilidades legales del servidor (pago de cuotas obreras, rentas, cotizaciones para el Fondo de Pensiones) subsisten durante el plazo que comprenda la condenatoria al empleador de pagarle salarios y tienen que considerarse a la hora de ejecutar sentencias en las que se condena al pago de salarios.


Hemos conocido casos, por ejemplo de la Caja Costarricense de Seguro Social, donde ante una condenatoria al pago de diferencias salariales o salarios de algún periodo, en la etapa de ejecución hacen los rebajos correspondientes y es pacífico el asunto, lo que es correcto porque las obligaciones de ese tipo a cargo de los trabajadores que reclaman salarios adeudados normalmente no son tema de discusión en los procesos laborales, motivo por el cual sólo se declara la obligación de pagar salarios, dando por sentado que existen obligaciones de los servidores que no son objeto de discusión en el proceso y que podrían administrativamente hacerse cumplir con base en lo que establece la ley. Me surge la duda si en este caso (el de análisis) se excluyó al servidor de esa obligación, pues debe quedar bien claro el tema”.


Indica la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Me parece que los puntos en discusión serían en cuanto a las situaciones pasadas, no en cuanto a las recomendaciones a futuro. En lo que respecta a las situaciones pasadas considero importante recalcar lo que dice la recomendación 4.3 de valorar la viabilidad y forma de recuperar el monto que dejó de percibir el Fondo de Jubilaciones y Pensiones en los casos citados en el informe, así como los plazos de prescripción establecidos en los artículos 198 y 207 del citado cuerpo normativo. Valorar no es una imposición. En este caso lo conveniente es solicitar un informe a la Asesoría Jurídica para que determine y valore lo que procede.


En cuanto a la recomendación 4.4 de girar instrucciones a los Departamentos de Personal y Financiero Contable para que de previo a ejecutar el pago de una sentencia judicial, en la que no se realizó la indicación expresa de las deducciones de ley, causando una afectación económica al Fondo y a las entidades del Estado que no recibieron las cargas sociales y tributarias correspondientes, informe al Consejo Superior para tomar una decisión en cuanto a la recuperación de los recursos correspondientes.


Esas son las dos recomendaciones que estarían en discusión”. 

Refiere el Magistrado Aguirre: “El Magistrado Castillo introdujo una cuestión que me parece muy importante hacia futuro y es la posibilidad de publicar un aviso solicitándole a las autoridades judiciales que, en algún momento tengan que valorar el pago de salarios o de cualquier otro rubro que amerite un pago por ley como la seguridad social, incluso temas impositivos que valoren la posibilidad de establecerlo así en las sentencias. Uno podría pensar que eso podría estar invadiendo la competencia propia de los jueces, pero se debe hacer como una recomendación de tipo general, no necesariamente para que lo impongan en todos los casos, sino que valoren esa posibilidad, es decir, no los estamos obligando para evitar problemas de este tipo.


En la Sala Segunda con mucha frecuencia solemos utilizar un estribillo que dice previa rebaja de las deducciones que corresponden de acuerdo con la ley. Indicamos eso y no hay problema. Me parece importante eso”.


Prosigue el Magistrado Castillo: “Después de escuchar a la Magistrada Varela y al Magistrado Aguirre, me parece que si el juez o jueza ordena pagar los salarios caídos, lo lógico es que se hagan las deducciones que corresponden por ley, tanto hacia el Fondo, las cargas sociales, si procede el pago del impuesto sobre la renta, impuesto al salario. No sé por qué se ha presentado este problema, será porque los jueces o juezas al no señalar previas deducciones que corresponden por ley, se ha interpretado que no se deben hacer las rebajas.


Distinto sería el caso que en esa controversia jurídica se esté discutiendo el no pago o la no procedencia de esas cargas sociales, ese sería otro tema. Si el juez dice que no corresponde, pues es indiscutible. Me parece que en todos los casos se debe proceder de esa manera, pese a que en la sentencia no se indique que se hagan las rebajas de las cargas sociales.


La duda la planteaba con las sentencias donde ya han pasado plazos muy largos y no se hicieron las respectivas deducciones, es un tema que alguien podría decir hay que estudiarlo, como bien decía la señora Presidenta, pero, en principio, cuando se dice pagar los salarios caídos la administración ha de interpretar que es previa deducción de todas las cargas sociales y de los impuestos. Así lo interpreto. Estoy de acuerdo con las recomendaciones”.


MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO CASTILLO, SALIÓ EL MAGISTRADO ARMIJO.


Continúa la Magistrada Varela: “Cuando me correspondió ver ejecuciones en segunda instancia, recuerdo un caso que creo era de un banco, donde la persona se oponía a los rebajos que le estaba haciendo la institución y no se le dio la razón porque existe una ley: Son consecuencias de naturaleza legal que tiene que asumir el trabajador o la trabajadora que recibe los salarios caídos y no puede eludir. Al no ser un tema que se haya discutido en la etapa plenaria no tiene que ser definido en la sentencia, porque lo que fija el juez o la jueza es el derecho al pago de salario y la omisión de pronunciamiento sobre los rebajo no implica que se esté eximiendo de esa obligación y no podría hacerlo porque estaría violentando las leyes. A la hora de ejecutar una sentencia la administración activa puede hacerlo y no es necesario que los administradores de justicia lo indiquen. Como decía el Magistrado Aguirre, en la Sala Segunda lo hacemos para allanar el camino, pero eso no libera, no exime una obligación legal que tienen las trabajadoras y los trabajadores de aportar lo que corresponda de acuerdo a las leyes vigentes sobre cuestiones salariales”.

Indica la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Deduzco de la discusión que estamos de acuerdo en que se ejecuten las recomendaciones”. 


Se acordó: Aprobar las recomendaciones emitidas por la Auditoría Judicial, en consecuencia: 1.) En cuanto a la recomendación 4.1Realizar un comunicado a la Procuraduría General de la República, para que tenga conocimiento de la posición de Corte Plena (sesión N° 32-10, artículo XXIII), en cuanto al tema de la aplicación de las deducciones de ley en sentencias judiciales cuyo demandado es el Poder Judicial, y además considere el dictamen C-022-2012 emitido por esa entidad, para que en el caso de no indicarse las deducciones de ley en las sentencias judiciales, la representación legal del Estado, gestione oportunamente lo que en su juicio profesional corresponda, tanto en el proceso de conocimiento, como en el de ejecución. 2.) En lo que respecta a la recomendación 4.2 hacer de conocimiento de la Comisión de Relaciones Laborales el citado informe, a efecto de contar con su criterio para la posterior emisión de una circular dirigida a todos los jueces y juezas de los Despachos que resuelven sobre salarios y/o jubilación; que detalle que ante la emisión de una sentencia que implique el pago de salarios caídos, diferencias salariales, de jubilación o pensión, se incluya en la resolución la indicación de que se deben realizar las deducciones de cargas sociales y tributarias que correspondan, esto con la finalidad de que los departamentos encargados de realizar el desembolso puedan llevar a cabo la retención. 3.) Solicitar al Asesor Legal de la Secretaría General de la Corte, que en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de este acuerdo determine, valore e informe a esta Corte, lo que procede en cuanto a lo indicado en la recomendación 4.3 sobre la viabilidad y forma de recuperar el monto que dejó de percibir el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en los casos citados en el referido estudio, en consideración de lo dispuesto en el dictamen C-022-2012 de la Procuraduría General de la República, en concordancia con lo estipulado en el Título Sétimo de la Ley General de la Administración Pública, intitulado “De la Responsabilidad de la Administración y del Servidor Público”, así como los plazos de prescripción establecidos en los artículos 198 y 207 de ese cuerpo normativo. 4.) En lo que atañe a la recomendación 4.4 los Departamentos de Personal y Financiero Contable de previo a ejecutar el pago de una sentencia judicial en la que no se realizó la indicación expresa de las deducciones de ley, causando una afectación económica al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como a las entidades del Estado que no recibieron las cargas sociales y tributarias correspondientes, deberán informar esa situación al Consejo Superior, para que tome una decisión al respecto, en cuanto a la recuperación de los recursos correspondientes.

 




[1] En caso de la Administración Central, Poderes del Estado, Tribunal Supremo de Elecciones, Contraloría General de la República y la Defensoría de los Habitantes de la República, en tanto ejerzan función administrativa, la representación y defensa en juicio le corresponde a la Procuraduría General de la República (art. 16 del Código Procesal Contencioso Administrativo). Art. 3 inciso a) de la Ley N°6815 de 27 de setiembre de 1982.
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